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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke Carvallo. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de esa misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Ariztía. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de la sesiones 19ª, especial, y 20ª, ordinaria, en 7 de mayo, y 21ª, ordinaria, en 8 de mayo, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunica, en uso de sus facultades y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento de esta Corporación, el retiro del proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012, para reingresarlo en la Honorable Cámara de Diputados (boletín N° 8.869-10). 



--Se toma conocimiento y se manda devolver los documentos a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento  (boletín Nº 8.771-01).



3.- Proyecto que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (boletín Nº 8.786-27).



4.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



5.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



6.- Proyecto que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nos. 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



7.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



8.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



9.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07).



10.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (boletín N° 8.272-08).



11.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



12.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



13.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



14.- Proyecto que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (boletín N° 8.817-15).



15.- Proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletines Nos. 8.324-03 y 8.492-13, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 7.761-24).



--De conformidad con los acuerdos de Comités del día de ayer, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Con el segundo señala que dio su aprobación al proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores  con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 8.573-13) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el último comunica los nombres de los Honorables Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán el día 21 de mayo a Su Excelencia el Presidente de la República, con ocasión de la sesión de  Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación.



--Se toma conocimiento.



De la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos:


Envía informe anual 2012 del Programa de Derechos Humanos y Función Policial, referente al actuar de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública en diversos contextos y la reacción estatal ante  abusos policiales.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 8.810-07) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la designación que le corresponde efectuar al Senado de un integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por renuncia al cargo del señor Luis Hermosilla Osorio (boletín Nº S 1.562-13) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Espina, Coloma, García, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto de ley que sustituye el tipo penal del delito de extorsión previsto en el artículo 438 del Código Penal (boletín N° 8.944-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi, con la que  propone un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo a fin de establecer una asignación de locomoción para el caso de cambio de ubicación en la prestación de los servicios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Chahuán, García, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Rossi, Tuma y Uriarte, con el que se pide a Su Excelencia el Presidente de la República incorporar en el proyecto que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, actualmente en trámite en la Cámara de Diputados, una indicación para suprimir el plazo extintivo que la ley en vigor consulta respecto de las concesiones a municipalidades o en su defecto lo prorrogue, y que, además, haga presente la urgencia para su tramitación (boletín N° S 1.573-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

FUSIÓN DE PROYECTOS SOBRE INSOLVENCIA
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, en sesión del 19 de junio de 2012 solicité recabar el acuerdo de la Sala a fin de que la iniciativa que establece un procedimiento para regular la situación de insolvencia grave de deudores civiles (boletín N° 4.721-07), suscrita por los colegas Bianchi, Escalona, Horvath, el entonces Senador Ricardo Núñez y quien habla, fuera remitida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a la de Economía.


Ello tenía por objeto que se tratara en conjunto con el proyecto, iniciado en mensaje, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



La razón evidente es que ambas iniciativas se refieren, una en forma integral y la otra en algunas de sus materias, a la situación de insolvencia de los hogares.



En esa ocasión, el Honorable señor Hernán Larraín intervino para indicar que existía un acuerdo en orden a considerar en un segundo trámite conjunto de las Comisiones de Constitución y de Economía los proyectos presentados por diversos Senadores.



Posteriormente, intervino el Honorable señor Tuma para expresar su pleno acuerdo con mi planteamiento, indicando que hay algunas iniciativas generadas en mociones cuyo propósito es casi idéntico al del proyecto que reemplaza la Ley de Quiebras. Su Señoría agregó que, a fin de facilitar la fusión de esas iniciativas y atendido que deberían alcanzar el mismo nivel de tramitación, la Comisión de Economía tendría que aprobarlas también en general y, luego, enviarlas a las Comisiones unidas para que estas, si lo estimaban conveniente, las fusionaran con el texto del Ejecutivo.



Dicho debate concluyó con la propuesta del Senador Hernán Larraín en el sentido de que las Comisiones unidas hicieran el arqueo de todas las iniciativas sobre la misma materia, pues había algunas en la Comisión de Economía y otras en la de Constitución, y de que después formularan a la Sala el planteamiento respectivo.



Ese fue el acuerdo.



Pues bien, nos aprestamos a revisar ese proyecto la  próxima semana; no obstante, nada de aquello ha sucedido.



Al respecto, he revisado el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. A diferencia de lo expuesto en esa ocasión por el Senador Tuma, indica: “La Sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa Cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores”.


Recalco que solo se requiere que se encuentren en el mismo trámite constitucional, sin importar su avance reglamentario.



De proseguirse la tramitación del proyecto la próxima semana, sería imposible refundir las diversas mociones de Senadores sobre el particular. 



Por lo anterior, quiero insistir sobre el asunto, con el objeto de que, antes de analizar y eventualmente despachar a la Cámara el proyecto sobre quiebras del Ejecutivo, como se había acordado, primero podamos resolver lo pendiente.



Para ello, solicito recabar el acuerdo de la Sala para, en primer término, desarchivar el proyecto que establece un procedimiento para regular la situación de insolvencias graves de deudores civiles (boletín N° 4.621-07); y, en segundo lugar, pedir a la Comisión de Economía que analice las materias para dar cumplimiento a lo que prescribe la ley orgánica aludida. Vale decir, que la Sala acuerde la fusión de los proyectos y, si fuera posible, consultar a sus autores, entendiendo que esto último no es imprescindible.



La fusión de tales iniciativas -hay al menos una más, del Senador Letelier-, implicaría reconocer la dedicación y autoría de quienes, desde el año 2006, hemos venido planteando la necesidad de establecer un mecanismo que permita a las familias enfrentar el sobreendeudamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que el señor Senador pide dos cosas: primero, el desarchivo de un proyecto archivado hace varios años,…

El señor MUÑOZ ABURTO.- No, señor Presidente, fue archivado hace poco.

El señor PIZARRO (Presidente).-… y, además, dado ese paso, que el proyecto sobre la Ley de Quiebras -que está para tabla- pueda incluir esa iniciativa y resumirla.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Y todas las mociones presentadas sobre la materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso significaría, entonces, que deberíamos enviar el proyecto nuevamente a la Comisión de Economía, antes de tratarlo el próximo miércoles.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Así es. Porque la propuesta del Senador Hernán Larraín fue aprobada el 19 de junio de 2012. O sea, juntar todas las mociones de los Senadores con el proyecto del Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, resolvamos lo primero y después vamos al fondo.



Si le parece a la Sala se desarchivaría el proyecto a que hizo referencia el Senador señor Muñoz Aburto.



--Se acuerda el desarchivo.
El señor PIZARRO (Presidente).- La segunda petición es para que el proyecto desarchivado vaya a las Comisiones de Constitución y de Economía, unidas, antes de verlo en la Sala, y resuman su contenido en el actual informe que ya tenemos a nuestra disposición.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el Senador Muñoz Aburto tiene razón. Las Comisiones unidas no procesamos ese acuerdo del Senado. Por eso, sugiero que las facultemos para que hoy, a las 19, sesionen paralelamente con la Sala, y que, mientras tanto, la Secretaría prepare el material relativo a los proyectos que citó el colega, para que dichas Comisiones puedan actuar.



Si la situación es como señala el señor Senador y las ideas matrices corresponden, deberíamos hacer cumplir el acuerdo de la Sala, aunque sea tarde. Eso lo podríamos resolver hoy.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, adhiero a lo señalado por el Senador Tuma. Quizás el planteamiento de las  Comisiones unidas fue tan radicalmente distinto a las mociones o a las inquietudes presentadas antes, que no hicimos el esfuerzo para incluir en el informe la opinión sobre ellas.



Pero si la Sala juzga prudente que así ocurra, se pueden constituir las Comisiones unidas -yo no las presido actualmente, pero supongo que no habría inconveniente- para revisar la compatibilidad de las mociones con el proyecto en cuestión y subsumirlas o incorporarlas en el informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Las Comisiones unidas  de Constitución y de Economía podrían emitir un informe complementario sobre la materia. Porque no se requiere que revisen todo el proyecto de nuevo, sino solo lo referente a la propuesta contenida en la moción del Senador señor Muñoz Aburto.



Esa sería la solución.



Como hay acuerdo para iniciar la discusión y votar el proyecto sobre quiebras el próximo miércoles, aún tenemos tiempo para que se emita ese informe complementario y no devolver todo a la Comisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Honorable señor Muñoz Aburto mencionó que habría otras mociones aparte de la suya.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. El señor Senador se refirió básicamente a la moción suya. Pero si hay otras, es el momento de proceder de la misma forma.



¿Habría acuerdo en acceder a lo solicitado?



--Así se acuerda.






)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, lamentablemente, la semana pasada estuve con licencia médica cuando se dio cuenta de una moción que presenté relativa a los delitos ambientales, y que se mandó a la Comisión de Constitución.



Esa situación es relativamente parecida a la que conocí ayer, pero solo me enteré hoy día.



Al respecto, deseo pedir algo muy concreto: que la Sala acuerde enviar primero la iniciativa a la Comisión de Medio Ambiente para que la vea en general, y que después la analice en general y particular la de Constitución. Esto último es, de todas maneras un trámite obligatorio.



Lo anterior lo conversé con algunos miembros de la Comisión de Constitución, quienes me han manifestado que ello sería perfectamente posible. De todas maneras tiene que verla en general y particular la Comisión de Constitución, pero para comenzar que la estudie en general la de Medio Ambiente.



Deploro no haber estado informada sobre esta otra situación el día de ayer, para que se hubieran formulado las dos peticiones simultáneamente. Pero me enteré recién ahora.



Reitero que, cuando se dio cuenta de la moción en una sesión de la semana pasada, yo no estuve presente.



En consecuencia, solicito que el proyecto sobre el delito ambiental lo vea en general la Comisión de Medio Ambiente. Por supuesto, cuando haya que tratarlo en particular, espero que lo hagan las Comisiones de Constitución y de Medio Ambiente unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, la Secretaría me informa que ese asunto fue resuelto ayer. ¿Se refiere a lo mismo?

La señora ALLENDE.- No, señor Presidente. Lo de ayer se trataba de una reforma al Código de Aguas. 



Yo estoy hablando de una sobre la que se dio cuenta la semana pasada, relacionada con delitos ambientales. No tiene nada que ver la modificación al Código de Aguas. Son dos materias enteramente distintas, aunque las dos mociones son de mi autoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si  le parece a la Sala, la moción referida se remitiría primero a la Comisión de Medio Ambiente.



--Así se acuerda.






)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, como durante la Cuenta fue declarada inadmisible una moción sobre asignación de locomoción para el caso de cambio de ubicación en la prestación de los servicios, pido que se oficie al Ejecutivo para solicitar su patrocinio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, está presente acá el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien le va a contestar lo antes posible.



Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



Acordado.
)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito que el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico entre Chile, Colombia, México y Perú, que figura en N° 18 del Orden del Día de esta sesión, se trate más adelante, en atención a que el Presidente de la República va a realizar una gira oficial al exterior.



Lo pido porque, al parecer, usted dijo que se resolvió analizarlo en la sesión del miércoles.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, yo sugerí colocar esa iniciativa en la tabla de Fácil Despacho de la sesión del próximo miércoles, lo que no debería significar ningún problema para el viaje del Primer Mandatario.



Así se hará.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, quería referirme al tratamiento del proyecto que sustituye el régimen concursal vigente, pero ya se tomó el acuerdo de fusionarlo con la iniciativa sobre regulación de situación de insolvencia grave de deudores civiles.



Vamos a ver cómo resolvemos este asunto. Pero creo que ambos proyectos se deberían analizar por separado, porque el referido a la sustitución del régimen concursal fue tratado en su totalidad por las Comisiones unidas, durante mucho tiempo y en numerosas sesiones.



En todo caso, voy a participar de ese acuerdo.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el 20 de marzo de este año, los Senadores Gómez, Muñoz Aburto y el que habla presentamos una iniciativa para modificar la ley N° 19.884, con el fin de suprimir las donaciones anónimas y reservadas a las campañas electorales, reducir el límite del gasto electoral y desvincular las decisiones públicas de los intereses privados.



Teniendo presente que se encuentra acá al Ministro Larroulet, quiero solicitarle al Presidente de la República el patrocinio de ese proyecto de ley, que se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, pues creemos que es fundamental comenzar su debate. Como dije, su objetivo es suprimir las donaciones anónimas y reservadas a las campañas políticas.

El señor PIZARRO (Presidente).- El patrocinio no es necesario, Su Señoría, por cuanto dicha iniciativa es admisible y ya se encuentra en trámite.



Lo que se le puede solicitar al Gobierno es que le coloque urgencia.

El señor NAVARRO.- Correcto, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, si no hay objeción, se enviará el oficio pertinente.



Acordado.
V. FÁCIL DESPACHO

MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, iniciativa que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 6).

--Los antecedentes sobre el proyecto (7761-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.

Informes de Comisión:


Hacienda: sesión 34ª, en 11 de julio de 2012.


Hacienda (segundo): sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Mixta: sesión 24ª, en 15 de mayo de 2013.

Discusión:



Sesiones 36ª, en 18 de julio de 2012 (se aprueba en general); 2ª, en 13 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 6ª, en 20 de marzo de 2013 (se aprueba en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas propuestas por el Senado en el segundo trámite.



La Comisión Mixta deja constancia de que, como forma de resolver las discrepancias surgidas, acogió una proposición formulada por el Ejecutivo, la que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar, y Diputados señora Nogueira y señores Cornejo, Farías y Kort).



La Cámara Baja, en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta. 



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figura lo sugerido por el referido órgano legislativo y el texto que quedaría de ser aprobado.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión Mixta, que me tocó presidir, acogió el planteamiento aprobado por el Senado en relación con las objeciones formuladas por la Cámara de Diputados.



En realidad, esta última había rechazado las proposiciones de la Cámara Alta, con el solo objeto de considerar, además de las donaciones con fines culturales, las dirigidas al resguardo del patrimonio natural y del medioambiente, lo cual es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Este explicó que eso sería materia de un proyecto que vendría después, y se comprometió a mandarlo.



Por tales razones, se acordó, en definitiva, acoger por unanimidad lo planteado por el Senado, mediante una proposición formulada por el Gobierno.



Por lo anterior, pienso que, habiendo sido aprobado el informe por la Cámara de Diputados, correspondería que esta Corporación también lo acogiera.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, vamos a votar a favor del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que busca modificar la Ley de Donaciones con Fines Culturales. Sin embargo, queremos pedirle al Gobierno -y, por su intermedio, al Ministro Larroulet, quien se encuentra presente en la Sala- que se avance también en la elaboración de una Ley Única de Donaciones.



Eso es algo que hemos ido promoviendo transversalmente un grupo de parlamentarios, para efectos de simplificar las donaciones y permitir generar sinergia público-privada con el propósito de enfrentar asuntos importantes. En esto los privados han sido un aporte de envergadura, como lo fueron con motivo del terremoto y posterior maremoto ocurridos el 2010.



Hay, efectivamente, una participación creciente de donantes particulares. Ahora bien, si uno compara la estructura de los donantes en Estados Unidos con la de nuestro país, se encuentra con la sorpresa de que los privados que realizan este tipo de contribuciones en Chile -incluso de aquellas destinadas a fines culturales- representan un porcentaje muy escaso.



Por eso, resulta necesario tener una Ley Única de Donaciones que nos permita destrabar el procedimiento y abrir las posibilidades de generar un mayor aporte del mundo privado.



En ello se encuentra particularmente involucrada la sociedad civil, y, así, en esta materia han estado trabajando tanto Benito Baranda como Jeannette von Wolfersdorff.



Señor Presidente, no obstante que estamos votando, quiero destacar claramente acá -porque se trata de una normativa que va a significar una contribución- el compromiso que suscribió el propio Presidente de la República en términos de generar una Ley Única de Donaciones. Ojalá que esto se concrete y que, en definitiva, se pueda desburocratizar lo que hoy día nos parece un obstáculo, para que los privados puedan efectuar donaciones y aportar al desarrollo del país.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (31 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

VI. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª, en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª y 19ª, en 10 de abril de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 20ª y 21ª, en 7 y 8 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el proyecto se encuentra despachado hasta el artículo 22.



Antes solo se encuentra pendiente una materia -en su oportunidad se analizará mediante una indicación- referida a los derechos preferentes para la renovación de las concesiones.



En consecuencia, corresponde que la Sala se pronuncie sobre la proposición de las Comisiones unidas tendiente a sustituir el inciso primero del artículo 23 por el siguiente:



“En caso de tratarse de concesionarios con medios propios, el Consejo remitirá a la Subsecretaría de Telecomunicaciones copia de la solicitud o solicitudes que se hayan presentado y del proyecto técnico acompañado en cada caso, a objeto de que este organismo emita un informe respecto de cada solicitud, considerando el cumplimiento de los requisitos formales y técnicos de carácter legal y reglamentario. En caso de existir dos o más solicitudes, deberá establecer, en forma separada y fundamentada, si alguna de ellas garantiza las mejores condiciones técnicas de transmisión, o, de ser el caso, si más de una solicitud, conforme con los rangos consignados en las bases del concurso, garantizan de manera equivalente tales condiciones, en cuyo caso el concurso se resolverá por sorteo público, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. El o los informes tendrán el valor de prueba pericial. La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá informar en el plazo de 30 días contado desde la fecha de recepción del oficio por el cual se le solicita informe. El concurso sólo podrá declarase desierto, si es que ninguna de las postulaciones cumple sus requisitos formales y técnicos.”.



Cabe destacar que esa enmienda fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas y que no es de quórum calificado.



El resto de este artículo no fue objeto de modificaciones por ese órgano técnico.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión el inciso primero del artículo 23, contenido en el N° 17, que pasó a ser N° 21.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Dado que esta norma fue aprobada por unanimidad, sugiero a la Sala proceder en los mismos términos.



Si le parece a la Sala, así se aprobará.



--Se aprueba unánimemente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Enseguida, el artículo 23 bis (contenido en el número 18, que pasó a ser 22) no fue objeto de enmiendas, pero requiere quórum calificado para su aprobación.



De consiguiente, corresponde votar el texto que el Senado aprobó en general.

El señor PIZARRO (Presidente).- En estos instantes contamos con 24 votos en la Sala, pero de todas maneras procederemos a dejar registro de la votación.



En votación el artículo 23 bis.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende, para fundamentar su voto.
La señora ALLENDE.- Más que fundar mi voto, pido que se me aclare una duda, señor Presidente.



Marqué mi preferencia en la votación anterior, y todavía no tengo claro qué estamos votando, por lo cual...

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría, estamos pronunciándonos sobre el artículo 23 bis, que expresa lo siguiente:



“Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 15, 22 y 23, en el caso de que exista más de un postulante en el concurso público, ante una situación de igualdad en las condiciones técnicas de los diferentes proyectos y previa verificación del cumplimiento por los postulantes de las exigencias relativas a los proyectos financieros y a las calidades necesarias para ser concesionario, podrá otorgarse más de una frecuencia disponible dentro de la localidad concursada, si ello fuese técnicamente factible. La frecuencia especifica en que operará cada uno de los asignatarios, se resolverá por sorteo público.”.



Es un tema técnico, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Lo sé, señor Presidente.



Pero me llama la atención que se permita entregar más de una frecuencia si es técnicamente factible. No lo entiendo.



En la Sala está presente el Ministro Secretario General de la Presidencia, pero no se encuentran los encargados del proyecto para hacer las consultas correspondientes.



Me parece que debería hallarse en el Hemiciclo el Ministro del ramo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, reconozco que no solicité el asentimiento de la Sala para el ingreso del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, y no puedo hacerlo hasta que termine la votación.

El señor LETELIER.- Unánimemente podemos autorizar que lo recabe, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero nos encontramos en votación, Su Señoría.



Prefiero que la terminemos, y después solicitaré la autorización respectiva.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier, para fundamentar su voto.

El señor LETELIER.- Le pido disculpas, señor Presidente, porque recién estamos sacando la documentación atinente al artículo que votamos en este momento.



La duda no es cómo se dirime un concurso público ante situaciones de igualdad técnica cuando se presenta más de un postulante, sino el que se pueda otorgar más de una frecuencia disponible dentro de la localidad concursada.



Entonces, sería útil, si se contara con la unanimidad de la Sala, que la Mesa solicitara autorización para que ingresara el señor Subsecretario de Telecomunicaciones y se suspendiera la votación hasta poder clarificar este punto con él.



¿Cuál es mi inquietud, señor Presidente?



En cuanto al tema de las radios, vivimos la experiencia de que si se producían empates en los concursos públicos se terminaba -entre comillas- sorteando la concesión y el postulante que tenía más dinero se la adjudicaba.



Algo que hemos establecido en esta iniciativa legal es que un postulante no puede obtener más de una concesión en el mismo lugar, y sería conveniente dilucidar esto con el señor Subsecretario.



Ignoro si ello se aplica a todo tipo de concesiones o solo a las que se generen en ciertas áreas.



Por consiguiente, señor Presidente, sería adecuado que, antes de proclamar la votación, dicho personero pudiera clarificar este punto técnico. Estoy seguro de que ningún colega pondrá problemas para posponer la votación de este inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos en votación.



Sin embargo, a mí me parece que el texto del inciso es bastante claro. Se refiere a los concursos públicos, que son una forma de acceder a la concesión de una frecuencia.



Lo que establece el inciso en comento es que, ante una situación de igualdad en las condiciones técnicas de los diferentes proyectos y previa verificación del cumplimiento por los postulantes de los requisitos que se les exigen, podrá otorgarse más de una frecuencia.



O sea, si hay dos, tres, cuatro, cinco postulantes que reúnen los mismos requisitos técnicos y están en igualdad de condiciones (es decir, no es posible determinar cuál va primero), se podrán entregar una, dos, tres o cuatro frecuencias, de haber disponibilidad de ellas. Es todo lo que dispone esta norma.



En consecuencia, el objetivo del inciso es facilitar el acceso a más operadores, que es lo que busca la totalidad del proyecto.



En todo caso, le recuerdo a Su Señoría que nos encontramos en votación. Una vez terminado el proceso, pediré a la Sala la autorización respectiva para que ingrese el señor Subsecretario.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa, para fundamentar el voto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la norma es clara. Si en determinada localidad hay unos cuantos postulantes en igualdad de condiciones y allí se pueden entregar varias concesiones, se procede de esa forma. Eso no tiene ninguna complejidad técnica. 



Concesiones a nivel nacional podrá haber 18; concesiones a nivel regional o local habrá 10, 15 o 20.



Entonces, si tres postulantes tienen las mismas características y están en igualdad de condiciones, existe la posibilidad de entregar 3, 5 o 10 concesiones. ¡Es lo más claro que hay! 



Estamos en votación y cada uno podrá opinar, pero la norma no es confusa.



Voto que sí. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación. 



--Se aprueba el artículo 23 bis (24 votos a favor y uno en contra), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa la señora Allende.
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Letelier y Ruiz-Esquide.



Solicito autorización para que pueda ingresar a la Sala el Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton.



--Se accede. 

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Pasamos al artículo 27. En él recaen varias modificaciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones unidas. 



Sin embargo, son normas de quórum calificado, por lo que se requiere dejar constancia de su aprobación por el número de Senadores correspondiente.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Procederemos, entonces, a la votación del artículo.



¿Senadora Allende?

La señora ALLENDE.- Tengo una pequeña duda, señor Presidente: ¿estamos hablando de lo relativo al Diario Oficial?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, lo único que agrega este artículo es que la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá emitir un informe cuando haya oposición a la asignación de las concesiones por aspectos técnicos. Por tanto, pido su aprobación. 

La señora ALLENDE.- Excúseme, señor Presidente, pero quiero saber si la publicación se realiza solamente en el Diario Oficial o si hay la posibilidad de ponerla en una página web o algo que esté un poquito más acorde con lo que es este propio proyecto. Tengo esa duda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que el Diario Oficial se ha modernizado también, señora Senadora, y tiene página web y…

La señora ALLENDE.- Pero podríamos señalarlo explícitamente…

El señor PIZARRO (Presidente).-  Bueno, ¡vamos a dejar la creatividad para el tercer trámite, para la Comisión Mixta...!



En votación el artículo 27.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es un tema complejo en todo el proceso, porque reclamaciones se van a presentar. Claramente, existe un gran interés y, por ende, siempre va a haber más de una solicitud.



El tercer inciso dice que una vez vencido el plazo del “traslado” -que nos orienten los colegas abogados: ¿el traslado es la presentación al Consejo de la petición?- “el Presidente del Consejo, de haber hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación a prueba, la que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil”.  Y luego el Consejo resuelve.



Aquí se deposita un elemento esencial en el Presidente del Consejo. Quien determina si la reclamación procede es solo él.



El artículo es bastante claro. Y no me parece adecuado.



Se refiere a la existencia de “hechos substanciales, pertinentes y controvertidos”. Porque, si no los hay, la reclamación no va a ser dirigida al Consejo. Es decir, es el Presidente el que puede dejar sin efecto la posibilidad de reclamación. En mi opinión, la aceptación de esta última debiera ser también una facultad del Consejo en pleno.



Es como si aquí la admisibilidad de una indicación la resolviera solo el Presidente del Senado. Lo puede hacer, pero normalmente la pone en votación. 



En el caso que nos ocupa, se habla de “hechos substanciales, pertinentes y controvertidos”. Esto debe de ser copia de alguna legislación paralela, que permite determinar cuándo hay hechos de esas características. Entiendo que los términos se habrán sacado de algún extracto legal donde sus definiciones están claras.



Pero si el Presidente estima que no existe problema, no hay reclamación y se le niega ese derecho al oponente.



Me hubiera gustado -y esta es una pregunta para el señor Subsecretario que nos acompaña- que la facultad de no recibir la reclamación también hubiera radicado en el Consejo y no solo en el Presidente. Es demasiada responsabilidad para un solo hombre, porque, en definitiva, su negativa puede ser “controversial, pertinente y substancial”.



Me interesa, pues, saber la razón de por qué se radica esta responsabilidad solo en el Presidente, como autoridad unipersonal, y si las reclamaciones las aprueba o no el Consejo en pleno.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo entiendo que quizás la redacción del proceso sea un poco compleja, pero el Presidente del Consejo da traslado y cita a sesión. No es una decisión personal.



Mi única duda es si la palabra “háyanla”, que está en el texto, es o no correcta. No soy experto en gramática, pero tengo la intuición de que no lo es, por lo que hago un llamado de atención a la Secretaría para que la corrija si es que hubiese un error.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido excusas, pero le daré ahora la palabra al señor Subsecretario, a pesar de que tendría que haberlo hecho antes de que se iniciara la votación. 

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, solo haré una aclaración.



Primero, esto está en la ley vigente. No hay ningún cambio respecto a ella.



Lo que se dice acá es que en el caso de que haya “hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación”. El Presidente no evalúa eso; lo hace el Consejo en su pleno. 



O sea, cuando hay algún hecho que amerita revisarse, la persona lo presenta. Ahora, tiene que ser al Presidente porque no puede presentárselo a todo el Consejo. Es solamente una canalización. Así ha funcionado y así está en la ley. 



El Presidente del Consejo no evalúa los hechos, Senador Navarro. Eso lo efectúa el Consejo propiamente tal.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les pido a los colegas que por favor voten para despachar el artículo.

El señor NAVARRO.- ¿Se puede solicitar votación separada del último inciso?

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya no la pidió, Su Señoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 27 (24 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Muñoz Aburto y Navarro. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ahora debatir el artículo 30, que también es de quórum calificado.



Las modificaciones se hallan en las páginas 92, 93 y 94 del boletín comparado. Se trata de las enmiendas introducidas por las Comisiones unidas, las que fueron aprobadas por unanimidad (7 votos a favor).

El señor PIZARRO (Presidente).- Le ofrezco la palabra al señor Subsecretario, antes de dar inicio a la votación.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, solo se trata de un tema de concordancia, pues se sustituye el primer inciso del artículo 30 por otro que señala en su inicio que “Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión,”. Es preciso recordar que en el artículo 17 creamos las concesiones con medios propios y con medios de terceros, por tanto solo se busca establecer la concordancia con ese precepto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la solicitud de modificación establece solo un procedimiento técnico. 



Debo entender a estas alturas que en otra parte del articulado se señala que efectivamente se deberán cautelar los principios básicos a raíz de los cuales se entregó la concesión. Solo es un examen técnico. Se remite copia de la solicitud a la Subsecretaría y, si no se le formulan reparos, se aprueba de manera inmediata. El Consejo no tiene nada que hacer.


Entonces, entiendo que se trata únicamente de una enmienda técnica. En ningún caso afecta a la concesión inicial. Reitero: no es una modificación concerniente a la propiedad.



El señor Subsecretario me asiente con la cabeza y doy por hecho que afirma que es así como digo, señor Presidente.



Es un diálogo de señas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el artículo 30.



Hago presente a la Sala que dicho precepto es de quórum calificado y que fue aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas.



Le pido a la Secretaría que se hagan sonar los timbres, porque algunos colegas se hallan en Comisiones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LAGOS.- No pude votar, señor Presidente.

La señora VON BAER.- Yo tampoco.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a agregar los votos de Sus Señorías.



--Se aprueba el artículo 30 (27 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde tratar el artículo 33, que se halla en las páginas 94, 95, 96 y 97 del boletín comparado.



Todas las normas son de quórum calificado. Las Comisiones unidas aprobaron por unanimidad las modificaciones efectuadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- El artículo se refiere a las multas que podrá establecer el Consejo Nacional de Televisión cuando se presenten infracciones reiteradas.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, el único cambio propuesto por las Comisiones unidas apunta a separar, para los efectos de la multa, las concesionarias de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario -la multa máxima se fija en 200 UTM-, de las concesionarias de radiodifusión televisiva de carácter nacional, en que la multa asciende hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales.



Por consiguiente, la enmienda deja establecida la multa en 200 UTM como máximo en el primer caso (tal como lo estipula la ley vigente), y puede llegar hasta las 1.000 UTM, en el segundo, que es la forma en que lo propuso la Cámara Baja.



Es el único cambio.



Por otra parte, en el último inciso hay una modificación, más bien una corrección, pues se sustituye la expresión “Las concesionarias de servicios limitados” por “Las permisionarias de servicios limitados”, dado que la palabra correcta, en este caso, es “permisionarias”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Estamos viendo el artículo 33, que se refiere a los montos de las multas que el Consejo Nacional de Televisión podrá aplicar cuando haya infracciones por parte de las concesionarias.



¿Hay alguna indicación, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay solamente una indicación renovada, que dice relación con el número 4 del artículo 33.



Si Sus Señorías lo desean, la puedo leer. De todas formas, se puede votar el resto de la norma en forma separada.



La indicación renovada es la 448 bis, para agregar en el número 4 del artículo 33, la siguiente frase nueva, luego del punto aparte que pasa a ser punto seguido:



“La caducidad anticipada no regirá para Televisión Nacional de Chile, que aplicará lo que procede en la letra b) del artículo 16 de la ley N° 19.132.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Dónde está el número 4, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En las páginas 95 y 96 del boletín comparado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Todos hablan de ese número, pero yo no lo encuentro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo que ocurre, señor Presidente, es que la indicación no recae en las modificaciones hechas por las Comisiones unidas, sino en el texto de la ley actual.



El número 4 del artículo 33 vigente comienza en la primera columna de la página 95 del comparado.



Ahora, la indicación perfectamente puede formularse al texto legal en vigor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es una indicación para agregar una frase al número 4 del artículo 33 de la ley vigente.



Entonces, votaremos primero el artículo 33 completo y después la indicación renovada.



En votación el artículo 33 propuesto por las Comisiones unidas, que estas aprobaron por unanimidad, pero que es de quórum especial.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, yo no sé cuál es el estándar internacional respecto a las multas. Dados los valores -todos los conocemos- de los programas de televisión, uno piensa que 20 o 200 unidades tributarias mensuales equivalen aproximadamente a un par de días del sueldo de un animador.



Aquello, entonces, no es significativo para el canal pertinente.



Reitero: no sé en qué estándar estamos.



La idea es que les duela. Porque este es el objetivo de las multas.



Por eso siempre decimos que, con relación a las infracciones a las normas del tránsito, no da lo mismo cursarle un parte al conductor de un taxibús que al gerente de una empresa, pues este la pagará sin problema.



Por tanto, lo de los montos de las multas no es relevante: para algunos da lo mismo.



Repito: no sé en qué estándar nos hallamos.



Las cifras propuestas en este artículo me parecen bajas.



En algunos casos -por ejemplo, en el ámbito forestal o en el pesquero- aprobamos multas tan reducidas que más vale pagarlas que cumplir la ley.



De otro lado, tras leer el resto del artículo, debo señalar que lo relativo a las caducidades de la concesión no estuvo en debate porque no formaba parte del proyecto: está en la ley vigente.



No sé en qué inciso se regula el término de la concesión. Porque la caducidad tiene lugar cuando termina la concesión.



En el numeral 4 del artículo 33 de la ley en vigor aparece el concepto “Caducidad de la concesión”. Sin embargo, en ninguna parte se indica que la caducidad opera cuando concluye la concesión.



Porque, una vez terminada la concesión, al Estado le asiste el derecho a revisar si el concesionario cumplió, tal como se refiere en el artículo 1° respecto al llamado “correcto funcionamiento”. Allí se establecen las causales por las que se puede poner fin a la concesión; entre ellas, la falta grave con relación al respeto permanente a la democracia.



Ojalá que en Chile no tengamos que debatir sobre cuándo cancelar la concesión a una estación televisiva por conspirar contra el gobierno vigente o por otras situaciones anómalas.

El señor PROKURICA.- ¡Como en Venezuela…!

El señor NAVARRO.- ¡Algunos conspiran diariamente contra la felicidad…!



En fin, solo quiero hacer la observación: dónde se regula la caducidad por término de la concesión. Porque, como dijimos, las concesiones no son eternas, no son perpetuas: se deben renovar.



Aprobamos un privilegio, un derecho preferente para la renovación de una concesión -no participé de ello; voté en contra de la norma pertinente-: quien tiene la concesión debe cumplir reglas mínimas y se queda con ella.



Reitero: no aparece lo relativo a la caducidad por término de la concesión. O sea, la concesión caduca y luego vendrá otra.



Señor Presidente, le pido al Ejecutivo que diga por qué no se pusieron mayores montos a las multas que hoy se nos están proponiendo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 33 propuesto por las Comisiones unidas (28 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Gómez y Navarro.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Conforme a lo señalado por el señor Presidente, procede votar la indicación renovada N° 448 bis, cuyo propósito es agregar en el número 4 del artículo 33 de la ley vigente la siguiente frase nueva, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido: "La caducidad anticipada no regirá para Televisión Nacional de Chile, que aplicará lo que procede en la letra b) del artículo 16 de la ley Nº 19.132.".

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Desea opinar, señor Subsecretario?

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Sí, señor Presidente.



Mediante esta indicación, que fue rechazada en las Comisiones unidas, se quiere hacer una excepción con Televisión Nacional. Ello podría ser plausible. Pero se dice: “que aplicará lo que procede en la letra b) del artículo 16 de la ley Nº 19.132”. Y esta norma define cómo se designa al Director Ejecutivo de la empresa.



Por lo tanto, la indicación renovada no tiene mucha consistencia.



Tal fue la razón de su rechazo.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la indicación renovada N° 448 bis.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 448 bis (20 votos contra 2 y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Escalona y Rossi.



Se abstuvo el señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, el artículo 33 queda tal como se aprobó.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, el número 26, nuevo, modifica el artículo 40 bis (página 98 del boletín comparado).



Es un cambio de referencia, para cuya aprobación no se requiere quórum especial.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el cambio introducido por las Comisiones unidas al artículo 40 bis.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, las Comisiones unidas proponen por unanimidad un número 27 mediante el cual se introducen modificaciones al artículo 43 (página 99 del boletín comparado).



Para la aprobación de las enmiendas sugeridas no se precisa quórum especial.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por las Comisiones unidas al artículo 43.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, las Comisiones unidas sugieren por unanimidad un número 28, nuevo, mediante el cual se remplaza el artículo 46 de la ley (página 100).



Para aprobar la norma sustitutiva no se requiere quórum calificado.

El señor PIZARRO (Presidente).- El nuevo artículo 46 establece que la responsabilidad de los concesionarios es indelegable. Eso resulta de toda lógica.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el artículo 46 de remplazo.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación figuran las modificaciones introducidas al artículo 47, que en las Comisiones unidas fueron aprobadas por mayoría de votos (páginas 101 y 102).



Dicha norma es de quórum calificado.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere aclarar algo antes de la votación, señor Subsecretario?



No va a hablar.



En votación las enmiendas propuestas por las Comisiones unidas al artículo 47. 



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es un artículo fundamental, por el tenor de su letra.



¡Ya lo hubiera querido yo en la Ley de Pesca!



En él, de manera clara y precisa, se define qué es el espectro radioeléctrico: 



“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio” -¿no será “justo precio”?- “por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.



Mi única observación se relaciona con lo que es justo precio para el Ejecutivo.



Yo he hecho observación con respecto a las multas, pues las considero demasiado bajas. 



¿Cuál va a ser, entonces, “el justiprecio” -o el justo precio- “por el uso o goce de la misma en conformidad a esta ley”?



Este es un buen negocio. Y si es a 20 años, mejor aún.



La televisión -se nos señala- tiene una movilidad de 500 millones a 600 millones de dólares anuales.



Yo pregunto: Por 20 años, ¿cuál va a ser el justo precio? ¿Quién lo establece? ¿Cuánto vale la concesión de un canal? ¿Cuál es el beneficio que el Estado obtiene? ¿Quién determina cuál es el justo precio? ¿Lo decide el tribunal, el Consejo Nacional de Televisión? ¿Se puede reclamar ese justo precio? ¿Es arbitrario? ¿Hay una tasación fiscal?



Señor Presidente, estas materias siempre son controversiales. Y uno esperaría que no fuera por la vía -como expresó el Senador Letelier- del remate. Porque en el caso de la concesión radial, si los oponentes llegaban en iguales términos, se hacía un remate y, por tanto, siempre ganaba quien tenía más dinero.



Esa es una concesión al poder del dinero, en abierta contradicción con el artículo 1°, que señala una serie de elementos básicos del propio artículo 47.



El artículo 47 habla, por ejemplo, de la satisfacción de las necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad.



Uno podría entender que el justo precio es un elemento; pero todos están obligados a cumplir lo que el artículo en cuestión dispone. 



Señor Presidente, no sería adecuado que aprobáramos este precepto, que comparto plenamente, si no aclaráramos primero qué es “justiprecio” (habría que ver la definición en el Diccionario de la Real Academia), y segundo, cuál va a ser el justo precio.



Porque, según el viejo adagio -para mis colegas Senadores abogados-, los tribunales de justicia se atienen al imperio de la ley: a veces no hacen justicia, pero aplican la ley. Entonces, la pregunta es si el justiprecio será lo que preceptúa la ley o un precio justo. 



Yo quisiera saber quiénes van a ser los responsables del comité que determine el justo precio, pues eso abre un debate necesario para que este sea fijado en la más amplia composición de ese equipo.



Si es el Consejo Nacional de Televisión, bien. 



Entonces, señor Presidente, para poder votar plenamente a favor este precepto, mi pregunta se relaciona no solo con la redacción atinente al justo precio, sino también, esencialmente, con quién lo determina.



Ojalá el Ejecutivo pudiera aclarar el punto. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



El Senador Rossi dice “¡No más isapres!”. ¡Y está en una isapre...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta disposición tiene algunos equívocos que no deberían pasar desapercibidos. 



En mi concepto, se está yendo demasiado lejos en ciertas consideraciones cuando se trata de bienes nacionales de uso público.



En esta materia, la Constitución regula mediante el artículo 19, número 23°, la “libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así.”. 



Ciertamente, el espectro radioeléctrico es uno de ellos. Y, en tal sentido, hace bien el artículo 47 que nos sugieren las Comisiones unidas -hasta ahí- en declararlo como tal: “un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda”.



Sin embargo, de las distintas letras que vienen a continuación se sacan conclusiones que, a mi entender, pueden ser incluso limitativas para un buen uso del espectro.



Por ejemplo, la letra d) señala que “los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma…”.



¿Qué ocurre, señor Presidente, si una concesionaria quiere difundir gratuitamente música clásica o música folclórica, o si desea hacer programas históricos, o si pretende seguir una línea estrictamente cultural? ¿Por qué vamos a tener que exigirle que pague?



Podría tratarse de una institución sin fines de lucro cuyos fines fueran sociales, culturales, del más loable espíritu común. ¿Sería factible dejarla sin cobro en un escenario de tal naturaleza? Si aprobáramos lo señalado, se encontraría impedida de hacerlo.



Por lo tanto, creo que estamos yendo demasiado lejos. Estamos confundiendo los términos. Porque puede que sea de interés común que haya una concesión gratuita si sus finalidades no persiguen lucro y tienen ese claro propósito.



Del mismo modo, se dice que “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales”.



Bueno: también eso puede ser discutible. 



En el mismo ejemplo que daba a propósito del punto anterior, podríamos otorgarle a una institución que quisiera utilizar el espectro radioeléctrico para difundir música clásica una concesión en forma indefinida -porque eso le permitiría hacer inversiones o innovaciones, en fin-, siempre que no tuviera fines de lucro y que apuntara al bien común. 



Yo entiendo el espíritu que debe de haber habido, señor Presidente.



A una estación televisiva como Canal 13, Megavisión o Chilevisión, que tienen incorporados sociedades que persiguen fines de lucro, por supuesto que no le vamos a dar una concesión gratuita y tampoco una indefinida. 



¿Pero qué pasa con otros escenarios que la ley quisiera sugerir?



A mí me parece que estamos introduciendo un concepto que nos amarra las manos negativamente.



¡Si las leyes tenemos que hacerlas para facilitar las cosas que nos parecen bien! 



En tal sentido, creo que tal vez habría que dividir la votación. Porque hay en el artículo 47 cuestiones que probablemente deberían mantenerse; pero otras, no, pues generan definiciones equívocas.



Ello, a menos que podamos redactar de nuevo. Sin embargo, no es labor nuestra hacer el trabajo de las Comisiones. En ese caso, más vale dejar constancia, si es necesario, de que, por ejemplo, no se trata de que queramos que los beneficiados con concesiones no paguen, sino de que, habiendo situaciones especiales, la ley pueda contemplar que algunos no lo hagan si tienen como finalidad el bien común y efectúan transmisiones por definición gratuitas.



He dicho.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- No sé si quedó constancia de la solicitud de votación separada que formuló el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor PIZARRO (Presidente).- No.

El señor LARRAÍN.- Tal vez no fui lo suficientemente enfático.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Qué parte específica quiere que se vote por separado, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Las letras c) y d).

El señor PIZARRO (Presidente).- O sea, las letras c) y d) incluidas dentro del inciso segundo, que señalan: “c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley”.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, aunque no debería dársela. Pero en fin: ya que vamos a contar con su presencia aquí esta tarde.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- ¿Estamos en votación, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, pero hable no más.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Quería hacer un comentario, pero, en ese caso, no lo  haré.

La señora ALLENDE.- ¿Qué se está votando?

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en la página 101 del comparado, señora Senadora, en el número 29, relativo al artículo 47.



Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, solo quiero hacer una acotación un poco en la línea de lo que expresó un Senador de Oposición que me antecedió en el uso de la palabra. 



Yo coincido con él en que el castellano sale un poco mal parado en la redacción del inciso segundo, que dice al final: “d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio”. El “justiprecio” es el acto de determinar un precio que se acerque a lo justo. Justipreciar es una acción individual, no el justo precio. 



Por lo tanto, aquí hay algo que no está bien dicho.



Además, quiero hacer notar que el espectro radioeléctrico no solo se usa “para satisfacer necesidades públicas y colectivas”. En más de una situación se usa para satisfacer cochinos intereses individuales. CODELCO, por ejemplo, goza de concesiones del espectro radioeléctrico, y es una entidad que no por ser estatal deja de ser de derecho privado. Interviene en el comercio habitual.



Únicamente quiero manifestar que el espectro radioeléctrico además se usa para difundir ideas repetidas y sin asidero en la realidad, como lo vemos ocasionalmente en este Hemiciclo. 



De veras pienso que aquí hay un poco de déficit en la redacción, porque los concesionarios -si leo bien- van a estar obligados a cancelar el valor, el honorario que se adeude a alguien que determine el precio a pagar por el uso y goce. Y entiendo que el uso y goce será entregado sin pago.



Reitero, entonces, que a mi juicio hay aquí una redacción un poco anómala. 



En todo caso, voy a votar a favor, a pesar de esas ambigüedades.   

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, la redacción del inciso segundo me parece rara. Y por lo menos quiero llamar la atención, particularmente de quienes integran la Comisión de Constitución o de aquellos a los que les toca ver más seguido este tipo de normas, acerca de los efectos de una disposición de esta naturaleza.



Desde mi perspectiva, lo relevante es que se establece que “El espectro radioeléctrico es un bien nacional”. Y considero suficiente que se lo plantee de esa manera. Numerosas leyes definen lo que es “bien nacional”. Sin embargo, aquí a continuación se agrega “En consecuencia”, lo que parece un rodeo. O sea, después de la definición, se interpreta lo que es un bien nacional. 



Nunca en mi vida había visto una ley redactada de este modo. Y lo más grave es que la forma en que se interpreta resulta muy discutible.



Me parece bien que la letra a) disponga que “su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad”. Eso es propio de un bien nacional.



Luego, la letra b) establece que “ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico”. Pero si alguien se adjudica una concesión pasa a tener el dominio de una parte del radioespectro. No entiendo cómo podría aplicarse de una manera distinta, porque una concesión precisamente implica entregar, en determinadas condiciones, una porción del radioespectro. Y si eso no se hace, no sé cómo podrá funcionar el sistema. 



La letra c), por su parte, señala que “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales”. A algunos les podrá gustar que sea así, a otros no. Pero las concesiones son de muy distinta naturaleza. No todas son temporales; algunas son permanentes.



Y, como si faltara algo, la letra d) añade lo del “justiprecio” (“los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio”), lo que agrega una complejidad que solo significará crear la mayor fuente de recursos para los abogados en Chile. Porque yo les pregunto cómo se va a definir lo que es un justo precio, o “justiprecio”, como lo llama la norma. ¿Cómo se va a hacer, si ha habido licitaciones para determinados efectos? Alguien podrá alegar: “Es que en esa licitación el precio no fue justo en función de tal o cual cosa”. Y eso puede ser para arriba o para abajo. Porque aquí existe la tendencia a decir que el precio siempre es bajo. Y de repente puede ser alto, y alguien reclamar con posterioridad que en esa concesión no se aplicó el justiprecio.



Entonces, señor Presidente, creo que todo esto puede ser fuente de conflicto respecto de una ley que de por sí ya es muy complicada. 



Si a la norma le agregamos todo lo que aparece después de “En consecuencia”, estaremos complejizando la definición. La definición indica que “El espectro radioeléctrico es un bien nacional”. Eso es lo relevante para estos efectos. Y “bien nacional” es un concepto que ya se halla definido en numerosas leyes. Si cada vez que apareciera un bien nacional se agregara a la definición lo que conlleva un “en consecuencia”, le estaríamos dando a la expresión una naturaleza distinta según la normativa de que se tratara, cuestión que no corresponde. 



Un bien nacional es eso, y posee una institucionalidad. Uno no puede decir que, para algunos efectos, un bien nacional es permanente, y para otros, transitorio; que para algunos efectos es gratuito, y para otros, ha de tener un justiprecio.



Hay como un intento de agregarle elementos a una definición centenaria, como es la de bien nacional, lo cual, en definitiva, solamente la complejiza.



A mí me basta con que el espectro radioeléctrico sea definido como bien nacional. Y por tanto borraría las letras a), b), c) y d). Pero, si el Senador Hernán Larraín únicamente pidió votar aparte las dos últimas, procedamos de esa manera. Sin embargo, desde mi perspectiva la clave está en la frase según la cual “El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda”. Para mí, ahí se acaba la definición. Lo otro se encuentra especificado en muchas leyes. 

El señor CHAHUÁN.- Haga una petición en tal sentido, entonces.

El señor COLOMA.- Claro, tendría que pedir que se votara lo anterior, esto es, ni las letras a), b), c), ni d), sino la definición, que señala que “El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda”.



Eso es, a mi juicio, lo relevante. Todo lo que viene después es interpretable. Y además la expresión “En consecuencia” instaura una forma inadecuada de definir términos ya precisados en otras instancias. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, deseo aclarar que lo que estamos votando, a petición del Comité UDI, es la primera parte de la enmienda, que dice:



“1.- Intercálase, en el artículo 2°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:



“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico,”.



Hasta ahí es lo que se está votando. Y es la parte donde se encuentra la definición esencial, porque, si la rechazamos, quiere decir que el espectro radioeléctrico no es un bien nacional de uso público.



La votación separada que se ha pedido, para las letras c) y d), sobre las cuales han opinado todos, se llevará a cabo después.



Yo les pido a Sus Señorías que aprueben la primera parte, porque es de Perogrullo y requiere quórum especial. Esto sí que no se nos puede caer por falta de quórum.

El señor LETELIER.- ¿Y es bueno que se caiga, o no?

El señor PIZARRO (Presidente).- No es bueno, salvo que usted quiera que el espectro radioeléctrico no sea un bien nacional y que solo el Estado sea su propietario. 


Si usted no quiere eso, señor Senador, está bien: vote en contra, o no vote. Puede colaborar con eso. ¡Pero no creo que sea conveniente, por el bien de la patria…!
El señor NAVARRO.- ¡Se va a hacer famoso Letelier…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores que voten, porque la norma es de quórum calificado.

La señora ALLENDE.- ¿Estamos votando lo de la página 101?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. Y hasta el comienzo de la página 102, que dice: “puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico”. 


Las letras c) y d) se votarán después.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba el inciso segundo, nuevo, que se propone intercalar al artículo 2º de la ley Nº 18.168, con excepción de sus letras c) y d) (31 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).
)----------(

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, cuestión de Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en la mañana acordamos por unanimidad en la Comisión de Educación solicitar un nuevo plazo, hasta el 1º de julio, para formular indicaciones al proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04). Considerando que hay una nueva Ministra, el Gobierno, la Oposición, el Ejecutivo y el Parlamento necesitamos un tiempo adicional para presentar las indicaciones que podamos concordar.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 1º de julio?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasaríamos, entonces, a la votación de las letras c) y d), que figuran en la página 102 del comparado.



Antes de abrir la votación, tiene la palabra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, deseo hacer un comentario, sobre todo en consideración a lo que mencionó el Senador señor Navarro al comienzo.



En cuanto al precio del espectro, la decisión estratégica -se discutió en las Comisiones unidas- apunta a que, con el objeto de asegurarse de que las concesiones no se obtengan por dinero, se paga por ella un costo, pero menor, y se hace gratuita, de modo que todos tengan acceso a ese espectro. Entonces, hay una discusión previa en general en la Ley de Telecomunicaciones, en el sentido de que el espectro es gratuito, que no se concursa por precio, a fin de asegurarse de que no haya una ventaja para aquellos que poseen más capacidad de pago.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Corresponde poner en votación las letras c) y d).



¿Las votamos en conjunto, o cada una por separado, Senador Larraín?

El señor CHAHUÁN.- En conjunto.

El señor LARRAÍN.- Correcto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por lo tanto, en votación las letras c) y d).


--(Durante la votación).
El señor LETELIER.- ¿Esto es parte del acuerdo o no?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Desea fundar su voto, Senador Letelier?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las letras c) y d) aparecen en la página 102 del texto comparado.
El señor PIZARRO (Presidente).- La letra c) señala que “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales”, en tanto que la letra d) establece que “los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley”, lo cual determinará el Consejo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER.- Señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador Letelier, ya le había ofrecido la palabra anteriormente para que fundamentara su voto.




Puede intervenir, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en el transcurso del debate de este proyecto, hubo momentos en que se generó un marco de acuerdo sobre temas no fáciles y donde había mucha distancia. Y en el trabajo de las Comisiones unidas esta se acortó.


Uno de esos puntos fue precisamente la norma que nos ocupa, donde se establece una definición que algunos consideraban que estaba de más y que otros estimábamos muy útil consignar. Me refiero al hecho de señalar que el espectro radioeléctrico es un bien nacional cuyo dominio pertenece a la nación toda, y que las consecuencias de ello quedaran explicitadas. 


Las letras c) y d), por tanto, son parte de aquel acuerdo. Y lo quiero dejar consignado porque mañana, cuando estemos en Comisión Mixta y se pida a la Oposición colaborar con el despacho de ciertas disposiciones, nosotros tendremos que decir que estas cosas son las que hacen que se caigan los acuerdos.



Deseo dejar constancia de aquello. Ya lo manifesté en una sesión anterior con relación al tema laboral. Y quiero -por su intermedio, señor Presidente- representárselo al Gobierno, presente a través de dos de sus Ministros, pues, cuando mañana nos quieran plantear el asunto del derecho preferente, habrá que señalar que es precisamente el no respeto a ciertas partes del acuerdo lo que hace que determinados preceptos caigan.


Lo quiero dejar planteado en relación con lo que sucede con algunos de los acuerdos que se construyeron en las Comisiones unidas y que se dieron por buenos. No se vayan a sorprender mañana cuando temas como el derecho preferente, que fue una de las materias que ahí se discutieron, se vengan abajo. Lo digo porque fui miembro de las Comisiones unidas y participé en todo el debate. Y esto fue parte de lo que nosotros solicitamos como condición para llegar al acuerdo. 


Lo dejo consignado, una vez más, para que cuando mañana en Comisión Mixta se pongan en duda ciertos aspectos se puedan dejar en evidencia las responsabilidades en cada caso.



Voto que sí, señor Presidente.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la ley vigente no se encuentra el concepto de bien nacional de uso público. Con todo, la jurisprudencia en los tribunales había señalado que el espectro radioeléctrico constituye un bien de este tipo. Hoy lo incorporamos de manera formal en la legislación.



En segundo lugar, el Senador señor Letelier ha sido preciso, explícito, respecto del contenido de este inciso. A nadie debiera llamar la atención que se establezcan limitaciones al uso de una propiedad pública, como determinar que las concesiones son temporales. Así lo hemos venido fijando en las normativas sobre distintas concesiones. 



Los que quieran entregarlas de manera perpetua que lo digan. Pero el consenso fue que sean temporales.



En cuanto al justiprecio, está claro que los beneficiados con una concesión pueden tener o no capacidad económica. Se producirá un debate acerca de si todas las concesiones son objeto del mismo justiprecio, por cuanto este determina un umbral de entrada, es decir, un precio que permita a todos acceder en igualdad de condiciones. 



En definitiva, el principal ingreso del Estado no va a estar en el pago de las concesiones, sino en el que se deriva del uso y goce de estas.



En tal sentido, incorporar este concepto a la ley da cuenta de que existe un cobro, un ingreso fiscal. 



Si se resolviera fijar un justiprecio elevado, que solo una elite podría pagar, nos estaríamos equivocando.



Claramente, una concesión no puede ser del todo gratuita cuando tiene fines comerciales. Lo hemos dicho: el espectro se consagrará para la comunidad o la ciudadanía, para el Estado y para fines comerciales. En la actualidad, la legislación dispone que se entregue concesión solo para estos últimos objetivos y para TVN. En esta iniciativa vamos a incorporar una reserva de 40 por ciento para canales regionales y comunitarios.



Por eso, el tratamiento del justiprecio no puede ser igualitario. Se subentiende, o más bien debe entenderse de manera explícita, que este debe ser acordado para que no haya discriminación, tal como la ley lo establece.



Los señores Subsecretario y Ministro han planteado que el justiprecio puede constituir una barrera de entrada. Yo siento que se trata de un elemento que determina una magnitud, no un absoluto. Discutiremos sobre el particular en Comisión Mixta si es necesario. 



Sin embargo, queremos que quienes hagan un uso comercial de la concesión paguen un derecho de acceso. Para los canales comunitarios y regionales, espero que el justiprecio sea de tal nivel que no les impida acceder al goce de la concesión. Confío en que se facilitará el acceso.



Debatimos lo relativo a los canales regionales en días anteriores. Hay que favorecer su integración y darles oportunidades. La Sala se preguntaba por qué: porque están lejos de Santiago, porque compiten en condiciones muy diferentes, porque la publicidad se concentra en la Región Metropolitana. 



El centralismo se manifiesta en todos los niveles de la actividad económica, política y social: desde la “monarquía presidencial”, pasando por los partidos, hasta la concentración de la publicidad.



Señor Presidente, hubiéramos querido incluso una redacción más exigente: “se deberá pagar un justiprecio por el uso y goce”. Se pretende eliminar lo pertinente al uso y goce. Ha sido parte del debate.



La solicitud del Senador Hernán Larraín, según parece, busca dejar sin efecto las letras c) y d),…

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor NAVARRO.-… que dicen relación con la temporalidad de la concesión y con el justiprecio. Según él, debieran ser rechazadas.



Anuncio que, en la Comisión Mixta, vamos a pelear para que se mantengan ambas normas, pues las consideramos imprescindibles para cumplir con el espíritu del proyecto de ley y también, como ha señalado el colega Letelier, con el acuerdo, pese a que no todos los Senadores han sido parte de él. ¡Así es la vida! La ubicuidad no es un don que tengan Sus Señorías. Se puede estar en una parte a la vez.



Estas normas forman parte de un acuerdo, y espero que este se respete.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, se ha generado una controversia respecto a lo que pudo o no haber estado dentro del acuerdo. 



Me tocó presidir las Comisiones que analizaron esta iniciativa, tanto la de Transportes y Telecomunicaciones como las de Transportes y de Educación, unidas.



Quiero decir que esta norma, tal como consta en el informe respectivo, fue aprobada por mayoría. Hubo dos abstenciones, que, según recuerdo, corresponden a la Honorable señora Von Baer y a mí.



Nosotros compartimos la idea de declarar el espectro radioeléctrico como bien nacional de uso público. Y así quedó consignado en el texto del nuevo inciso propuesto: “El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda”. 



Y agrega: “a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico,”.



Eso claramente forma parte del acuerdo.



La siguiente letra es de la esencia del proyecto. El contenido de la letra c): “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales” está contemplado en el resto del articulado, toda vez que las concesiones con medios propios se entregan por un plazo limitado de 20 años, y las con medios de terceros, por 5 años.



Además, se establecen un sistema para determinar la renovación o caducidad de la concesión y una política sobre su correcto funcionamiento.



Por lo tanto, yo diría que están dadas las condiciones para entender que se trata de concesiones temporales.



Ahora, distinto es lo relacionado con la letra d).



Voy a votar en contra de esta norma debido, fundamentalmente, a que no se sabe cómo se determinará el justiprecio. La disposición señala: “los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley”.


Claramente, se trata de un concepto que no está definido. No existen parámetros para fijar el justiprecio adecuado por el uso de una concesión.



Nosotros ya estamos avalando una parte importante del texto que fue objeto de discusión, a saber, que “el espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda”.



Yo votaré en contra de la letra d).



Respecto de la letra c), su contenido es de la esencia de la iniciativa y está contemplado en el resto del articulado.



Si no tuviéramos que pronunciarnos por ambas normas a la vez, habría votado a favor de la c) y en contra de la d). Como no es así, voto que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como yo no he participado en las Comisiones que analizaron esta materia específica, me produce cierta confusión lo que escucho aquí. El Senador señor Letelier dice que todas las letras de este inciso estaban en el acuerdo y el Honorable señor Chahuán señala que no así. Evidentemente, no resulta grato para quien no ha formado parte del debate en Comisiones que se den dos versiones bastante distintas.



En todo caso, es bueno establecer -por eso voy a votar a favor- que “el espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda” y que su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad. Ello me parece de la esencia de este proyecto. Es super-importante; es lo que esperamos del espacio radioeléctrico, de la televisión digital. Estoy de acuerdo con tal planteamiento.



Por lo tanto, apoyo las cuatro letras en comento. 



Estimo adecuado reiterar en este caso -lo que abunda no daña- que las concesiones son temporales, es decir, que no son indefinidas ni permanentes, tema que fue ampliamente debatido. 



Voto afirmativamente todas las letras de este nuevo inciso.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido, las letras c) y d) del inciso segundo, nuevo, que se propone agregar al artículo 2° de la ley N° 18.168 (18 votos a favor y 17 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, y Uriarte.
El señor PIZARRO (Presidente).- No se alcanzó el quórum de 21 votos afirmativos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De 19, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene razón, señor Secretario.



Faltó un voto.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¡el resto que se caiga nomás! ¡No tiene ninguna importancia!



¡Si el Gobierno no hace respetar los acuerdos, para qué seguir!

El señor NAVARRO.- ¡Liderazgo, Ministro!

El señor PIZARRO (Presidente).- Sigamos con la siguiente modificación.



Tiene la palabra, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 105 del boletín…

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón.



Senadora señora Allende, ¿quiere decir algo?

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, independientemente del resultado de la votación, es un contrasentido que no quede explicitado en la ley que las concesiones que se otorgan a personas naturales son por esencia ¡temporales!



¡Si todo el tiempo hemos discutido eso! ¡No puede ser que se suprima de repente!



¿Qué significa el rechazo de tales disposiciones? ¿Que las concesiones no serán temporales? ¿Cuál es el espacio que estamos abriendo? 



Si me dicen que ellas no van a ser temporales, estamos retrocediendo al principio de este cuento. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, dicho punto se discutió largamente hace un rato.



Lo único que puedo decir es que en las Comisiones unidas llegamos a acuerdo respecto de casi todos los artículos, pero ello no se ha cumplido en la mayoría de las votaciones efectuadas aquí, en la Sala.



Entonces, hoy podemos reclamar por acuerdos que otros no cumplen; ayer otros reclamaban por los que no cumplimos nosotros.



En cuanto a este caso específico, debo manifestar que en otras normas del proyecto, que ya se aprobaron, se establece que las concesiones tendrán una duración de 20 años. 



Por tanto, por un asunto de principios, trataremos de incorporar las letras que se rechazaron donde corresponda. 

La señora ALLENDE.- ¡Ojalá!

El señor PIZARRO (Presidente).- No se ha perdido la guerra, señora Senadora, sino solo una batalla. 

La señora ALLENDE.- Esa es una luz de esperanza.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra, señor Presidente, para plantear algo muy breve.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Sobre el artículo que corresponde tratar ahora?

El señor NAVARRO.- Sobre la votación que acabamos de efectuar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sería bueno que el señor Secretario dejara constancia en forma muy clara del resultado de la votación: 18 Senadores votamos a favor de establecer que las concesiones sean temporales contra 17. No obstante que ganamos, aquello se rechazó,... 

El señor PIZARRO (Presidente).- Requería 19 votos.

El señor NAVARRO.-… por tratarse de una norma de quórum especial.



Lo señalo para que se comprenda que, aun siendo mayoría, no es posible modificar ciertas disposiciones. Entre ellas, cabe mencionar las relativas al lucro y las que ahora estamos tratando, señor Presidente. 



En definitiva, esta mayoría no resulta suficiente para defender los derechos de la patria y, por cierto, los bienes de uso público contra una Derecha que no cumple los acuerdos.



El MAS reclama por ese incumplimiento.

El señor LETELIER.- Quiero formular un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, independiente de que, a juicio de algunos de nosotros, esta materia sí era parte sustantiva del acuerdo, deseo plantear una inquietud reglamentaria, que dice relación con los fundamentos que se consideraron para declarar que la disposición votada es de quórum especial.



Lo único que consigna el inciso nuevo en cuestión -me gustaría que lo precisara el señor Secretario- es lo siguiente: “El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia:”, y ahí define algunos criterios. Yo no veo que estos sean de rango orgánico constitucional.



Quisiera saber sobre qué base se determinó que tal disposición revestía ese carácter, porque en ella solo se precisa una definición previa. No vislumbro cuál puede ser el fundamento. Aquí no se le dan facultades a un órgano del Estado. Algunas personas han dicho que esta materia se encuentra consagrada en la Constitución hace tiempo.



Reitero: ¿cuáles son los fundamentos para que la precisión de una definición requiera quórum especial? No veo ninguna razón para calificarla así.

El señor GÓMEZ.- ¡Muy bien!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, la norma referida viene con rango de quórum calificado desde las Comisiones unidas. En su momento nadie hizo mayor cuestión de ello. Y la Secretaría lo estableció en los mismos términos.



Sin embargo, a fin de tener claridad, debo precisar que, tal como informó el señor Secretario, en las Comisiones unidas esas disposiciones se aprobaron por mayoría: por 7 votos a favor y 1 abstención las letras a), b) y c), y por 6 votos a favor y 2 abstenciones la letra d). 



Con relación a preceptos aprobados por unanimidad por las Comisiones unidas, lo cual da cuenta de cierto acuerdo, muchas veces este no se ha respetado, y la Sala se ha pronunciado de manera distinta.



Pero eso ya es parte de la historia de la ley.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿la Sala no se puede pronunciar sobre la calificación del quórum?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tendríamos que haberlo hecho antes, señor Senador. Ya terminó la votación.



De todas maneras, vamos a solicitar la interpretación de la Secretaría en esta materia, para su información.

El señor LETELIER.- ¿Y se puede pedir la unanimidad de la Sala para recalificar el quórum referido? Sería conveniente resolver la situación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso lo veremos en un rato más, señor Senador.



Estamos requiriendo el antecedente a la Secretaria de la Comisión, que en este momento no se halla aquí.

El señor LETELIER.- Quiero hacer la reserva pertinente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto. Está en su derecho.


Prosiga, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el artículo 28 D de la Ley General de Telecomunicaciones, las Comisiones unidas plantean agregar dos párrafos en la letra c) y un inciso final. Dicha propuesta fue aprobada por 8 votos a favor y una abstención.



Es de quórum simple.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar las enmiendas señaladas?



--Se aprueban, por unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el artículo 50 se renovaron varias indicaciones, y todas recaen en el inciso segundo.

 

Por consiguiente, la Sala deberá resolver si vota antes el inciso primero o las indicaciones renovadas. 


En todo caso, el artículo es de quórum calificado.

La señora RINCÓN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, hoy hemos avanzado bastante rápido en la tramitación de este proyecto. Pero quiero referirme al problema suscitado a raíz de las disposiciones votadas hace un rato.



Consultados los Comités de la UDI y de Renovación Nacional, tienen la misma impresión que nosotros: nadie cuestionó si la norma rechazada dos votaciones atrás era o no de quórum especial, y todos operamos sobre la base de que sí revestía tal carácter. 



Pues bien, señor Presidente, solicito formalmente que se efectúe una reunión de Comités para revisar el punto y ver si podemos zanjarlo. No queremos que, por ese motivo, se caiga el resto del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que Su Señoría, en su calidad de representante del Comité de la Democracia Cristiana, pide suspender la sesión y efectuar una reunión de Comités.

La señora RINCÓN.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, cito a todos los Comités a una reunión en la Sala contigua. 


Se suspende la sesión por algunos minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 18:14.



--Se reanudó a las 18:43.

)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



Como se había solicitado reapertura del debate, en la reunión de Comités, se  acordó aceptar tal petición.



Por lo tanto, procederemos a reabrir la discusión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha señalado que se reabre el debate del artículo 47. En él, en el número 1, nuevo, que se agrega, se intercala en el artículo 2° un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:



“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico,”.



Las normas de esta primera parte ya fueron aprobadas.


De consiguiente, la reapertura del debate se refiere a las letras c) y d) que vienen a continuación:



“c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley”.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Comité de Renovación Nacional pidió votar separadamente ambas letras. Cabe recordar que se había realizado una votación en conjunto.



¿Hay acuerdo en votar por separado las letras c) y d)?



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, a las importantes resoluciones de los Comités, deseo además agregar una consulta respecto de la calificación de quórum. ¿Cuál fue el criterio?

La señora ALLENDE.- Es trascendental aclararlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se planteó ese tema. El Comité de la Democracia Cristiana pidió a la Mesa recalificar el quórum establecido. De acuerdo a mi interpretación de la situación y sobre la base del informe que me ha entregado el señor Secretario, resuelvo que la norma es de quórum simple.



Sin embargo, es mejor votar por separado las dos letras, porque la c) es más de fondo y es conveniente diferenciarla. 



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El señor Presidente fue muy claro al plantear lo acordado por los Comités, en el sentido de que primero debe reabrirse el debate. Luego viene lo del quórum. Nosotros hicimos al respecto una observación, porque pensamos que la calificación que figura en el informe no corresponde. Dimos las razones de nuestra postura.



En ese sentido, hemos pedido al señor Presidente del Senado que recalifique el quórum, por creer que es simple. Tenemos argumentos para sostenerlo. En todo caso, hay que aplicar las normas reglamentarias sobre la materia.



Por lo tanto, lo que la Mesa ha señalado es claro: reabrir el debate y votar separadamente. Pero pedimos recalificar el quórum requerido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Esa opinión ya fue entregada por la Mesa, señor Senador.



Corresponde pronunciarse sobre la letra c) del inciso segundo.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación la letra c), de quórum simple, que dice lo siguiente:



“c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales”.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto en esta materia.



En primer término, para los efectos de esta legislación, dicha norma no es necesaria, porque, efectivamente, como señaló anteriormente el Senador señor Chahuán al fundar su voto, el proyecto de ley está construido sobre la base de que las concesiones temporales. Por lo tanto, ya está resuelto así.



Sin embargo, lo propuesto es una afirmación genérica que puede entenderse aplicable en forma universal, porque señala: “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son por esencia temporales”.



En realidad, se establece una limitación innecesaria, porque en un minuto dado, en otro momento histórico, en una situación cultural distinta y respecto de otra materia, nosotros quizás deseemos otorgar a alguien una concesión en forma indefinida y no bajo los términos de esta ley. O sea, pueden ser otras las circunstancias.



Aquí se hace una afirmación genérica y, como tal, me parece que es equívoca y limitativa de nuestra capacidad de abrir espacios que puedan ser estimados de esa manera.



Por eso, a mi juicio, esta norma no es necesaria, porque además establece, sobre la base de consideraciones generales y abstractas, un principio bastante discutible.



Por tal motivo, votaré que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como siempre ocurre en los llamados “acuerdos políticos”, permanentemente hay una doble actitud. Como ha dicho el Senador señor Gómez, de repente tendremos que ir con grabadora a las Comisiones donde se toman los acuerdos, ya que después estos se borran con el codo.



Claramente, el enfatizar la temporalidad de las concesiones da cuenta de otro artículo, relativo a la de carácter preferencial o derecho preferencial, con el que no estábamos de acuerdo. 



Ya lo señalé en el debate: ahora al que cumple la ley lo premian. Eso solo ocurre en esta normativa. 



¡El que cumple la ley, la cumple! No puede recibir beneficio. 



Pero aquí el derecho preferencial es para que quien la acate reciba un premio, y un premio mayor, cual es que tiene la opción preferencial para continuar al infinito con la concesión. Porque a ningún ciudadano común y silvestre se le recompensa por observar la normativa. ¡Es su deber! Sin embargo, en este otro caso, al que lo hace -cuando le toca asistir a las juntas de vecinos cumple nomás con su deber- se le gratifica con la opción preferencial.



Por lo tanto, como en la práctica habrá concesión por opción preferencial, un mismo concesionario va a tener, por el solo hecho de acatar la ley, concesión tras concesión. O sea, podrá contar con una concesión indefinida, perpetua.



De ahí la necesidad de reafirmar el carácter transitorio o temporal de las concesiones, de manera que -como lo señalé en mi primera intervención-, si hay caducidad -pienso que los elementos de caducidad son más bien insuficientes- cae la concesión, porque se termina el plazo. 



En la normativa no se señala -se lo digo al Ministro, por su intermedio, señor Presidente- que la concesión termina, caduca porque vence el plazo. No lo he visto. ¿Dónde aparece eso? No existe. Se establece una transición de manera inmediata; es decir, se subentiende que puede continuar. 



En toda concesión hay un plazo de término. Ella caduca, y luego se verá a quién se le concede, haciéndose uso o no del derecho preferente.



En el debate lo relativo a la política de los acuerdos, me tiene hasta la coronilla. Después del 2006, la última manifestación de ella fue cuando Viera-Gallo era Ministro Secretario General de la Presidencia. Cometimos todos los errores habidos y por haber en negociaciones que no llegaron a ningún lugar y que solo nos hicieron perder el Gobierno. La Derecha está hoy día presidiendo Chile por esa política de los acuerdos, porque la gente no quería medias tintas ni acuerdos amarillentos o aguachentos, sino decisiones.



Pero esperamos cambiar esa práctica en el próximo Gobierno con las mayorías. Ojalá que, cuando las haya, se usen.



En mi línea argumental anterior, observé que la temporalidad debe darse en función del equilibrio -como lo ha planteado además el Senador señor Letelier- de la opción preferencial versus la reiteración clara, precisa y concreta de que las concesiones son transitorias.



En consecuencia, es necesario votar de nuevo. Entiendo que hay acuerdo con las bancadas de la Derecha, en orden a que no van a tener objeción en que la letra c), relativa a la temporalidad, se ratifique. 



Sin embargo, quiero aclarar que el que sean con opción preferencial y, además, sin costo o gratuitas, beneficiará, por cierto, a los poderosos. Pero dijimos que íbamos a dividir el espectro en 40 por ciento para canales regionales, para señales ciudadanas, a los cuales no se les va a cobrar; pero sí a quienes puedan pagar.



En consecuencia, debe haber un justiprecio, el que no será una barrera de entrada, porque, de lo contrario, ganarán por remate los más poderosos, los que tienen más dinero. Ese justiprecio significará un ingreso para el Estado. No se cobrará a los más pequeños. En definitiva, serán otros los elementos de la resolución de la concesión cuando haya concursabilidad y se presenten varias opciones.



Hemos decidido que, si técnicamente surgen dos opciones iguales, la segunda también se beneficiará. O sea, habrá un criterio flexible. 



En todo caso, las concesiones no pueden ser perpetuas -espero que ganemos esta votación- ni gratuitas, porque se concederán  no al Hogar de Cristo ni a los que hacen colecta para su subsistencia, sino a quienes ganan mucho dinero. Y creo que deben pagar por ese derecho al Estado. Es un ingreso al cual no podemos renunciar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, al fundamentar mi voto, no quiero extender mi razonamiento de manera amplia a temas históricos tan opinables como el de si la política de los acuerdos fue la causa de la derrota de la Concertación en la última elección presidencial, argumento que sostuvo el colega que me antecedió en el uso de la palabra. No deseo tener su osadía para abarcar con una sola mirada un proceso histórico tan vasto y tan controversial, por lo demás, sino referirme a si corresponde o no que la letra c) figure en la norma relativa al artículo 47.



Un señor Senador que intervino con anterioridad señaló que ello no era necesario, porque podría haber otro momento histórico que hiciera recomendable que las concesiones no fueran temporales. Pero si esto se diera, por cierto, habría otra ley. 



O sea, es de suyo evidente que -de acuerdo con la propia argumentación de quien se manifiesta en contra de que esté inserta la letra c) en este inciso-, como las leyes evolucionan, si hay un momento histórico que amerita una reacción distinta y otra norma legal, corresponderá en ese instante que el legislador lo establezca así. Sin embargo, en el momento histórico que estamos viviendo, resulta claro que ello es parte de una decisión que el Congreso Nacional -el Senado, en este caso- debiese adoptar en el sentido de que las concesiones son, en esencia, temporales.



El debate público de los últimos años en nuestro país indica que estamos en perfecta sintonía con lo que la sociedad piensa que es la correcta utilización de estos bienes públicos mediante concesiones que, en esencia, son temporales. Hacerlas perennes considero que va contra el sentido común de lo que ha sido esa discusión en el curso del último tiempo.



Por último, para sintonizar con aquel sentimiento colectivo, en mi fundamentación de voto, quiero decir  que parece sensato y razonable establecer esta letra c) en la norma que finalmente se apruebe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, al escuchar a los Senadores Navarro, Escalona y Hernán Larraín, estimo muy importante dejar en claro que se está hablando de concesiones temporales. Por definición, uno entiende que ellas deberían tener ese carácter. Sin embargo, eso depende de cómo se las regule. Las concesiones, generalmente, son por un período determinado y, cumplido su plazo o cierta condición, terminan.



Cuando se establece un sistema como el que se propone -que incluso va más allá de la Ley de Pesca, porque no es un derecho de por vida, indefinido, para siempre-, en la medida en que uno cumpla u observe la ley, como debe hacerlo cualquier ciudadano normal, aquí se le da el beneficio del derecho preferencial. En realidad, no es tal: lo va a tener porque sí. Si la persona acata la normativa, se renueva automáticamente.



Por lo tanto, una concesión se encuentra al límite -entiendo jurídicamente la diferencia- de que sea para siempre si se cumple la ley. No es propiedad definitiva, porque se le pone una condición. Sin embargo, esta es como las obligaciones a las que todos estamos expuestos a diario: pagar los impuestos, respetar las disposiciones del tránsito, etcétera.



No obstante, en esta normativa, a diferencia de otras, hay un elemento más determinante y que hace necesario incorporar el término “temporal”, cual es que la forma en que está estructurado para que se produzca la condición de no cumplir la ley es al menos original, y da lo mismo si se encuentra en la normativa actual o no.



Además, se establece que las faltas reiteradas son aquellas que se cometen durante un plazo largo -creo que diez años- y que el nivel de sanciones reiteradas de la empresa debe superar el 50 por ciento del promedio anual de la industria.



Con ese criterio el titular de una concesión tendría que excederse bastante para que le quitaran la concesión: debería dedicarse a incumplir la ley durante muchos años para sobrepasar el 50 por ciento del promedio de la industria. Pero si el resto de ella también cayera en falta y no cumpliera la ley, nadie estaría sobre ese porcentaje.



En consecuencia, lo que se dispone en la iniciativa que introduce la televisión digital es peor que lo que se estableció en la Ley de Pesca. Porque en esta última no fijamos ese criterio del 50 por ciento, sino el de que si las infracciones son numerosas y reiteradas, se quita el permiso. Ello opera en función de un concepto propio de la conducta de la empresa, no de uno relativo. Pero, de acuerdo al proyecto en discusión, el que un permisionario caiga en incumplimiento reiterado no depende solamente de su conducta, sino también de la de los demás. Y si todos se portan mal, la concesión no terminará nunca.



Si esto lo lleváramos a la Ley de Tránsito -para que lo entienda cualquier chileno que vea la sesión por la tele-, sería como decir: “Mire, señor, si usted se pasa una luz roja o un disco ‘PARE’ cometerá tal infracción, pero solo le vamos a quitar la licencia en la medida que esas infracciones sean superiores al 50 por ciento del promedio del resto de los conductores”.



¿Tiene sentido esa legislación?



Y no acepto lo que me dijo textualmente un Ministro: “¿Y qué quieres si aquí se están invirtiendo mil millones de dólares?”. 



No sé qué tiene el mercado chileno que no tenga el mexicano, el norteamericano, el francés, el japonés, donde se invierten ingentes cantidades de dinero y las concesiones no son para siempre.



Por eso, estimo que no está de más señalar que las concesiones son temporales, aun cuando solo sea para la historia fidedigna de la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solamente deseo hacer una precisión.



Veo cierta majadería en plantear siempre que en la Ley de Pesca se dejaron las licencias a perpetuidad. Y debo decir que el rebajarlas a veinte años y haber aumentado las causales de caducidad o para no entregarlas no corresponde exactamente a lo que señalan algunos parlamentarios o medios de prensa.

El señor LAGOS.- ¡Pero así quedó!

El señor HORVATH.- ¡No!



Yo no sé si ustedes entendieron con claridad lo que se debatió en la iniciativa que modificó la Ley de Pesca, porque esta se cambió fundamentalmente al rebajar los permisos a veinte años y aumentar las causales de caducidad, sin perjuicio de que se abrió, contra viento y marea, la alternativa de que, a todo evento, se liciten las concesiones para que entren nuevos actores.



Y eso tenemos que asegurar ahora.

El señor LAGOS.- ¡Pero si la empresa cumple con la ley se le renuevan las concesiones igual!

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, Senador señor Lagos, evite los diálogos. 

El señor LAGOS.- ¡Es que no es así!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Hable con el Honorable señor Horvath fuera de la Sala!



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, en la discusión de este precepto...

El señor LAGOS.- ¡En la Ley de Pesca se establecieron concesiones perpetuas!  

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Senador señor Lagos!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Decía que en la discusión de este precepto, que hasta hace poco era visto como de segunda importancia, han salido a relucir conceptos de tipo legal, que quizás vale la pena repasar.



Desde luego, la concesión termina por la llegada del plazo fijado, pero se caduca cuando hay una situación de incumplimiento. Reitero: cuando llega el plazo, termina la concesión.



Por lo tanto, las angustias invocadas aquí en cuanto a una perpetuidad casi hereditaria de la concesión son artificiales, toda vez que el cumplimiento del plazo le pone término.



Ahora, en lo que respecta a la posibilidad de que pueda renovarse la concesión en virtud de lo que alguien ha llamado “un premio”, cabe mencionar que en doctrina existe un distingo entre el derecho premial y el derecho penal: es posible premiar la buena conducta.



Por su parte, ante el hecho de que las sanciones recaigan sobre aquellos que exceden la media de incumplimiento, nuevamente debemos recurrir a las nociones elementales de la Introducción al Derecho. 



Las normas legales están pensadas para los ciudadanos comunes y corrientes, que son falibles; no fueron concebidas, especialmente las penales, para los ángeles, que rara vez visitan la Tierra.



Entonces, aquí se está usando el lenguaje habitual en la redacción de cuestiones de alcance legal. No hay que sorprenderse tanto. No existe deseo alguno de perpetuar nada ni tampoco de congelar una situación preexistente. Se trata de posibilidades abiertas a todos los proponentes que aspiran a una concesión en el espectro radioeléctrico.



En consecuencia, opino que debemos usar el castellano con mayor precisión para tratar estos asuntos, que no son de una técnica jurídica muy acentuada, pero que requieren un vocabulario compartido.



Nada más, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c) del N° 1, nuevo, que las Comisiones unidas proponen agregar al artículo 47 (25 votos a favor y 9 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, corresponde votar la letra d) del N° 1, nuevo, cuyo texto dispone:



“d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.”.


En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.-  Señor Presidente, se ha abundado en argumentos sobre esta votación, y su división nos permitió conocer que la letra d) no es de quórum especial -la letra c) tampoco-, razón por la cual se reabrió el debate.



Lo que viene ahora es determinar si habrá un justiprecio, como se ha indicado, y si los postulantes que quieran acceder al espectro radioeléctrico tendrán la obligación de pagar un precio para gozar de una concesión que, en los hechos, vía opción preferente -reitero-, puede transformarse en casi perpetua.



Por consiguiente, se deberá discutir respecto de cuál será el monto del justiprecio, pues en el precepto que nos ocupa el adagio de que “la ley es justa para todos” no se da.



En definitiva, ese justiprecio obligará a los canales comunitarios y regionales a pagar una cantidad igual para todos. Pero la ley pareja no va a dar resultados.



Es probable que aprobemos esta letra d) y se fije un justiprecio para acceder a la concesión, y luego vendrá el artículo que garantiza el 40 por ciento del total de las concesiones asignables para las opciones regionales y comunitarias. Pero no está prescrito en el resto del articulado quién fijará ese justiprecio ni tampoco si este tendrá una diferenciación.



Señor Presidente, yo estoy de acuerdo con que se cobre a los canales que tienen un objetivo comercial y un enorme patrimonio, pues no parece justo que esos grandes consorcios obtengan una concesión gratuita sin devolver un rédito hacia el Estado. Y, en tal sentido, como la gratuidad dependerá de quien tenga la tarea de interpretar la ley, opino que el justiprecio para los medios regionales -lo hemos dicho- tendría que entenderse como un incentivo y, que más que cobrarles, habría que subvencionarlos. 



Esa  es la discusión que hemos sostenido con el Ministro en cuanto al fomento de los medios de comunicación, particularmente la televisión: los canales regionales no tienen posibilidad alguna de sobrevivir, salvo escasas y honrosas excepciones, si no media un subsidio. Es decir, para cumplir la función social, educativa, recreativa, informativa los canales regionales tendrían que recibir subsidios y no se les debería cobrar la concesión.



Por ello, quiero pedirle al señor Ministro que, dado que más adelante viene la norma donde se consagra este concepto subsidiario, no se transforme al justiprecio en una barrera de entrada ni que sea interpretado como un “todos pagan”. “Para entrar a este estadio todos pagan”. ¡No! Es imprescindible fijar precios diferenciados, y esa distinción no debe entenderse como una discriminación inconstitucional.



En el debate anterior, mi duda recaía en si la UDI -espero equivocarme esta vez, aunque generalmente no lo hago cuando interpreto para dónde va este partido-, luego de perder por una mayoría en la que contamos con el apoyo de RN, recurriría al Tribunal Constitucional.



Porque ya lo ha hecho. Cuando aprobamos en la Cámara Baja que el establecimiento de las servidumbres para el acceso libre a las playas fuera una facultad del Ministerio de Bienes Nacionales y que debían hacerse cesiones de terrenos para que todos pudiéramos llegar a ellas, 33 Diputados de Derecha recurrieron al Tribunal Constitucional y nos ganaron.



Ahora, para tener una servidumbre, hay que pagar. Y como los gobiernos regionales carecen de dinero para ello, no existe acceso. O cuando lo hay, no es el más cercano y la gente se ve obligada a darse una vuelta de 5 kilómetros para ingresar a la playa.



En definitiva, esos Diputados acudieron al Tribunal Constitucional y la sacaron gratis. Esto suele pasar así. Después nadie sabe.



Espero que por esta norma no se recurra al Tribunal Constitucional y que se mantengan la obligatoriedad del cobro y la temporalidad. Creo que no lo van a hacer. Así lo indica la argumentación que se dio al pronunciarse sobre lo relativo a la temporalidad, y lo ratifica el Senador Hernán Larraín, pero me he sentido en la necesidad de advertirlo.



Señor Presidente, voy a votar a favor de la letra d), pues creo en un justiprecio diferenciado para los que puedan pagar y para los que no, que son los canales regionales y comunitarios.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que el debate lleva a muchas confusiones. Aquí nadie ha hablado de recurrir al Tribunal Constitucional. Más bien se dijo, cuando había inquietudes en las bancadas del frente respecto de si la norma era o no de quórum especial, que se recurriera al Tribunal Constitucional si así se deseaba. Pero nadie ha anunciado algo de esa naturaleza.



Segundo, aquí estamos confundiendo algunas cosas. En la discusión que se acaba de zanjar se decía que era importante establecer que las concesiones son por esencia temporales, porque el cuerpo de la norma contemplaba el derecho preferente, como si esto fuera contradictorio con las concesiones temporales.



La verdad es que ahí hay una confusión conceptual muy grande. Es posible tener concesiones temporales y que quienes postulen al vencimiento de ellas tengan derechos preferenciales. Vale decir, la aprobación de la letra c) no es impedimento a que exista, vencida una concesión, un derecho preferente para quienes postulen y estén en igualdad de condiciones. No son cosas incompatibles.



Por lo tanto, el precepto que se ha aprobado no guarda relación con el tema de los derechos preferentes. No va a ser obstáculo, no va a ser impedimento en esta materia.



Ello se tendrá que zanjar en su propio mérito.



Por eso, me parecía que no era conveniente aprobar esa letra, porque lo que propone ya está contemplado en el cuerpo de la norma pertinente. Pero aquí estamos estableciendo principios generales, y como estos a veces exceden el alcance de la propia ley en proyecto, han de ser muy cuidadosos.



El caso de la letra d) es particularmente delicado, ya que aquí se expresa que la concesión del espectro radioeléctrico puede aplicarse solo si se paga el justiprecio. No sé todavía qué es el “justiprecio”, pero quiero entender que corresponde a un precio justo. Eso es lo que se trata de decir, aunque, como ya lo señalaba el Senador Carlos Larraín, no es lo mismo. Son conceptos distintos.



Pero tratando de interpretar ese criterio, quiero señalar que aquí les estamos poniendo una barrera de entrada, por ejemplo, a todas las organizaciones comunitarias que postulen a una concesión de espectro radioeléctrico. Estas no van a poder hacerlo, pues ahora van a tener que pagar por ello.



Y son barreras de entrada innecesarias. Porque si estamos pensando que esta ley en proyecto es para los canales de televisión nacionales con fines comerciales, nos equivocamos en el concepto y confundimos el espectro radioeléctrico con una parte de este que se aplica a determinada actividad: la de los canales de televisión nacionales con fines de lucro. Pero ellos no son el grueso de los que participan en estas concesiones.



Para los que están viendo esta sesión es realmente preocupante que se establezca un principio de esta naturaleza, pues -repito- significará una barrera de entrada el tener que pagar para postular a una concesión del espectro radioeléctrico, a pesar de no perseguir fines de lucro y de ser instituciones de bien común.



Por eso, esta norma también me parece equívoca. No tiene sentido y creo que su aprobación puede causar un grave daño, a diferencia de la anterior, que no surtirá un efecto concreto, porque el establecimiento de concesiones temporales está incorporado en el texto del proyecto y, siendo ley, las concesiones no van a poder ser sino temporales y los derechos preferentes -ya lo he dicho- no empecen a esa temporalidad.



En cambio, la disposición en debate sí puede generar consecuencias negativas, puesto que se puede constituir en una barrera de entrada para parte del espectro radioeléctrico existente y también para uno futuro que se quisiera abrir a otras finalidades sin fines de lucro y de bien común.



Estamos bloqueando esa posibilidad al exigir pagos que nunca en la historia se han requerido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona, para fundamentar el voto.

El señor TUMA.- Un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminemos primero la votación, señor Senador. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, si entendemos que la tarea de fortalecer la institucionalidad a través de los cuerpos legales que estamos analizando, discutiendo y aprobando debe sintonizarse con las preocupaciones actuales de nuestro país y de la opinión pública, siento que es elemental que acojamos la letra d).



En ella se dispone que los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el “justiprecio” -independiente de que concuerdo en que ese término podría ser reemplazado por otro-, y no creo que estemos en condiciones de ignorar esta norma en la ley en proyecto. 



Porque, si bien es cierto decenas de miles de estudiantes se movilizan por una educación gratuita, la situación de estas concesiones no es lo mismo. Es decir, creo que en relación con este tema la sociedad espera exactamente lo contrario: que establezcamos una disposición que, en el caso de que la situación lo amerite, lleve a pagar por la concesión. 



Ni siquiera estamos consagrando en esta letra el pago, como se ha hecho en otros cuerpos legales, sino que estamos instalando una atribución para que ello sea posible. Y me parece que sería temerario, desde el punto de vista de lo que preocupa al país ahora, que omitiéramos un precepto como el que se propone.



En consecuencia, también reitero mi voto a favor de la letra d), por entender que su omisión sería francamente una temeridad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación. 



--Por 18 votos a favor y 16 en contra, se aprueba la letra d) del número 1, nuevo, que las Comisiones unidas proponen agregar al artículo 47.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Estimados señores Senadores, deseo hacer una sugerencia.



Sucede que las Comisiones unidas de Constitución y de Economía deben sesionar ahora, porque tienen que analizar el proyecto que sustituye el régimen concursal vigente. Además, como ustedes saben, al inicio de esta sesión el Senador señor Muñoz Aburto pidió desarchivar otra iniciativa sobre el particular y, producto de la revisión de su articulado habrá que corregir varios puntos, lo cual también hará necesario el trabajo de las Comisiones unidas.



Entonces, propongo dejar hasta acá la tramitación de la iniciativa de ley sobre introducción de la televisión digital terrestre, proceder a votar los proyectos de acuerdo que quedaron pendientes el día de ayer y, luego, pasar a la hora de Incidentes.



Acordado.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).-  Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Uriarte asuma como Presidente accidental en unos momentos más. 



Acordado. 
VII. TIEMPO DE VOTACIONES

FORTALECIMIENTO DE DIRECCIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi y Tuma, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el fortalecimiento de la Dirección Nacional del Servicio Civil en su infraestructura y dotación, el aumento de la planta y el otorgamiento de una asignación especial en la remuneración de sus funcionarios. 
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1554-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 98ª, en 23 de enero de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es reforzar el rol de liderazgo y garante de la Dirección Nacional del Servicio Civil en materias vinculadas a la gestión de personas en el Estado (concursabilidad, capacitación, gestión del desempeño, buenas prácticas laborales, entre otras).
El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
CONDONACIÓN DE MULTAS E INTERESES A CONTRIBUYENTES DE MIPYMES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, señora Allende y señores Girardi, Lagos, Letelier, Quintana y Rossi, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que posibilite la condonación por el Servicio de Impuestos Internos de las multas e intereses de los contribuyentes que sean micro, pequeñas o medianas empresas.
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1557-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 102ª, en 6 de marzo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es facilitar que tales contribuyentes se pongan al día con sus obligaciones tributarias, para que las mencionadas empresas puedan continuar su actividad y contribuir a la generación de empleo y crecimiento del país.
El señor BIANCHI.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala? 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
REINTEGRO DE TRABAJADORES DE INSTITUTO DE FOMENTO PESQUERO Y FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República el reintegro de los trabajadores del Instituto de Fomento Pesquero y el fortalecimiento integral de su institucionalidad.
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1558-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013. 
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es que se adopten las siguientes medidas: 



1.- El reintegro de los funcionarios del IFOP que fueron desvinculados entre enero y febrero del año 2013.



2.- El fortalecimiento real, en materia de recursos humanos, de la infraestructura y del financiamiento del IFOP, como el principal organismo asesor del Gobierno en cuanto a investigación científica pesquera. 



3.- El desarrollo y perfeccionamiento de la institucionalidad del IFOP.

El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si no hay objeción, se dará por aprobado.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
PRÓRROGA DE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE PRODUCTOS SOLARES TÉRMICOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Prokurica, señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Navarro, Pizarro y Uriarte. 
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1560-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 6ª, en 20 de marzo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo tiene por objeto pedirle al Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que prorrogue la ley N° 20.365, que establece una franquicia tributaria respecto de productos solares térmicos, por un período de cinco años, y así extender los beneficios del mencionado cuerpo legal, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
ESTABLECIMIENTO DE MESA DE DIÁLOGO EN CODELCO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señora Allende y señores Cantero, Gómez, Orpis, Prokurica y Uriarte, con el que solicitan a las autoridades y trabajadores de CODELCO el establecimiento a la brevedad de una mesa de diálogo.
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1564-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 9ª, en 9 de abril de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es resolver las discrepancias entre las partes y propender así a la mejor satisfacción de los planteamientos respectivos y al resguardo de esa empresa, patrimonio de todos los chilenos.
El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si no hay objeción, se dará por aprobado.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
DEVOLUCIÓN DE APORTES A AHORRANTES DE SISTEMA NACIONAL DE AHORRO Y PRÉSTAMO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable señor García. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1565-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda para abrir un plazo en el que los interesados acrediten su calidad de ahorrantes del Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo y estudiar medidas legales y administrativas conducentes a la liquidación de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo, ordenada por la ley N° 18.900, a fin de que se proceda a devolver los aportes a los ahorrantes del sistema.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
REQUERIMIENTO A UNASUR POR CUMPLIMIENTO DE COMPROMISO DE CONSEJO NACIONAL ELECTORAL DE VENEZUELA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, señora Rincón y señores Coloma, Chahuán, Frei (don Eduardo), Horvath, Novoa, Orpis, Uriarte y Walker (don Patricio). 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1566-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República que requiera de UNASUR instar el cumplimiento del compromiso que asumió el Consejo Nacional Electoral de Venezuela en cuanto a determinar una metodología que permita la auditoría total de las mesas electorales, a fin de que se revise el universo total de votos o una cifra superior al 46 por ciento anunciado por dicho Consejo. 

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si no hay objeción, se dará por aprobado.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
PETICIÓN DE AUTONOMÍA PARA SERVICIO MÉDICO LEGAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Prokurica, señora Alvear y señores García, Horvath, Kuschel, Letelier, Orpis, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1567-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República el envío de un mensaje legislativo para conferir autonomía al Servicio Médico Legal, dotándolo del presupuesto y planta adecuados a la naturaleza de sus funciones y, asimismo, que adopte las providencias administrativas conducentes a modernizar su gestión.
El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si no hay inconveniente, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
SOLICITUD DE RECURSOS PARA SERVICIO DE SALUD DE REGIÓN DE AYSÉN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Walker (don Patricio). 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1568-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República que tenga a bien destinar recursos al Servicio de Salud de la Región de Aysén, con el fin de solventar el traslado de regreso de pacientes fallecidos fuera de la Región y de sus familiares. 



La iniciativa busca que el Estado se haga cargo de las personas que deben viajar fuera de la Región en que residen para recibir tratamiento médico, y de la posibilidad de que fallezcan encontrándose lejos de sus familiares.
El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”, señor Presidente.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si no hay objeción, se dará por aprobado.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
RESTITUCIÓN A CARABINEROS DE CHILE DE GASTOS GENERADOS POR ATENCIÓN DE ACTOS MASIVOS PARTICULARES CON FINES DE LUCRO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Horvath y Larraín (don Carlos). 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1570-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que autorice a Carabineros de Chile el cobro o la compensación de los gastos extraordinarios en que incurra con ocasión  de actos masivos organizados por particulares con fines de lucro, a fin de restituir al presupuesto de Carabineros de Chile los dineros que se gasten extraordinariamente por concepto de atención de los referidos actos masivos.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

VIII. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



-El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Educación y al señor Director Nacional de la JUNAEB, solicitándoles REVISIÓN DE REGLAMENTOS DE BECAS DE ESTUDIO OTORGADAS POR EL ESTADO.

)---------------(
El señor URIARTE (Presidente accidental).- En Incidentes, en el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Senadora señora Rincón.
EXCLUSIÓN DE POSTULANTES A BECAS DE MAGÍSTER CONICYT. OFICIO
La señora RINCÓN.- Señor Presidente, hay dos temas muy relevantes que deseo tratar aquí, en la Sala.



El primero de ellos tiene que ver con las Becas Magíster de CONICYT.



Hoy día nos acompaña en las tribunas don Rodrigo Viveros, uno de los alumnos que han sido afectados por una situación que describiré a continuación.



Me impuse del problema por un grupo de estudiantes que postularon a dichas becas. Le pregunté al Presidente de la CONICYT cuál era la realidad acerca de las 387 becas (me puedo equivocar en el número, pero creo que corresponde al total de las que este organismo otorgó) ofrecidas para estudiar un magíster en Chile, y me respondió amablemente a través de un correo electrónico. Con posterioridad, me reuní con varios de los afectados.



Le solicité también al Presidente de dicha Comisión que me enviara la nómina de los beneficiados con estas becas. Él me mandó, por medio de una funcionaria -no recuerdo su nombre, ni su cargo- el link de CONICYT, el cual remite al conjunto de personas que fueron favorecidas.



La verdad, señor Presidente, es que me preocupa lo que está aconteciendo en esta institución y en particular con estas becas.



El Presidente de CONICYT me señaló, en primer lugar, que “Las bases del último concurso de Becas de Magíster Nacional se rigieron por el Decreto 325/2012 del Ministerio de Educación que consideraba como fuera de bases a postulantes que no estaban en poder de su grado o título al cierre del concurso, y aquellos que ya eran alumnos regulares de un programa de Magíster”.



Las bases de postulación para estudios de magíster en Chile entregadas por CONICYT para el 2013, expresaban que este beneficio fuera destinado a personas que iniciaban estudios, sin estar contenido dentro de los criterios de exclusión el tener la condición de ser alumno regular de un programa de magíster.



Señor Presidente, revisé el mencionado decreto -lo pedí hoy mientras discutíamos en la Sala los diversos proyectos de ley en tabla-, y la verdad es que estos alumnos perfectamente pueden postular.



Debido a una presentación formal que hicieron los dirigentes de la FECH y de la FEUC se analizó esta materia, y mediante carta del 5 de diciembre de 2012 se respondió que se iba a autorizar y extender la posibilidad de postulación a alumnos regulares de posgrados.



El 26 de diciembre se cerró el concurso. La extensión en el proceso de postulación fue producto de que efectivamente se estaba modificando el criterio.



A estos 387 beneficiarios se les comunicó, vía e-mail, que habían obtenido la beca (los felicitaron, les pidieron el número de su cuenta corriente, les señalaron los pasos a seguir), y fueron a materializar la firma del convenio. Muchos de ellos incluso tuvieron que renunciar a sus trabajos, ya que excedían las 22 horas, que era el máximo permitido para acceder al beneficio.



Lamentablemente, en ese momento se les señaló que no podían firmar el referido convenio porque no cumplían los requisitos indicados en las bases de postulación para estudios de magíster en Chile.



Ello no estaba indicado en ninguno de los procedimientos ni pasos.



La segunda afirmación que me hizo el Presidente de CONICYT en su carta fue que “Algunos postulantes esperanzados en que el decreto se lograra modificar postularon sabiendo que ya eran estudiantes regulares de un programa de magíster, pero las cartas emitidas por las universidades no eran claras al respecto y se decidió esperar a la firma del convenio para verificar la situación”.



Señor Presidente, solo quiero leer parte de la carta presentada por uno de los estudiantes a quienes se les adjudicaron las becas.



Dice textualmente: “Pedro Bouchon A. Director de Investigación, Innovación y Posgrado de la Escuela de Ingeniería de la Pontificia Universidad Católica de Chile, tiene el agrado de presentar al señor (…), quien fue aceptado al Programa de Magíster en Ciencias de la Ingeniería el Primer Semestre de 2012”.



De acuerdo con la cita anterior, es indudable que la carta presentada por este alumno es sumamente clara y enfatiza de manera explícita que este ingresó a su programa de magíster el primer semestre del 2012.



Eso lo sabía CONICYT cuando aceptó, calificó y seleccionó a ese alumno.



Aun así, él fue admitido en las bases y se le adjudicó la beca, haciéndose evidente el supuesto error cometido por CONICYT durante el proceso de evaluación de los postulantes.



Por otro lado, es de nuestro conocimiento que a estudiantes inscritos en programas de magíster de la Universidad de Chile, quienes postularon pensando que dicho programa se encontraba acreditado mientras se tramitaba su reacreditación (según fueron informados por la universidad), se les adjudicó también la beca, a pesar de que dicha acreditación había expirado y de que las bases explicitaban que los alumnos de programas no acreditados quedarían fuera de ellas.



Estos estudiantes presentaron la carta pedida en el numeral 7.9.8 de las bases del concurso en cuestión, de modo que CONICYT se encontraba en pleno conocimiento del programa al que pertenecían dichos postulantes.



Fueron seleccionados, y solo cuando acudieron a firmar el convenio se les dijo que no eran asignatarios de becas. Dos de esos alumnos habían renunciado a sus trabajos para tomar la beca.



El tercer aspecto que me señaló el Presidente de CONICYT fue que las bases del concurso estipulaban: “Antes, durante y con posterioridad a la firma del convenio, CONICYT verificará el total cumplimiento de las bases, específicamente de la exactitud de los antecedentes presentados en la postulación, así como el respaldo de los certificados o documentos correspondientes”.



Señor Presidente, la responsabilidad del ente administrador de dicho concurso es velar por que los antecedentes presentados se encuentren en orden, y no adjudicar la beca si no es así.



Es importante destacar también que este acto administrativo de adjudicación expresa textualmente: “En esta convocatoria se recibieron 2.144 postulaciones, de las cuales se evaluaron 1.333, que cumplieron con las Bases, y se seleccionaron 387”.



Es decir, la autoridad informó personal y formalmente por escrito que cumplían con las bases y que, además, el puntaje obtenido los hacía beneficiarios de la beca.



Señor Presidente, nunca, a ninguno de esos alumnos, se les informó que estaban fuera de bases; nunca se les representó que no cumplían los requisitos exigidos.



Se trata de un organismo de la Administración Central del Estado, que depende del Ministerio de Educación. Por consiguiente, tanto él como sus empleados y ejecutivos, en todo su accionar, se encuentran sometidos a la obligación legal de cumplir con los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia y control jerárquico, consagrados en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



Claramente, aquí no se ha cumplido con tales principios.



A mí me preocupa que sea así, señor Presidente. Porque la autoridad administrativa en todo el proceso previo a la adjudicación de la beca pudo reparar en esos hechos y comunicarlos, o simplemente, no haber seleccionado a esas personas. Y no lo hizo. Al contrario, les comunicó su selección, las felicitó, las invitó a concurrir a las oficinas para entregarles la beca.



En cuarto lugar, el Presidente de CONICYT me expresó textualmente que: “Aun cuando solo se están aplicando procedimientos administrativos establecidos para estas situaciones, porque si bien algunos antecedentes eran ambiguos, su mérito solo se determinaría al momento de la firma del convenio (…). Queremos asegurar a la comunidad que ningún seleccionado que haya cumplido cabalmente con los requisitos establecidos en las bases quedará sin hacer uso de su beca”.



Al respecto, debo señalar que el perjuicio comienza desde el momento de informar al postulante a la beca como beneficiario y posteriormente negarlo a través del impedimento de la firma del convenio.



En quinto lugar, el Presidente me indicó que, a la fecha, de los 387 seleccionados por el Comité Asesor del Programa de Formación de Capital Humano Avanzado de CONICYT 294 han firmado sus convenios, y que hay un plazo de 6 meses para hacerlo.



Existe un número importante de beneficiarios que no han podido suscribirlos.



Yo pedí al Presidente de CONICYT que me entregara la nómina de los seleccionados reales.



Me remitió a la página web de CONICYT.



Entonces, no tenemos claridad en cuanto a quiénes no tienen posibilidad de firmar los convenios.



Los hechos relatados francamente son inaceptables y contravienen -como lo expuse- las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y, también, derechos consagrados en nuestra Carta Fundamental.



Señor Presidente, teniendo CONICYT, como institución pública, la responsabilidad y el deber de solucionar esta situación, traspasa la responsabilidad de su accionar hoy día a los perjudicados. Y les dice verbalmente -porque se ha negado hasta ahora a entregarles una respuesta por escrito- que no se preocupen, ya que pueden postular a un segundo concurso.



Eso me lo notificaron por escrito.



Pero no hay ninguna certeza de que ellos queden aceptados en ese segundo concurso, lo que, obviamente, parece impresentable.



Si el Presidente de CONICYT tiene la facultad para no dejar sin efecto un concurso (porque plantea la realización de uno nuevo) que ha llevado a cabo, donde hay buena fe, en que las personas cumplieron cada uno de los requisitos que se les exigieron, debiera -si eso no pasa a llevar los derechos de otros- mantener el beneficio que se ha otorgado.



Señor Presidente, pido oficiar formalmente al Ministerio de Educación al objeto de que la situación expuesta se aclare cuanto antes (porque ha pasado más de un mes desde que ocurrió) y se mantenga el beneficio justamente recibido.

El señor CHAHUÁN.- Con la adhesión de los Senadores presentes. 

La señora RINCÓN.- Yo hago la solicitud en mi nombre. Pero si se suman todos, mejor.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado, en nombre de la Honorable señora Rincón, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Senadores señores Chahuán, Horvath, Escalona, Navarro y Bianchi.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, les agradezco en nombre tanto de los alumnos del magíster en comento -varios de ellos son de la Universidad del Mar- que están sufriendo por la situación descrita cuanto de sus familias.



Todo lo que han hecho por salir adelante se les ha reconocido con el otorgamiento de la referida beca, que los distingue por sus esfuerzos académicos. Y nosotros, como Estado, no podemos negarles un derecho que va en la línea de lo que decimos defender. 

REITERACIÓN DE VIOLENCIA POLICIAL CONTRA JÓVENES UNIVERSITARIOS. OFICIO
La señora RINCÓN.- Señor Presidente, voy a plantear un hecho que pido transmitirle al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública: la reiterada violencia policial.



César Reyes, de 17 años, estudiante del Liceo Barros Borgoño, fue detenido ilegalmente, torturado e interrogado sin la presencia de su abogado. Incluso, vimos las declaraciones del juez de garantía, quien señaló que se emplearon “métodos cercanos a una dictadura”.



Al salir en libertad, y con visibles hematomas provocados por la violencia policial, César entregó su relato y acusó de que fue golpeado brutalmente y torturado en el cuartel de la BIRO, de la PDI, en Las Condes, donde lo obligaron a desnudarse.



Ese joven declaró además que fue subido a la fuerza a un auto, a la salida de la universidad; que le pusieron una capucha, y que le apretaron el cuello.



Agregó que, una vez en el cuartel…

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Perdón, señora Senadora, pero finalizó su tiempo. 



Le daré el tiempo necesario para terminar, pero ojalá que... 

La señora RINCÓN.- Concluyo con esto, señor Presidente. 



Decía que, una vez en el cuartel, a César Reyes lo obligaron a abrir su Facebook y le exigieron dar los nombres de los compañeros que andaban con él.



Ese joven estudiante fue además amenazado de que se le perseguiría de por vida y de que no lo dejarían tranquilo. 



Señor Presidente, relatos como ese también hemos conocido a propósito de lo ocurrido a un alumno en el campus Valentín Letelier, de la UFRO, quien fue perseguido por civiles que descendieron de una camioneta roja marca Dodge, patente FH WD 18.



Asimismo, sabemos de la detención de la joven universitaria Valentina Avendaño (todos la vimos en las noticias), quien fue “mechoneada” en la Plaza de Armas y pedía una colaboración en monedas.



Tengo antecedentes de otros casos. Pido que se acompañen al oficio dirigido al Ministro del Interior.



Señor Presidente, lo que acabo de exponer no habla bien de la labor que a nuestro entender deben desarrollar las fuerzas policiales, a las que todos respetamos y valoramos.



Por lo tanto, es importante que el Ministro del Interior, como jefe superior, dé cuenta de los hechos narrados y nos informe qué ocurrió efectivamente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la Honorable señora Rincón, conforme al Reglamento, con la adhesión del Senador señor Navarro.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

TÍTULOS DE DOMINIO PARA DUEÑOS DE PALAFITOS EN BORDE COSTERO. OFICIOS
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en forma breve, quiero insistir en un proyecto de ley para el que desde hace ya más de un año vengo tratando de conseguir patrocinio del Ejecutivo, independiente incluso de que la idea fue acogida por el Ministro de Defensa de la época, don Andrés Allamand, y por la Ministra de Bienes Nacionales de entonces, señora Catalina Parot. 



Lamentablemente, el cambio de gabinete habido en su momento volvió a frenar esa iniciativa. Y no hemos tenido ningún avance, aun cuando sabemos que la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales la ha estudiado con detenimiento.



El referido proyecto intenta solucionar la carencia de títulos de dominio que afecta a quienes habitan en los palafitos ubicados en la provincia de Chiloé, particularmente en las comunas de Castro y Ancud. 



Vengo insistiendo en el punto desde hace tiempo. Los palafitos enorgullecen a nuestro país. Incluso, la promoción de Chile en el exterior se hace con las imágenes de ellos. Pero resulta que quienes los habitan no tienen la posibilidad de acceder a los títulos de dominio. Y ello, por una razón muy simple: porque se encuentran ubicados en el borde costero. 



Se trata, pues, de una situación complejísima, a la que hasta ahora no se le ha podido encontrar solución definitiva. 



Yo propuse un proyecto de ley. Sin embargo, necesariamente debe ser patrocinado por el Ejecutivo, pues se trata de funciones de organismos públicos; en consecuencia, no hay iniciativa parlamentaria.



El texto pertinente plantea que el Ministerio de Bienes Nacionales, en conjunto con los municipios respectivos, entregue los títulos de dominio. Y se fija un plazo para resolver la situación. No estoy hablando de una norma permanente, sino de una que dure 5 o 6 años, o el tiempo que se estime conveniente.



Ahora, como está involucrada la Armada, por tratarse del borde costero, agregué que durante el trámite que deba realizarse ante el Ministerio de Bienes Nacionales y los municipios se consulte al Comandante en Jefe de aquella Institución, de manera que respecto de los lugares donde haya interés naval o de defensa (prácticamente no existen, pero es una providencia que habría que tomar) se evite la entrega de títulos de dominio.



Señor Presidente, por ejemplo, en todo el borde costero de la comuna de Castro, donde se están instalando restoranes, e incluso hoteles y residencias -allí existe todo un proyecto de expansión turística-, si llegara Carabineros, tendría que poner término al expendio de bebidas alcohólicas, pues en ese lugar no es posible otorgar patentes para tal efecto por carecer la gente de títulos de dominio. 



Por lo tanto, se trata de un cuello de botella enorme.



Es francamente absurdo que exista tal problema. Pero existe. Y son centenares de pequeños propietarios los perjudicados. 



Yo había avanzado bastante. Pero, desafortunadamente, se produjo el referido cambio de gabinete, y hasta ahí llegó mi esfuerzo para encontrar una salida.



Entonces, señor Presidente, quiero insistir de nuevo en que, con relación a lo expuesto, se oficie al propio Presidente de la República, por tratarse de una materia interministerial, y a los Ministros de Defensa y de Bienes Nacionales. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Escalona, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Uriarte.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

NECESIDAD DE REGULACIÓN LEGAL ANTE COBRO ABUSIVO DE COMISIONES BANCARIAS
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el Ministro de Hacienda, don Felipe Larraín, confirmó ayer que los Ministerios de Hacienda y de Economía y el SERNAC trabajarán en conjunto con la banca para ver la forma de aplicar en la práctica las nuevas normativas de la Superintendencia de Bancos en materia de comisiones.



Aquello molesta, porque ¡no vamos a dejar al gato cuidando la carnicería, sino al león...!



Vale decir, la banca va a analizar junto con las otras instancias que señalé las nuevas normativas para que no se siga abusando de las miles y miles de personas, mujeres y hombres de nuestro país, que depositaron su confianza, por ejemplo, en lo que alguna vez fue el Banco del Estado (no sé hace cuántos años se le quitó la contracción “del”), denominado ahora “BancoEstado”; y falta colocarle al lado “S.A.” (sociedad anónima).



El BancoEstado hoy día ejecuta, remata, cobra intereses abusivos, y ha dejado en la ruina, en la calle, a personas de gran esfuerzo que depositaron su confianza en sus libretas de ahorro y han sido objeto de reiterados abusos vía cobro de comisiones.



En mi Región, particularmente en Magallanes, existe una costumbre, un hábito: mucha gente de bastante esfuerzo deposita toda su confianza en el BancoEstado (ya no “del Estado”); pero se ha visto muy afectada con cobros abusivos, aplicados de manera absolutamente unilateral.



Señor Presidente, los abusos cometidos por los bancos a través del cobro de comisiones han sido mi preocupación desde hace harto tiempo.



En mayo de 2007 presenté un proyecto que proponía la incorporación de un párrafo 2, nuevo, en el TÍTULO VIII del decreto con fuerza de ley N° 3, Ley General de Bancos, denominado “Bases para la Fijación de Tarifas por los Productos o Servicios Bancarios”.


En los fundamentos señalaba que, no obstante la normativa dictada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en materia de cobro de comisiones, era necesario que al máximo nivel legal -y no solo reglamentario- se establecieran disposiciones claras que, por un lado, fijaran un marco transparente para las instituciones bancarias y financieras, y por otro, protegieran a los usuarios ante las comisiones abusivas cobradas por aquellas.



Tras más de cinco años de formulada dicha iniciativa de ley, los resultados de los largos litigios judiciales seguidos por agrupaciones de consumidores y por el SERNAC en contra de CENCOSUD y de BancoEstado a raíz del alza unilateral de comisiones que aplicaron reafirman nuestra convicción de que no resulta suficiente una regulación de la materia por la Superintendencia de Bancos, sino que además es menester una regulación legal, en forma de fijar reglas claras y dar tranquilidad tanto a las empresas que se dedican al negocio bancario y financiero cuanto, y por sobre todo, a sus clientes.



Al terminar mis palabras, quiero señalar que hoy día volví a presentar a la Mesa un proyecto de ley que pretende normar la materia expuesta.



No podemos esperar que se regule en la forma que indicó el Ministro de Hacienda: a través de los Ministerios de Hacienda y de Economía, del SERNAC y de la propia banca.



En mi concepto, no se puede pasar de largo al Congreso Nacional. La discusión debe estar aquí, en el Parlamento, para definir la situación de lo que alguna vez fue el Banco del Estado, institución que hoy día, por desgracia, no da tranquilidad, no da garantías, no da seguridad, no da confianza a los usuarios, a los clientes.



Por lo tanto, le señalo al Gobierno, por un lado, que aquí existen proyectos de ley encaminados en aquella línea, y por otro, que es indispensable la participación activa del Congreso Nacional en esta materia, para resguardar de mejor manera, primero, la discusión, y segundo, la actuación de las futuras administraciones de la banca en nuestro país.



He dicho.

El señor NAVARRO.- Me sumo al oficio que se va a remitir, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Bianchi, conforme al Reglamento, con la adhesión del Senador señor Navarro.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Movimiento Amplio Social, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

CRÉDITOS SOCIALES ABUSIVOS DE CAJAS DE COMPENSACIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el abuso cometido mediante los créditos sociales concedidos por las cajas de compensación sigue, por desgracia, vigente.


La circular N° 2824 de la Superintendencia de Seguridad Social, que reguló las condiciones en que se otorgaban préstamos de aquella índole a personas con pensiones básicas solidarias, no es retroactiva.


En la actualidad hay más de 600 mil créditos sociales concedidos a pensionados que continúan sujetos a una normativa abusiva, con tasas de interés altísimas y plazos que llegan hasta los 84 meses (7 años).



En julio de 2012 interpusimos una denuncia ante la SUSESO para solicitar que se fiscalizara el lucro en las cajas de compensación.


Un tercio de los créditos sociales concedidos por aquellas a pensionados se entregaron en condiciones abusivas. Y, lamentablemente, continúan vigentes. 



La normativa que regula los créditos sociales que las cajas de compensación les otorgan a beneficiarios de pensiones del Estado (circular N° 2824 de la SUSESO) no es retroactiva. Por tanto, los concedidos antes de julio de 2012 a 84 meses plazo -o sea, a 7 años- y con altas tasas de interés permanecen activos sobre pensiones básicas solidarias, asistenciales y de invalidez.


¡Eso es increíble, señor Presidente!



Desde marzo de 2012 hemos venido denunciando el abuso cometido por las cajas de compensación. Y hemos calificado sus créditos de “créditos de la muerte”, pues, con los plazos fijados, muchos no se van a pagar en vida.



Recurrimos a la Superintendencia de Seguridad Social para que nos explicara cómo se entiende que las cajas de compensación, que hoy no persiguen fines de lucro, estén violando la ley a través de sociedades espejo y no cumplan el objetivo de administrar prestaciones de seguridad social.


Tales instituciones abusan de sus clientes en la medida que los contratos contemplan cobros ilegales, altos intereses, relaciones con otros negocios.



Hemos exigido poner término a esos contratos, pero en particular a los suscritos con la Caja de Compensación Los Héroes, la que, abusando de sus facultades como caja pagadora de pensiones estatales, comenzó una campaña sistemática de endeudamiento dirigida a los pensionados.



Frente a esa denuncia, la SUSESO y el Gobierno implementaron la circular N° 2824. Sin embargo, no se ha corregido por completo la situación consistente en que las cajas de compensación endeuden a los pensionados más vulnerables de nuestro país sin piedad y sin medir ninguna consecuencia social.


Señor Presidente, es necesario que la Superintendencia de Seguridad Social evalúe la retroactividad de la circular N° 2824 a fin de que se regularice por completo la situación descrita para que los préstamos se sirvan con un cobro mensual de no más de 5 por ciento de las pensiones básicas solidarias (o sea, un descuento no superior a 3 mil 924 pesos mensuales) y se programen a plazos de hasta 5 años.



Señor Presidente, se equivoca la Superintendenta de Seguridad Social, doña María José Zaldívar, cuando dice que las cajas de compensación “no captan recursos del sistema público; tienen una fuente de financiamiento distinta y, además, deben reinvertir los excedentes". 


Le recuerdo a dicha personera que las cajas de compensación y asignación familiar se financian con una cotización de 0,6 por ciento, con cargo al 7 por ciento, en el caso de los trabajadores. Y a los pensionados se les entregan créditos con recursos que financia el Estado; es el caso de las pensiones solidarias, que corresponden a asignaciones estatales, en que el descuento se realiza directamente de ellas, con riesgo cero y cobro asegurado.



El mejor negocio del mundo: ¡riesgo cero y cobro asegurado...!



Con respecto a los excedentes, las cajas de compensación operan igual que las universidades privadas: tienen una serie de sociedades espejo, a través de las cuales hacen retiro de las ganancias millonarias que dejan, entre otras prestaciones, los créditos.



Además, dichas cajas han constituido una serie de negocios tanto en el campo educativo -por ejemplo, el Centro de Formación Técnica ProAndes- cuanto en el área de los recursos humanos. 


Por eso esperamos expectantes la respuesta que dará la SUSESO ante la denuncia formulada.



Señor Presidente, en mi concepto, la situación es gravísima.



El artículo 3° de la ley N° 18.833 dispone: “Las Cajas de Compensación estarán sometidas a la supervigilancia y a la fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social”.



Derechamente, la SUSESO no ha cumplido. Los créditos en comento han causado un impacto que se ha hecho público a través de múltiples denuncias. 



Las cajas de compensación registran 4,6 millones de afiliados, más unos 2 millones de carga familiar, de los cuales 1 millón 376 mil 728 son pensionados, a agosto de 2011. Es decir, tales instituciones impactan directa o indirectamente en la vida de casi 8 millones de personas.


Actualmente existen en Chile cinco cajas de compensación: 18 de Septiembre, Gabriela Mistral, La Araucana, Los Andes y Los Héroes. En conjunto tienen más de 200 oficinas en todo el país y cuentan con casi 80 mil empresas afiliadas.



Según la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, entre sus principales “logros” en el tiempo se hallan la posibilidad de que las cajas administren cuentas de ahorro para la vivienda (1993); el ingreso de los pensionados al sistema (1998); la incorporación de los funcionarios públicos al sistema (2007); el aumento del plazo de restitución de los créditos sociales de cinco a siete años (2008); la emisión por las cajas de mutuos hipotecarios endosables (2009); la presentación del proyecto de ley que permite la futura afiliación de los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA (se encuentra en trámite en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados).



El artículo 21 de la ley N° 18.833 establece que el régimen de créditos de las cajas de compensación, llamados “créditos sociales”, consiste en otorgar créditos a sus afiliados, sean trabajadores o pensionados, y préstamos en dinero destinados a financiar bienes de consumo (trabajo, educación, recreación) de distinta naturaleza; a la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios. En definitiva, créditos -comillas- sociales.



¿Pero qué sucede? Los plazos máximos (hasta la última circular anunciada por el Ministerio del Trabajo y la Superintendencia de Seguridad Social, de fecha 17 de abril reciente) por los cuales se podían entregar créditos sociales llegaban a 7 años: los primeros, ampliables hasta 15, solo para el ítem educación; y los segundos, hasta 40 (¡40 años!), únicamente para el ítem vivienda. 


Para algunos ejecutivos de las cajas, la diferencia con la banca estriba en que “las cajas no discriminan por riesgo”. Pero lo anterior es explicable porque a una beneficiaria de una pensión básica solidaria de 67 mil pesos, de 80 mil pesos, son capaces de entregarle un crédito a siete años, con una edad de 84 años, y con un descuento de más del 20 por ciento de su pensión.



Las cajas de compensación son calificadas como un “buen negocio”, dadas las cifras que muestra la propia industria en su página web:



1. Además del número de afiliados y de empresas adheridas, administran 266 mil cuentas de ahorro para la vivienda.



2. Este sistema de cajas es el número uno en prestaciones dentales en el país.



3. En su conjunto, las cajas participan de 243 mil atenciones médicas y exámenes anuales.



4. Son la primera cadena hotelera y de centros recreacionales en Chile, gracias a más de 133 centros turísticos y deportivos propios.



5. Son la quinta organización del país en el “negocio de la educación”, gracias a su red de colegios e institutos.



En agosto de 2008 las cajas de compensación debieron devolver -esto es increíble, señor Presidente- alrededor de 4 mil millones de pesos a los afiliados que hubieran incurrido en pagos duplicados por créditos sociales -¡les cobraban dos veces las cuotas!-, luego de que la SUSESO detectara el exceso y obligara al inicio inmediato del reembolso.



En diciembre de 2009 la Superintendencia les exigió a las cajas de compensación devolver a sus afiliados la suma de 2 mil 800 millones de pesos por concepto de “pagos en exceso de cuotas de créditos sociales”. Los beneficiarios de dicha medida fueron 115 mil 853 personas, con un promedio de reintegro de 24 mil 543 pesos, aunque en algunos casos el monto a devolver llegó al millón de pesos. 


¡Este es el abuso desatado, señor Presidente! ¡El abuso desatado no solo de la banca, no solo de CENCOSUD, no solo de las tarjetas de crédito!



Con fecha 23 de septiembre de 2010, la Dirección del Trabajo ratificó el dictamen 4185, que reconsidera dictámenes anteriores que señalaban que era necesario que, al momento de suscribir el finiquito, el trabajador ratificara nuevamente su voluntad para que se le aplicaran los descuentos del crédito en las indemnizaciones legales.



A esto se suma el inaceptable hecho de que todos los que concurren a las cajas de compensación a pagarse, que son pensionados y jubilados de todas las cajas, sean atrapados por captadores de créditos, que en definitiva los inducen a tomar créditos que se alargan hasta después de su muerte.



Hemos denunciado ante el SERNAC Financiero que las cajas desarrollan técnicas abusivas de contratación, con poca o inexacta información. Asimismo, denunciamos ante el Servicio Nacional de la Discapacidad casos de personas no videntes o con escasa audición que no saben qué están firmando, puesto que las cajas de compensación no poseen una política crediticia para las personas no videntes.



A nuestro juicio, la Caja Los Héroes ha infringido el contrato de licitación con el Instituto de Previsión Social. No es aceptable que en dependencias comunes del IPS y Los Héroes existan promotores del endeudamiento, así como tampoco es posible que se envíen circulares a los ejecutivos con la exigencia de que “todos los pensionados deben salir de esta dependencia con una simulación de crédito bajo el brazo”.



Todo ello nos lleva a concluir que las cajas de compensación hace rato están lucrando, es decir, están generando grandes utilidades no reinvertidas, sino repartidas entre sus socios. ¿Quiénes son los socios? Por eso pedimos a la Superintendencia de Seguridad Social que nos indique qué está sucediendo con las utilidades generadas por estas cajas, supuestas entidades sin fines de lucro que han otorgado más de 2 millones 595 mil 316 créditos a la fecha, equivalentes a más de 3 mil 300 millones de dólares, muchos de ellos en condiciones irregulares y producto de una evidente asimetría en la información.



Las aseveraciones que vertimos no son antojadizas.



Por ejemplo, el Diputado Patricio Melero, de la UDI, ha acusado directamente a las cajas de compensación de “actuar como entidades con fines de lucro”, añadiendo que lo que busca “es establecer alguna fórmula de regulación, porque ese tipo de préstamos muchas veces se entrega por encima de las tasas de interés convencionales o establecidas, lo que está afectando sobre todo a un sector pasivo que normalmente tiene ingresos muy limitados y pacta en formas de pago que se las descuentan automáticamente”.



Señor Presidente, esto es transversal.



Colocamos todos estos indicios a disposición de la Superintendencia, a efectos de que se investigue si a través de ellos puede concluirse que las cajas de compensación efectivamente están violando la normativa que prohíbe lucrar con la actividad.



La ley Nº 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar, sustitutivo del contenido en el decreto con fuerza de ley N° 42, de 1978, dispone de manera muy clara en su artículo 1º:



“Las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, en adelante Cajas de Compensación, entidades de previsión social, son corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro, cuyo objeto es la administración de prestaciones de seguridad social; se regirán por esta ley, sus reglamentos, sus respectivos estatutos y supletoriamente por las disposiciones del Título XXXIII del Libro I del Código Civil”.



Cuando se habla de personas sin fines de lucro, hay que acogerse a la definición doctrinaria. Las personas jurídicas son, de acuerdo con la doctrina, entidades colectivas que tienen una personalidad propia, independiente de la personalidad individual de las personas físicas que la componen. Son sujetos de derechos, en tanto pueden contraer obligaciones y detentar derechos. Su constitución, regulación y autonomía está garantizada por el derecho de asociación.



El artículo 545, inciso primero, del Código Civil dispone: “Se llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente”.



Ahora bien, las personas jurídicas se clasifican, entre otras categorías, en las que:



a) No persiguen fines de lucro.



b) Sí persiguen fines de lucro.



Las organizaciones con fines de lucro se asimilan a las sociedades, aquellas personas jurídicas que buscan el lucro, la generación de utilidades. Cuando reparten esas utilidades, pagan impuesto a la renta.



Las sin fines de lucro son organizaciones cuyos ingresos no son repartidos entre sus socios, sino que se destinan a su objeto social. Como no se reparten utilidades, no pagan impuesto a la renta.



Para el Servicio de Impuestos Internos, las personas jurídicas sin fines de lucro son contribuyentes de impuesto al valor agregado (IVA), pero no a la renta. Y las define así:



“Son organizaciones que no tienen como objetivo el lucro económico; esto es que, a diferencia de las empresas, los ingresos que generan no son repartidos entre sus socios, sino que se destinan a su objeto social. En consecuencia, los ingresos que obtienen y que solo estén constituidos por cuotas sociales que aportan sus asociados, para el financiamiento de las actividades sociales que realiza, no constituyen renta para los efectos tributarios, como asimismo, todo otro ingreso que una ley determinada tipifique como no constitutivo de renta tributable.



“Dentro de este grupo de contribuyentes se consideran:



“• Fundaciones



“• Corporaciones



“• Asociaciones gremiales



“• Sindicatos



“• Juntas de vecinos y organizaciones comunitarias



“• Cooperativas



“• Otras instituciones cuyo objeto no es el lucro económico.”.



Señor Presidente, el informe sobre lucro en educación estableció que “Se define como institución educativa con fines de lucro toda aquella en donde…

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor NAVARRO.- Estoy terminando, señor Presidente.



Dicho informe estableció que “Se define como institución educativa con fines de lucro toda aquella en donde, del total de utilidades obtenidas por su actividad económica, una parte es reinvertida en la institución, mientras que otra parte se transforma en ganancia directa para los dueños de ésta”.



Señor Presidente, en Chile la ley prohíbe a las universidades privadas el lucro. Sin embargo, estos establecimientos han burlado la norma a través del “uso de inmobiliarias, bajo la dirección de éstos, quienes arriendan las instalaciones a la universidad, y por ende, obtienen ingresos a través del pago de éste, desde la universidad hacia la inmobiliaria, manteniendo todo el proceso dentro del marco legal, pero violando el real espíritu de la ley, que busca el no desvío de parte de las ganancias hacia fines distintos de los perseguidos por el proyecto educativo”, que no incorpora el lucro.



Algo parecido sucede con las cajas de compensación, pues vemos que, lejos de cumplir su objetivo de administrar prestaciones de seguridad social, abusan de sus clientes mediante cobros ilegales, créditos leoninos, técnicas abusivas de contratación, altos intereses, con muchos negocios asociados.
El señor URIARTE (Presidente accidental).- Terminó su minuto, señor Senador.


Le voy a dar uno más, para que pueda concluir.
El señor NAVARRO.- Gracias.



Por ello, señor Presidente, le hemos solicitado a la Superintendenta de Seguridad Social que, en vista de sus facultades legales, realice una fiscalización a fondo de las cajas de compensación constituidas de acuerdo a la ley, para efectos de indagar si se ciñen al artículo 1º de la ley Nº 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar, sustitutivo del actual, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 42, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en cuanto prohíbe el lucro o reparto de utilidades en las cajas de compensación.



Esperamos que la SUSESO esté a la altura, que esta investigación se realice, y que podamos tener la certeza de que el organismo fiscalizador está cumpliendo su tarea.



Señor Presidente, ruego remitir esta intervención a la Superintendencia de Seguridad Social, a todas las cajas de compensación y a las asociaciones de jubilados e integrantes y beneficiarios de las referidas cajas.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor URIARTE (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:9.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361

A C T A S   A P R O B A D A S

SESIÓN 19ª, ESPECIAL, EN MARTES 7 DE MAYO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Cristián Larroulet, señora Patricia Pérez y señor Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


El acta de la sesión 18ª, ordinaria, de 30 de abril del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, a la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


2.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha elegido como su Presidente y como Primer y Segundo Vicepresidentes, a los Honorables Diputados señores Edmundo Eluchans Urenda, Joaquín Godoy Ibáñez y Roberto Delmastro Naso, respectivamente.


- Se toma conocimiento.
- - -


A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien, con arreglo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento, se refiere a las expresiones vertidas por el señor alcalde de la comuna de Puerto Varas. 

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


Al efecto, la Sala acuerda fijar dicho plazo hasta el 13 de mayo próximo, a las 12:00 horas, debiendo ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los alumnos del colegio Nuestra Señora del Rosario, de la comuna de Las Condes, que se encuentran en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.

El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 199 quáter, renovada, para agregar un inciso primero, nuevo, al artículo 15, contenido en el numeral 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, y ofrece la palabra al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 18 votos en contra y 6 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto y Rossi.

- - -


A continuación, se pone en discusión la indicación número 275 bis, renovada, que propone agregar nuevos incisos al artículo 15 de que se trata, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación señalada, es rechazada por 19 votos en contra y 6 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas -en su nuevo segundo informe- que sustituye los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1° del proyecto, por un inciso cuarto, nuevo, la que es aprobada por 20 votos a favor y 7 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín Fernández y Novoa.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Rossi.

- - -

Cabe señalar que la Honorable Senadora señora Von Baer hace expresa reserva de constitucionalidad sobre este punto.

- - -

Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión las indicaciones números 286, 287 y 288, renovadas, para reemplazar las letras a), b), c) y d) del artículo 15 ter, contenido en el numeral 13 -que pasaría a ser 15- del artículo 1° del proyecto y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Chahuán. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas indicaciones, son rechazadas por 21 votos en contra y 5 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Horvath, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Navarro.
- - -


Cabe señalar que el Honorable Senador señor Navarro hace expresa reserva de constitucionalidad sobre este punto.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 289 bis, renovada, para agregar un párrafo nuevo a la letra a) del artículo 15 ter de que se trata. Al efecto, otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Rossi. Intervienen, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

- - -


En su alocución, el señor Ministro indica que se recogerá esta materia en la Comisión Mixta que debiera formarse.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación reseñada, es rechazada por 18 votos en contra, 14 a favor y 3 abstenciones.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Orpis, Espina, Cantero, Zaldívar y Larraín Peña y señora Von Baer.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Horvath, señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Navarro, Ruiz-Esquide, Gómez, Tuma y Girardi.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi y Pizarro.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día -quedando pendiente la discusión de este asunto- y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 20ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE MAYO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro y, en calidad de accidental, del Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Educación, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Cristián Larroulet, señora Carolina Schmidt y señor Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:

1.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


2.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


3.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


Además, hace presente la urgencia, en el mismo carácter de “suma”, a la tramitación del proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, a la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, comunicó su ausencia del territorio nacional los días 25 a 27 del mes de abril, en visita oficial a la ciudad de Puerto Príncipe, República de Haití, para participar en la Cumbre de la Asociación de Estados del Caribe.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogó, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


Con el segundo, informa que, en uso de sus facultades, ha resuelto retirar el oficio con el que había solicitado el acuerdo del Senado para el nombramiento de un cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema  y, en virtud de lo precedentemente expuesto, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de ese Alto Tribunal al señor Ricardo Blanco Herrera (Boletín Nº S 1.569-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú”, suscrito en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio de 2012 (Boletín N° 8.801-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Espina y Tuma, que fortalece la persecución de falsificación de tarjetas bancarias y obtención fraudulenta de datos (Boletín N° 8.856-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (Boletín Nº 7.818-14). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


1.- Artículo 171 del Código Tributario. 


2.- Artículos 207, letra b), de la ley N° 18.290, Ley del Tránsito, y 39 y 40 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Remite copia de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo único de la ley Nº 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las obras ejecutadas en 2012 y de las inversiones previstas para el presente año en el Canal Papen, en la comuna de Chiguayante.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre instalación de Tribunales Ambientales e informa que los antecedentes relativos a denuncias por daño ambiental supuestamente causado por las termoeléctricas Bocamina II y Santa María, en la comuna de Coronel, fueron remitidos a la Superintendencia del Medio Ambiente. 

Del señor Ministro Presidente del Consejo
Nacional de la Cultura y las Artes


Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre intervención de aquel Consejo en la investigación judicial que busca aclarar las causas de la muerte del poeta Pablo Neruda, Premio Nobel de Literatura.
Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Da contestación a petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre estudios de factibilidad para la creación de la comuna de Dichato.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde una consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a fiscalización del cumplimiento de la ley     N° 20.058 en lo que atañe al feriado anual de los trabajadores de naves mercantes de cabotaje, de las regiones de Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, y provincia de Palena. 

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Adjunta copia de informe del señor Director del Servicio de Impuestos Internos que responde consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre el efecto derivado de la aplicación del artículo 5° de la ley N° 20.259, que restringió la franquicia IVA a la construcción.

De Deloitte Auditores y Consultores Limitada


Remite, por mandato de los artículos 41 y 44 de la ley              N° 18.556, un ejemplar del informe del proceso de auditoría que esa empresa independiente practicó con el objeto de determinar si el Registro Electoral contiene los antecedentes dispuestos por la ley.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, segundo informe recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, informe recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago con fecha 13 de marzo de 2012 (Boletín Nº 8.842-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Rossi, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.640 con el fin de habilitar un nuevo plazo de declaración de candidaturas en la elección primaria, que debe realizarse el día 30 de junio de 2013, para nominar candidatos a cargos parlamentarios (Boletín N° 8.923-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que incorpora en el Título III del Libro Segundo del Código Penal un párrafo que tipifica y sanciona delitos contra el medio ambiente, y adecua la legislación vigente en la materia (Boletín N° 8.920-07).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 21 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en materia de difusión de los proyectos de ley y regulación de la participación de personas u organizaciones sociales en el estudio de aquéllas (Boletín N° 8.921-07). 


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, con la que se da inicio a un proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 


De los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Chahuán y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 164 de la Ley de Tránsito con el objeto de sancionar a los conductores y organizadores de carreras de vehículos no autorizadas por la autoridad competente, como responsables de los delitos que señala (Boletín N° 8.919-15). 


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Rincón y señores Coloma, Chahuán, Frei, Horvath, Novoa, Orpis, Uriarte y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que requiera de Unasur instar por el cumplimiento del compromiso que el Consejo Nacional Electoral de Venezuela asumió de determinar una metodología que permita la auditoría total de las mesas electorales (Boletín Nº S 1.566-12).


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Alvear y señores García, Horvath, Kuschel, Letelier, Orpis, Sabag, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República el envío de un mensaje legislativo para conferir autonomía al Servicio Médico Legal, dotándolo del presupuesto y planta adecuados a la naturaleza de sus funciones y, asimismo, que adopte las providencias administrativas conducentes a modernizar su gestión (Boletín Nº S 1.567-12).


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República, tenga a bien destinar recursos a los Servicios de Salud de regiones extremas para solventar el regreso de los pacientes fallecidos que fue necesario trasladar a centros hospitalarios de más alta resolución y de sus familiares (Boletín Nº S 1.568-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Luego de la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de   S. E. el Presidente de la República, por medio del cual solicita se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 9:30 horas de dicho día.


- Se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Autorizar a la Comisión de Hacienda para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materia de plantas (Boletín N° 8.662-05).


2.- Citar a Sesión Especial para el día miércoles 22 de mayo de 2013, entre las 11:30 horas y las 14:00 horas, para continuar el tratamiento del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín Nº 6.190-19), siempre que no haya sido ya despachado.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicita recabar el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11), vuelva a la Comisión de Salud para un informe complementario del nuevo segundo informe.


Al efecto, la Sala accede a lo solicitado y fija un nuevo plazo para presentar indicaciones -en la Secretaría de la citada Comisión- hasta las 13:00 horas del día 27 de mayo de 2013.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Zaldívar ha solicitado obtener el asentimiento de la Sala a objeto de transmitir en nombre del Senado de la República de Chile sus condolencias al pueblo y al Senado de la República de Italia, con motivo del fallecimiento del Honorable Senador señor Giulio Andreotti.

Así se acuerda.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

HOMENAJE

Homenaje en memoria del ex Senador y ex

Presidente del Senado, don Adolfo Zaldívar Larraín

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al ex Presidente del Senado, don Adolfo Zaldívar, recientemente fallecido.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Sabag, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano; Prokurica, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional; Escalona, en nombre del Comité Partido Socialista; Coloma, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente; Gómez, en nombre del Comité Partido Radical Social Demócrata, y Navarro, en representación del Comité Partido Movimiento Amplio Social. 


Luego, el Honorable Senador señor Andrés Zaldívar agradece, en su nombre y en el de su familia, las expresiones vertidas durante el homenaje.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia de la familia y amigos del ex Presidente del Senado, don Adolfo Zaldívar Larraín, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.

El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.
- - -


En primer término, el señor Presidente pone en votación la indicación número 289 ter, renovada, para agregar nuevos párrafos a la letra a) del artículo 15 ter, contenido en el número 13 -que pasaría a ser 15- del artículo 1° del proyecto, la que es rechazada por 20 votos en contra y 4 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión la indicación número 289 quáter, renovada, para agregar un párrafo nuevo a la letra a) del artículo 15 ter de que se trata, y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 20 votos en contra, 4 a favor y una abstención. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.

Se abstiene, la Honorable Senadora señora Rincón.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 289 quinquies, renovada, para agregar un párrafo final, nuevo, a la letra a) del artículo 15 ter de que se trata, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 23 votos en contra y 6 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la indicación número 290 bis, renovada, para agregar un párrafo nuevo a la letra b) del artículo 15 ter de que se trata, y se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada con la misma votación anterior.

- - -


A continuación, se pone en discusión la indicación número 290 ter, renovada, también para agregar un párrafo nuevo a la letra b) del artículo 15 ter de que se trata, y se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.


La indicación es retirada.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas consistente en sustituir el artículo 15 ter de que se trata, la que es aprobada por la unanimidad de los 24 Honorables Senadores presentes.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 304, renovada, para sustituir el inciso segundo del artículo 15 quáter, contenido en el número 13 -que pasaría a ser 15- del artículo 1° del proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Novoa, señora Von Baer y señor Letelier. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 17 votos en contra, 8 a favor, 5 abstenciones y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Pizarro.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, García y Girardi.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.

- - -

Luego, el señor Presidente pone en votación la proposición de las Comisiones unidas para el inciso segundo del artículo 15 quáter de que se trata, que es aprobada por 20 votos a favor y 10 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Girardi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Enseguida, se pone en votación la proposición de las Comisiones unidas para los incisos tercero y cuarto del artículo 15 quáter de que se trata, que es aprobada con la misma votación anterior, dándose así cumplimiento al quórum constitucional exigido.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de las Comisiones unidas para el inciso primero del artículo 15 quáter de que se trata, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Letelier y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y sometida a votación la referida propuesta, es aprobada por 30 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro y Rossi.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para el artículo 16, contenido en el número 14 -que pasaría a ser 16- del artículo 1° del proyecto y se otorga la palabra al Honorable Senador señor Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 27 votos a favor y un voto en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la indicación número 347 bis, renovada, para agregar un inciso final al artículo 16 de que se trata, la que es rechazada por 22 votos en contra y 4 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier, Navarro y Zaldívar.

- - -

Luego, se pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas respecto del artículo 17, contenido en el número 17, nuevo, del artículo 1° del proyecto, con excepción del inciso sexto -para el cual se ha pedido votación separada-, la que es aprobada por la unanimidad de los 28 Honorables Senadores presentes, dándose así cumplimiento al quórum constitucional exigido.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el inciso sexto del artículo 17 de que se trata, y otorga la palabra al Honorable Senador señor Espina.


Cerrado el debate y puesto en votación el inciso, se produce el siguiente resultado: 17 votos a favor, 3 en contra, 5 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Escalona, García, Girardi, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Girardi, Pizarro, Escalona y Prokurica.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Peña y Novoa.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Novoa.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Larraín Fernández, Pérez Varela y Orpis.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar esta norma, por lo que corresponde darla por rechazada.


Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el inciso sexto de que se trata.

- - -


La Sala acuerda autorizar la presentación de una indicación sobre la materia de que trata el inciso rechazado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, García, Horvath, Muñoz Aburto y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 21ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 8 DE MAYO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Salud, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet, Jaime Mañalich y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 14ª y 15ª, especiales, de 16 de abril; 16ª y 17ª, especiales, de 17 de abril, y 18ª, ordinaria, de 30 de abril, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (Boletín N° 8.869-10).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha rechazado la observación formulada por S. E. el Presidente de la República al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 8.845-05) y que ha reunido el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 73 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). 


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con el segundo, expone que aprobó, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.


Con los dos últimos, informa que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín             N° 7.966-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24). 


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de los proyectos, propuestas y avances en el otorgamiento de un marco regulador de los asistentes de la educación.

Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública,

Dirección de Presupuestos


Atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre factibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley para renovar la vigencia del incentivo al retiro para los funcionarios de las universidades estatales reguladas por la ley N° 20.374.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, segundo informe recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad  (Boletín Nº 8.677-07) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Salud, nuevo primer informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


- Quedan para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 155 del Código Civil para reducir el plazo que habilita a solicitar la separación judicial de bienes, en caso de ausencia injustificada del marido (Boletín N° 8.929-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para eliminar la exigencia del carácter excepcional de las homologaciones de prestaciones médicas.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Larraín Peña, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que autorice a Carabineros de Chile el cobro o la compensación de los gastos extraordinarios en que incurra con ocasión de actos masivos con fines de lucro, organizados por particulares (Boletín N° S 1.570-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa de la Corporación los siguientes documentos:


Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín    N° 7.923-06).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes:


1.- De la Comisión de Hacienda, relativo a la observación formulada por S. E. el Presidente de la República al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 8.845-05), con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


2.- De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor David Feurstein (Boletín N° 8.894-07).


3.- Segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita la anuencia de la Sala para la fijación de sendos plazos para presentar indicaciones, hasta las 17:00 horas de hoy, 8 de mayo de 2013, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, para los siguientes proyectos de ley: el que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03), y el que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11).

Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el mismo señor Senador pide recabar el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo. Se accede.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Chahuán solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de modificar el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para eliminar la exigencia del carácter excepcional de las homologaciones de prestaciones médicas, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -

Seguidamente, el Honorable Senador señor García-Huidobro solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09). 


Se accede a lo solicitado y se fija el plazo hasta el día 13 de mayo próximo a las 12:00 horas, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto requiere obtener idéntico acuerdo para fijar un nuevo término para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley: el que amplía el plazo de derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, cuando la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (Boletín N° 5.857-13), y el que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).

La Sala accede a lo solicitado y establece que el plazo, en ambos casos, se extienda hasta las 16:00 horas del día 13 de mayo próximo, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


A continuación, el señor Presidente manifiesta que el Comité Partido Renovación Nacional ha solicitado la aquiescencia de la Sala para que el proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín        N° 7.550-06), además de ser considerado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, sea tratado por la Comisión de Defensa Nacional. A este respecto, interviene el Honorable Senador señor Letelier.


Puesta en votación la solicitud, es aprobada por 24 votos a favor, 2 en contra, una abstención y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona y Letelier.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los miembros del Club del Adulto Mayor Las Camelias y del Club del Adulto Mayor Los Encantos de la Compañía, ambos de la comuna de Graneros, que se encuentran en las tribunas. 

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.

El señor Secretario General expresa que este proyecto tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.
- - -


En primer término, el señor Secretario General señala que, en conformidad a lo acordado ayer por la Sala, se han recibido indicaciones, de idéntico tenor, para incorporar un inciso sexto al artículo 17, contenido en el número 17, nuevo, del artículo 1° del proyecto, suscritas por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Sabag, Horvath, Frei, Walker (don Patricio), Espina, Chahuán, Navarro, Cantero, Prokurica, Escalona y Larraín Peña, cuyo texto es el siguiente:


“Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.”.


El señor Presidente pone en votación las indicaciones reseñadas, que son aprobadas por 29 votos a favor, una abstención y un pareo, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, García-Huidobro, Gómez, Chahuán, Pérez Varela, Orpis, Girardi y Rossi.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Novoa, quien fundamenta su decisión.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Terminada la votación, el Honorable Senador señor Tuma manifiesta que, de haber podido pronunciarse, su intención de voto habría sido favorable.

- - -


Luego, la indicación número 444 bis es retirada.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para intercalar en el artículo 18, a que se refiere el número 18, nuevo, del artículo 1° del proyecto, un nuevo inciso segundo, la que es aprobada por 17 votos a favor, 2 en contra, una abstención y 3 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Horvath, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Prokurica.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Novoa y Orpis.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Girardi.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma, Frei y Tuma.
- - -


Enseguida, se pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para incorporar un inciso tercero al artículo 18 de que se trata y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi, Navarro, Orpis, Gómez y Cantero.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por 29 votos a favor y 2 pareos. 

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Frei.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión el número 15 -que pasaría a ser 19- del artículo 1° del proyecto y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Orpis y Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación el número señalado, es aprobado por 28 votos a favor y un voto en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas en cuanto al artículo 22, contenido en el número 16 -que pasaría a ser 20- del artículo 1° del proyecto, con excepción de la letra f), para la que se ha pedido votación separada, modificación que es aprobada por 23 votos a favor y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Seguidamente, se pone en votación la indicación número 370, renovada, para reemplazar la letra f) de que se trata, que es rechazada por 17 votos en contra, 6 a favor y 2 pareos.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Novoa, Orpis y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Gómez, señora Rincón y señor Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Frei.

- - -


Durante la votación, interviene el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la referida letra f), que es aprobada por 15 votos a favor, uno en contra, una abstención y un pareo.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Orpis y Zaldívar.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Gómez, quien fundamenta su negativa.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro, fundamentando su decisión.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Durante la votación, interviene el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Posteriormente, la Sala resuelve considerar una indicación concordada para sustituir la aludida letra f), por la siguiente:


“f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en la ley N° 19.889, de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutante de prestaciones audiovisuales contenidas en la ley      N° 20.243.”.


Sometida a votación la indicación, es aprobada por la unanimidad de los presentes.

- - -


Queda pendiente la discusión de este asunto.

_________

Observación formulada por S. E. el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con informe de la Comisión de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la observación, en segundo trámite constitucional, formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.845-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el Primer Mandatario presentó una observación al texto despachado por el Congreso Nacional, que sustituye el artículo único aprobado por otros cuatro artículos.

Destaca que la Cámara de Diputados rechazó la referida observación e insistió en el texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional.

Por su parte, la Comisión de Hacienda del Senado, por tres votos en contra y dos a favor, propone el rechazo de la observación.

Finalmente, hace presente que la observación debe discutirse en general y en particular a la vez y no procede dividir la votación. Asimismo, advierte que para insistir en el texto despachado por el Congreso Nacional se requieren los votos de los dos tercios de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Es menester destacar que la observación formulada por el Primer Mandatario es la siguiente:

“ARTICULOS 1°, 2°, 3º y 4º


- Para sustituir el actual artículo único del proyecto de ley, por los siguientes artículos 1°, 2°, 3° y 4°:


“Artículo 1°.- Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de $ 193.000 a $ 205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. 


Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de $ 144.079 a $ 153.037 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. 


Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 124.497 a $ 132.238.


Artículo 2°.- Reemplázase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente:

“Artículo 1°.- A contar del 1° de mayo de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


a) De $ 8.364 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 215.108. 


b) De $ 5.294 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 215.108 y no exceda los $ 321.851.


c) De $ 1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 321.851 y no exceda los $ 501.978.


d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.


Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.  


Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.


Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”.


Artículo 3°.- Fíjase a contar de la vigencia de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 1° de la presente ley, en $ 8.364 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.


Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.”.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la propuesta contenida en el informe de la Comisión de Hacienda -que rechaza la observación- y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Tuma y Sabag. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

Cerrado el debate y sometida a votación la referida propuesta, es aprobada por 19 votos a favor, 9 en contra, 3 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Navarro, Chahuán, Lagos, Larraín Peña, Bianchi, Letelier, Escalona y Muñoz Aburto, señora Rincón y señor Quintana.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y García-Huidobro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Cantero, Horvath y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Concluida la votación, el Honorable Senador señor Frei señala que se encuentra pareado.
- - -

Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica solicita recabar el asentimiento de la Sala para analizar, a continuación, el proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11), que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Se accede a lo solicitado.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Elige Vivir Sano, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.749-11 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Agrega que la Comisión de Salud deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 3º, 5º, 7º, 8º, 9º, 11 y 12 no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones. Estas disposiciones, salvo el artículo 12, que recibió enmiendas unánimes en la Comisión de Hacienda, deben darse por aprobadas, a menos que algún Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Salud no efectuó enmiendas al proyecto aprobado en general.


Enseguida, subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la de Salud:


Intercalar el siguiente artículo 12, nuevo:


“Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaría de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.


Modifícase la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en la Partida 21, Capítulo 01, Programa 01, de la siguiente manera:


a. Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo.


b. Auméntase la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, en un cupo, de la Subsecretaría de Servicios Sociales.”. 

Artículo 12


Pasa a ser artículo 13, con una enmienda consistente en suprimir su inciso segundo. 

- - -


Cabe destacar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión de Hacienda y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Chahuán. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


Cerrado el debate y puestas en votación las enmiendas, son aprobadas por 19 votos a favor y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Uriarte.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Horvath, Quintana y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del objeto y otras disposiciones generales


Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.


Para efectos de esta ley, se entenderá por hábitos y estilos de vida saludables, aquellos que propenden y promueven una alimentación saludable, el desarrollo de actividad física, la vida familiar y las actividades al aire libre, como también aquellas conductas y acciones que tengan por finalidad contribuir a prevenir, disminuir o revertir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no transmisibles.


Artículo 2º.- Los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias vinculadas a promover hábitos y estilos de vida saludables procurarán incorporar en sus políticas, planes y programas, medidas que tengan por finalidad informar, educar y fomentar la prevención de los factores y conductas de riesgo asociadas a las enfermedades no trasmisibles, derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables. 


Una resolución, dictada por el Ministerio de Salud y suscrita además por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará las enfermedades que serán consideradas no trasmisibles derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables y aquellos factores y conductas de riesgo, asociadas a ellas, respecto de los cuales se dirigirá el Sistema a que se refiere esta ley.


Mediante los actos administrativos que corresponda se deberá, asimismo, establecer los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial que deberán cumplir las empresas e instituciones privadas para poder celebrar convenios con el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos públicos para participar de las iniciativas relacionadas con el Sistema Elige Vivir Sano y utilizar sus símbolos. Todo convenio con organismos privados deberá incorporar el compromiso de respetar y cumplir como mínimo con estos estándares para mantener la vigencia de los respectivos convenios.

Título II

El Sistema Elige Vivir Sano


Artículo 3º.- Créase el Sistema Elige Vivir Sano, en adelante “el Sistema”, el cual será un modelo de gestión constituido por políticas, planes y programas elaborados y ejecutados por distintos organismos del Estado, destinados a contribuir a generar hábitos y estilos de vida saludables y a prevenir y disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no trasmisibles, establecidas en la resolución a que se refiere el artículo anterior.


El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, tendrá a su cargo la administración, coordinación y supervisión del Sistema. Por su parte, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, tendrá a su cargo la evaluación de la implementación del Sistema. Un reglamento determinará el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva y establecerá las normas necesarias para la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema.


Artículo 4°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema Elige Vivir Sano tendrán uno o más de los siguientes objetivos:


a) Fomento de la alimentación saludable: consiste en la promoción de la educación en aquellos hábitos alimentarios tendientes a mejorar la nutrición integral y la disminución del sobrepeso.


b) Promoción de prácticas deportivas: aquellas que fomenten el ejercicio y la actividad física como elementos fundamentales de la salud y el bienestar.


c) Difusión de las actividades al aire libre: promoción de los beneficios que tiene la realización de acciones en las cuales exista contacto con la naturaleza.


d) Actividades de desarrollo familiar, recreación y manejo del tiempo libre: son aquellas tendientes a fortalecer las familias y que facilitan el desarrollo de actividades dirigidas al esparcimiento y al ejercicio de disciplinas lúdicas o deportivas.


e) Acciones de autocuidado: implica desarrollar habilidades que permitan optar por decisiones saludables que, incorporadas a las prácticas cotidianas, mejoren la calidad de vida del individuo, de la familia o de su comunidad.


f) Medidas de información, educación y comunicación: son aquellas que difunden, incentivan y promueven el desarrollo de hábitos y prácticas saludables de vida.


g) Contribuir a disminuir obstáculos que dificultan el acceso a hábitos y estilos de vida saludables de las personas más vulnerables.


Artículo 5°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema serán elaboradas y ejecutadas sectorial o intersectorialmente por los distintos órganos de la Administración del Estado, según sus respectivas competencias y serán coordinadas por la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano.


Artículo 6º.- Las políticas, planes y programas señalados en el artículo anterior deberán cumplir los siguientes requisitos para formar parte del Sistema:


a) Diseñar y llevar a cabo iniciativas que tengan uno o más de los objetivos señalados en el artículo 4°.


b) Metas, mecanismos de evaluación, y objetivos.


c) Considerar para sus programas procedimientos de registros de información de beneficiarios y postulantes, que permitan la medición y evaluación de, a lo menos, procesos y resultados, tales como cobertura, eficacia y calidad.


d) Contar con financiamiento.


Artículo 7°.- El Presidente de la República, anualmente, determinará las políticas, planes y programas que formarán parte del Sistema, siempre que cumplan con los requisitos señalados en el artículo anterior, previa propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social regulado en la ley Nº20.530, e informe de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano, elaborado para dicho Comité.


El decreto supremo que incorpore una política, plan y programa deberá ser expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda. Dicho decreto deberá establecer los mecanismos de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado que participen en la política, plan y programa, en caso de que estos últimos sean intersectoriales, y las demás normas necesarias para su funcionamiento.


El procedimiento señalado en los incisos anteriores se utilizará, también, para determinar las políticas, planes y programas que dejarán de formar parte del Sistema cuando éstas hubieren dejado de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el artículo 6°.


Artículo 8°.- Los programas que formen parte del sistema serán sometidos a evaluaciones de acuerdo a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3° de la ley N° 20.530. Lo anterior se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para realizar, en forma directa o a través de terceros, evaluaciones de impacto de los programas del Sistema.


Para lo anterior, cada programa deberá diseñar y poner en funcionamiento un mecanismo de registro de información que permita contar con antecedentes relevantes y pertinentes para el seguimiento de los avances y resultados de su implementación. Dicha información, además, deberá ser ingresada en el registro a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.949.


Para efecto de las evaluaciones, los ejecutores de los programas antes señalados proporcionarán dichas bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios, a las entidades evaluadoras y a la Dirección de Presupuestos.


Copias de los informes finales de las evaluaciones señaladas en el inciso anterior, deberán ser remitidas a las Comisiones de Salud y de Deportes de ambas Cámaras del Congreso Nacional y publicadas en el sitio web del Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo 9º.- El Sistema podrá utilizar instrumentos de información, incluidas encuestas realizadas por parte de organismos públicos, que contengan información necesaria para el seguimiento de los hábitos y estilos de vida no saludables y de los factores o conductas de riesgo asociados a enfermedades no transmisibles de la población. Para estos efectos, el Ministerio de Desarrollo Social podrá solicitar a las entidades correspondientes encargadas de dichos instrumentos, las bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios.


Artículo 10.- Las personas que accedan a bases de datos en virtud de esta ley, deberán respetar la confidencialidad de los datos personales que consten en la información a la que tengan acceso, y estará prohibida su difusión no autorizada por el Ministerio de Desarrollo Social, así como también su adulteración. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a la ley N° 19.628 y, además, respecto de los funcionarios públicos se estimará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, la que será sancionada en conformidad a la ley.


Se prohíbe cualquier uso e intercambio comercial de las bases de datos a que se refiere el inciso anterior, y cualquier uso comunicacional, académico o de investigación que se haga de ellas deberá asegurar la debida disociación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de datos personales.


Artículo 11.- El Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con municipalidades, con otros órganos de la Administración del Estado o con entidades privadas para el funcionamiento y financiamiento del Sistema.


Los convenios con entidades privadas con fines de lucro deberán asegurar el cumplimiento de los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial indicados en el artículo 2º, y deberán garantizar la posibilidad de dar por terminados los mencionados acuerdos de constatarse el incumplimiento de los mencionados estándares. Las bases administrativas que den lugar a estos convenios deberán asegurar la libre contratación.


Los convenios que se suscriban con municipalidades deberán cumplir con lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 5º de la ley           Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaría de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.


Modifícase la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en la Partida 21, Capítulo 01, Programa 01, de la siguiente manera:


a. Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo.


b. Auméntase, en la Subsecretaría de Servicios Sociales, la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, en un cupo.


Artículo 13.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto de dicho Ministerio en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán y Larraín Fernández, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señora Rincón (en el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano), señor Chahuán y señora Pérez San Martín (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional) y señores Gómez (en el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata), Escalona (en el tiempo del Comité Partido Socialista) y Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Socialista), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido por la Democracia, Partido Unión Demócrata Independiente e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL ESTATUTO ORGÁNICO DE LAS MUTUALIDADES DE EMPLEADORES 
(8573-13)

Oficio Nº 10.721
VALPARAÍSO, 14 de mayo de 2013
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores, correspondiente al boletín N° 8573-13.
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Estatuto Orgánico de Mutualidades de Empleadores, aprobado por el N° 2 del decreto supremo N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

1)  Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- Las Mutualidades de Empleadores son instituciones de previsión social, sin fines de lucro, que se constituyen como corporaciones de derecho privado. Su finalidad es administrar el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, conforme a la ley N° 16.744 y sus respectivos reglamentos. Con dicho objetivo deberán realizar actividades permanentes de prevención de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y otorgar las prestaciones médicas, de rehabilitación, económicas y las demás que establezca la ley a favor de los trabajadores protegidos y de las entidades empleadoras adherentes.

Las mutualidades de empleadores no podrán constituir empresas relacionadas, filiales o coligadas, con el objeto de desarrollar actividades vinculadas directa o indirectamente con su finalidad.
Las Mutualidades estarán sometidas a la supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social, en adelante “la Superintendencia”.
Las Mutualidades podrán crear empresas filiales o relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.

La constitución de sociedades u organismos filiales o relacionados de las Mutualidades deberá ser autorizada por la Superintendencia. Las sociedades u organismos filiales o relacionados estarán sometidos a la fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia, sin perjuicio de las facultades que correspondan a otros organismos.”.

2) 
Modifícase su artículo 2° del siguiente modo:

a)
 Sustitúyese, en su inciso primero, la letra a) por la siguiente: 

“a) Las entidades empleadoras”.
b) 
Elimínase, en la letra c) de su inciso primero, la frase “, los trabajadores familiares y los estudiantes en general”.
c)
 Derógase su inciso segundo.
d)
 Agrégase, en el inciso tercero, que pasa a ser inciso segundo, a continuación del vocablo “trabajadores” la siguiente oración: “, conforme a lo dispuesto en la ley N° 16.744”.

3) 
Modifícase su artículo 3° del siguiente modo:

a) 
Agrégase, en su inciso primero, entre la palabra “Seguridad” y la coma (,), la expresión “o de Seguridad y Salud en el Trabajo”.
b) 
Elimínase, en su inciso primero, la frase “, en ambos casos e indistintamente,”.
c)
 Agrégase el siguiente inciso segundo:

“En todo caso, no podrán incluir nombres de fantasía que, según se determine por resolución fundada de la Superintendencia, puedan inducir a equívocos respecto de su responsabilidad.”.

4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- La solicitud de personalidad jurídica para la Mutualidad de Empleadores, de aprobación de sus estatutos, y de autorización para administrar el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales será dirigida al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La solicitud indicada en el inciso anterior deberá ser patrocinada por una o más organizaciones gremiales de entidades empleadoras que cuenten con personalidad jurídica y no tengan fines de lucro.

A toda solicitud deberán acompañarse los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 12 de la ley Nº 16.744.”.
5) Reemplázase el artículo 5° por el siguiente:

“Artículo 5º.- El Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resolverá sobre la solicitud señalada en el artículo anterior, previo informe de la Superintendencia. La autorización solicitada se concederá solamente cuando se acredite a entera satisfacción la forma como la Mutualidad administrará el seguro social indicado.

La Superintendencia podrá requerir mayores antecedentes antes de emitir el informe señalado en el inciso anterior. En todo caso, deberá evacuar su informe dentro del plazo de noventa días hábiles contado desde la recepción de la totalidad de los antecedentes.”.

6) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:

“Artículo 6°.- El decreto supremo que conceda la personalidad jurídica y apruebe los estatutos de una Mutualidad deberá dictarse dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la recepción del informe de la Superintendencia a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y contendrá, además, la autorización para administrar el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley N° 16.744.

En el mismo decreto se fijará el plazo dentro del cual la Mutualidad deberá acreditar satisfactoriamente, a través de certificados expedidos por la Secretaría Regional Ministerial de Salud correspondiente al domicilio donde se ubiquen los servicios médicos, la forma como la Mutualidad dará cumplimiento a las exigencias previstas en las letras b) y c) del artículo 12 de la ley N° 16.744. Este plazo no podrá exceder de dos años.

La Mutualidad deberá inscribirse en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación, en un plazo no superior a treinta días desde la publicación del decreto de constitución respectivo.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 6° A:
“Artículo 6° A.- En la escritura constitutiva de las Mutualidades, los patrocinadores designarán un Directorio provisorio, debiendo procederse al nombramiento de los directores definitivos en la forma dispuesta en los artículos 10 y siguientes de esta ley, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha del decreto que conceda la personalidad jurídica.

El Directorio definitivo asumirá sus funciones inmediatamente después de elegido.”.

8) 
Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7º.- La adhesión de una entidad empleadora y la afiliación de los trabajadores independientes a una Mutualidad deberá ser solicitada al Directorio de la entidad correspondiente, el que se pronunciará al respecto en la primera sesión ordinaria posterior a la solicitud, si ésta se recibiera hasta treinta días antes de la respectiva sesión, o en la siguiente si la recepción es posterior a ese plazo. La decisión del Directorio deberá ser comunicada al interesado.

Excepcionalmente, y con autorización expresa de la Superintendencia, la Mutualidad podrá denegar la afiliación cuando por razones de infraestructura no sea posible otorgar las prestaciones legales en la localidad del domicilio del solicitante o en aquella donde éste desarrolle su actividad principal, resolución de la cual siempre se podrá recurrir ante la Superintendencia.

Las entidades empleadoras adheridas a una Mutualidad deberán afiliar a ella a la totalidad de su personal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º de la ley Nº 19.345.

La adhesión surtirá efecto a contar del primer día del mes subsiguiente al de la fecha de aprobación de la correspondiente solicitud.

Cada organismo administrador deberá informar de las adhesiones o afiliaciones que se produzcan al organismo administrador al que la entidad empleadora haya estado previamente adherida. 

En el caso indicado en el inciso anterior, la Mutualidad respectiva o el Instituto de Seguridad Laboral deberán proporcionar al nuevo organismo administrador la información referida a la cotización adicional aplicada a la entidad empleadora en conformidad al artículo 16 de la ley N° 16.744. 

Para excluir a una entidad empleadora adherente o a un trabajador independiente afiliado, el Directorio de las Mutualidades solamente podrá invocar el incumplimiento grave de las medidas de prevención de riesgos en, a lo menos, tres ocasiones, previa acreditación de la notificación oportuna de dichos incumplimientos a la Dirección del Trabajo, o el atraso por más de dos meses en el pago de las cotizaciones de la ley N° 16.744. La causal de exclusión debe ser fundada, aprobada por la mayoría de los miembros en ejercicio del Directorio, y el afectado podrá reclamar de ella ante la Superintendencia.

La Superintendencia, mediante una norma de aplicación general, establecerá los procedimientos para realizar las adhesiones y exclusiones por parte de los organismos administradores.”.

9)
 Incorpóranse los siguientes artículos 8° A y 8° B:
“Artículo 8° A.- La Mutualidad deberá proporcionar a las entidades empleadoras adherentes, a los trabajadores y al público en general, información suficiente, fidedigna y oportuna, respecto de su situación institucional, económica y financiera y de la gestión del Seguro Social de la ley N° 16.744, como asimismo de sus sociedades u organismos filiales o relacionados, según establezca la Superintendencia en una norma de aplicación general.

Además, deberá mantener a disposición de sus miembros adherentes y de los trabajadores que lo requieran, en su sede principal y en la de sus agencias o sucursales, así como en su sitio en Internet o por otro medio electrónico, ejemplares actualizados de sus estatutos. Deberá, asimismo, mantener a disposición de sus miembros adherentes y de los trabajadores que lo requieran, en los mismos lugares y por los mismos medios, una lista actualizada de sus directores, titulares y suplentes, y sus gerentes. Igual listado deberá mantener respecto de los directores, gerentes y administradores de personas jurídicas relacionadas con la Mutualidad.

La información indicada en los incisos anteriores deberá ser remitida a la Superintendencia con la frecuencia y conforme a las pautas que esta última señale.

Artículo 8° B.- El sitio web de cada Mutualidad deberá permitir a sus entidades empleadoras adherentes y a los trabajadores que lo requieran realizar consultas y trámites, en la forma que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.

10)
 Sustitúyese al artículo 9° por el siguiente:
“Artículo 9°.- Las Mutualidades de Empleadores serán administradas por un Directorio paritario integrado por un mínimo de ocho miembros, según lo establezcan sus estatutos, siempre en número par e invariable. El Directorio deberá estar integrado por igual número de directores elegidos por las entidades empleadoras adherentes y de directores elegidos por los trabajadores que presten servicios a las entidades empleadoras adheridas a la Mutualidad.

Los estatutos de cada Mutualidad establecerán los procedimientos de elección de directores, incluyendo procedimientos para asegurar la transparencia y publicidad del proceso, convocar a la elección, acreditar las calidades de los electores, efectuar la votación, calificar sus resultados y realizar las impugnaciones.”.

11)
 Incorpóranse los siguientes artículos 9° A y 9° B:
“Artículo 9° A.- Los estatutos de cada Mutualidad podrán establecer la existencia de directores suplentes, debiendo éstos ser elegidos en el mismo acto con los directores titulares y según el mismo procedimiento.
En cualquier caso, el número de directores suplentes deberá ser igual al de los titulares, eligiéndose un suplente para cada director titular, y respetándose el carácter paritario del Directorio. 

Los directores suplentes podrán asistir a las sesiones de Directorio, con derecho a voz, y deberán mantenerse informados de la gestión de la Mutualidad.

El director suplente deberá cumplir los mismos requisitos del titular, y podrá reemplazarlo en forma transitoria, en caso de ausencia o impedimento temporal de éste y, en caso de vacancia, en forma definitiva por el tiempo que faltare para completar el período. 

Los directores suplentes se regirán por las mismas normas establecidas para los titulares, salvo en aquello en que no les resulten aplicables.

Tratándose de la vacancia de un director suplente, corresponderá al titular proponer al Directorio el nombre de quien lo reemplace.

Artículo 9° B.- Los directores, titulares y suplentes, podrán percibir una dieta por el ejercicio de su cargo, la que será irrenunciable.

Los estatutos de cada Mutualidad deberán fijar el monto y forma de pago de la dieta, la que, en todo caso, no podrá exceder de cincuenta unidades de fomento al mes, vigentes al último día de cada mes. 
El Presidente del Directorio podrá recibir una dieta mensual de hasta setenta y cinco unidades de fomento, vigentes al último día de cada mes.

Por su participación en cada Comité a que se refiere el artículo 12, los directores podrán percibir, por ese concepto, una dieta adicional que no exceda el equivalente al cincuenta por ciento de su dieta mensual. Los directores podrán participar en un máximo de dos Comités.

En la memoria anual de la Mutualidad deberá constar, en forma detallada e individualizada:

a) Las dietas percibidas por cada director.

b) Todo otro ingreso que cada uno de los directores haya percibido durante el ejercicio respectivo por parte de la Mutualidad, incluyendo los que provengan de honorarios por servicios prestados, gastos de representación, viáticos, regalías y, en general, todo otro estipendio.”.
12) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Los directores durarán hasta tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos.

Será incompatible el cargo de director con la calidad de dueño, socio, accionista, gerente general o administrador de una empresa que preste servicios a la respectiva Mutualidad o contraiga obligaciones con ella.

En el caso de las sociedades anónimas, la incompatibilidad con el cargo de director se aplicará cuando:

a)  Sea accionista mayoritario o persona relacionada a él que, en forma directa o indirecta, o mediante acuerdo de actuación conjunta, pueda elegir la mayoría del Directorio.

b)  Sea accionista que posea directa o indirectamente el 10% o más de las acciones suscritas de la sociedad.

c)  Sea director o ejecutivo de la sociedad o de alguna de las sociedades del grupo empresarial al que aquélla pertenezca.

Para efectos de realizar las elecciones de los directores, el Directorio saliente deberá establecer, en la forma que indiquen los estatutos, una Comisión Electoral que vele por la transparencia de los respectivos procesos y el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias pertinentes, así como de las instrucciones de la Superintendencia.
La referida Comisión deberá citar a la elección de los directores, ya sea mediante tres publicaciones en un diario de circulación nacional, o a través de los medios electrónicos que determine, con al menos sesenta días de anticipación a la fecha de la elección. Asimismo, y al menos con la misma anticipación, deberá anunciarse la convocatoria a la elección en el sitio web de la Mutualidad.

Las entidades empleadoras adherentes y los trabajadores podrán elegir directores en actos separados. En todo caso, las entidades empleadoras elegirán directores  durante el desarrollo de una junta ordinaria de adherentes. 
El Directorio asumirá sus funciones el día primero del mes siguiente a aquel en que se completen los procesos de elección de sus integrantes.

La Superintendencia, a través de una norma de aplicación general, establecerá las normas mínimas conforme a las cuales se deberá ajustar la elección de los directores, asegurando la participación, la publicidad y la transparencia de dichos procesos, como también los requisitos y condiciones bajo las cuales se deberán desarrollar. Además, indicará la forma y plazo para inscribir a los candidatos, y la forma y oportunidad en la cual se acreditará la calidad de elector.
La norma indicada en el inciso anterior regulará los sistemas de voto a distancia, y asegurará que se resguarden debidamente los derechos de los adherentes y de los trabajadores, como asimismo la transparencia del proceso de votación.”.

13)
 Incorpóranse los siguientes artículos 10 A a 10 L:
“Artículo 10 A.- Los estatutos de cada Mutualidad establecerán la forma en que serán designados los candidatos a directores por los que votarán las entidades empleadoras adherentes. En todo caso, las normas estatutarias no podrán impedir que cualquier empresa o grupo de empresas adherentes que lo deseen, designe a un candidato, sin perjuicio de los requisitos que éstos deban cumplir.

Los estatutos de cada Mutualidad  establecerán también el procedimiento de elección de los directores. Dicho procedimiento deberá considerar una proporcionalidad en el voto de cada entidad empleadora según la cantidad de sus trabajadores. Cada empresa adherente podrá distribuir sus votos entre los candidatos, conforme a sus preferencias.

Estos directores serán elegidos en votación directa, debiendo el escrutinio llevarse a cabo en un solo acto público, según lo disponga el estatuto de la Mutualidad respectiva.

Serán elegidos como directores los candidatos que obtengan las más altas mayorías.

Para participar en la elección del Directorio, las entidades empleadoras adherentes deberán estar al día en el pago de las cotizaciones correspondientes al Seguro Social de la ley N° 16.744. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Sólo podrán participar en la elección los representantes de las entidades empleadoras o quienes presenten poderes que los autoricen a participar en el proceso. Dichos poderes no podrán endosarse.

Artículo 10 B.- Los directores elegidos por las entidades empleadoras adherentes deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad.
b) No haber sido condenado ni hallarse formalizado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos.
c) No ser fallido ni estar declarado en quiebra, ni ser administrador o representante legal de personas fallidas o declaradas en quiebra.
d) No haber sido, en los últimos quince años, director o gerente general de una Mutualidad de Empleadores que haya sido objeto de intervención por parte de la Superintendencia, o de liquidación.
e) No ser funcionario público que ejerza, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control de las Mutualidades.
f) Contar con experiencia en administración de empresas.
g) Los demás requisitos que establezcan los respectivos estatutos de cada Mutualidad.

Artículo 10 C.- Los estatutos de cada Mutualidad establecerán la forma en que serán designados los candidatos a directores por los que votarán los trabajadores. En todo caso, las normas estatutarias no podrán impedir que los representantes de trabajadores de una o varias entidades empleadoras adherentes designen un candidato, sin perjuicio de los requisitos que éstos deban cumplir.

Los estatutos de cada Mutualidad establecerán también el procedimiento de elección de estos directores. Con todo, los representantes de los trabajadores elegirán directores en votación directa.

En las entidades empleadoras adheridas a la respectiva Mutualidad que empleen a más de 25 trabajadores, los trabajadores integrantes de los respectivos Comités Paritarios de Higiene y Seguridad serán los representantes de los trabajadores con derecho a voto en la elección de directores de la Mutualidad respectiva.
Para la elección del Directorio de la Mutualidad, el conjunto de los miembros trabajadores integrantes del o de los Comités Paritarios de una entidad empleadora tendrán tantos votos cuanto sea el número de trabajadores de la respectiva empresa al último día hábil del mes calendario anteprecedente a la fecha fijada para la elección de directores. El total de votos que resulte se dividirá por partes iguales entre los integrantes del o de los respectivos Comités, despreciándose las fracciones. El número de trabajadores de la entidad empleadora respectiva se acreditará mediante certificados otorgados por la Dirección del Trabajo.

En aquellas entidades empleadoras donde trabajen hasta 25 personas, sus trabajadores elegirán en votación secreta a dos de ellos para que los representen en la elección de directores de la Mutualidad. El total de votos se dividirá entre los trabajadores representantes en la forma indicada en el inciso precedente.

Los representantes de los trabajadores podrán distribuir sus votos entre los candidatos, conforme a sus preferencias. 

La calidad de elector se acreditará haciendo llegar a la Comisión Electoral a la que se refiere al artículo 10 de esta ley, la certificación de la entidad empleadora que indique el nombre y número de cédula de identidad de los representantes de los trabajadores en el o los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, o, en el caso de las entidades empleadoras de hasta 25 trabajadores, la individualización de los electores.

Dicha certificación deberá ser comunicada a la Comisión Electoral a más tardar veinte días antes de la fecha fijada para la elección.

Serán elegidos como directores los candidatos que obtengan las más altas mayorías, debiendo el escrutinio llevarse a cabo en un solo acto público, según lo disponga cada estatuto particular.

La elección indicada en los incisos anteriores deberá realizarse no después del mes calendario siguiente a aquel en que se realizó la Junta Ordinaria de Adherentes de la Mutualidad en que las entidades empleadoras adherentes eligieron directores.

Artículo 10 D.- Los directores a que se refiere el artículo precedente deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad.
b) No haber sido condenado ni hallarse formalizado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos.
c) No ser fallido ni estar declarado en quiebra, ni ser administrador o representante legal de personas fallidas o declaradas en quiebra.
d) No haber sido, en los últimos quince años, director o gerente general de una Mutualidad de Empleadores que haya sido objeto de intervención por parte de la Superintendencia, o de liquidación.
e) No ser funcionario público que ejerza, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control de las Mutualidades.

Artículo 10 E.- Los empleadores de los directores elegidos por los trabajadores deberán concederles, a petición escrita de la Mutualidad respectiva, permiso para ausentarse de sus labores con el objeto de cumplir sus funciones de tales, no pudiendo exceder de veinte horas mensuales de permiso. El tiempo de ausencia se considerará trabajado para todos los efectos legales. La Mutualidad respectiva deberá restituir al empleador, a solicitud de éste, las remuneraciones y cotizaciones previsionales de su cargo que correspondan al tiempo de ausencia del trabajador destinado a participar en sesiones del Directorio y de Comité.

Artículo 10 F.- No podrán ser directores de una Mutualidad:

1) Los senadores, diputados, alcaldes y concejales.
2) Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores, jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos.

Artículo 10 G.- Será incompatible el cargo de director de una Mutualidad con el de gerente, fiscal o auditor interno de la misma.

Artículo 10 H.- Los directores deberán efectuar todas las gestiones que sean necesarias para el ejercicio de sus cargos, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, y responderán solidariamente por los perjuicios que causaren a la Mutualidad por incumplimiento de cualesquiera de sus obligaciones.

Los directores serán responsables civil y penalmente por los actos que ejecuten en el desempeño de su gestión, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 16.395.

La aprobación por la Junta de Adherentes de los estados financieros, de la memoria anual o de cualquiera otra cuenta o información general, no libera a los directores de la responsabilidad que les corresponda por actos o negocios.

Artículo 10 I.- Los directores no podrán:

1) Proponer modificaciones de estatutos o adoptar políticas o decisiones que no tengan por fin el interés de la Mutualidad y el cumplimiento de sus obligaciones legales.
2) Impedir u obstaculizar las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de los gerentes, administradores o ejecutivos principales en la gestión de la Mutualidad.
3) Inducir a los gerentes, ejecutivos principales y dependientes, o a los auditores internos y externos, a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas y ocultar información.
4) Presentar estados financieros irregulares o información falsa, y ocultar información esencial. 

Los estatutos podrán establecer para los directores otras prohibiciones que se estimen necesarias.

El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo del Directorio, deberá hacer constar su oposición en el acta de la sesión respectiva, la que deberá remitirse por el Directorio a la Superintendencia para su conocimiento y adopción de las medidas procedentes.

Artículo 10 J.- Se prohíbe a los directores, gerentes, administradores y, en general, a cualquiera persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación pueda valerse directa o indirectamente de información reservada de la Mutualidad, obtener para sí o para terceros ventajas económicas o de cualquiera otra naturaleza derivadas del uso de esta información.
La Superintendencia aplicará las sanciones que resulten procedentes en estos casos, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan. En todo caso, las personas que hayan actuado en contravención a lo establecido en este artículo deberán entregar a beneficio de la Mutualidad correspondiente, cuando no hubiere otro perjudicado, toda utilidad o beneficio pecuniario que hubieren obtenido a través del uso, por cualquier medio, de la información señalada en el inciso primero.

Artículo 10 K.- Los directores que tengan interés en un acuerdo del Directorio deberán comunicar esta circunstancia al resto de los directores y abstenerse de participar en la discusión respectiva y de votar en dicho caso.

Se presumirá de derecho que existe interés de un director en cualquiera negociación, acto, contrato u operación con la respectiva Mutualidad, en que la o las contrapartes sean cualesquiera de las siguientes:

a) Él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, ya sea como personas naturales, o como gerentes generales o representantes legales de una sociedad o empresa.

b) Las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de personas jurídicas, de un 10% o más de su capital.

c) Las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas señaladas en la letra a) sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital.

La infracción de lo establecido en este artículo no afectará la validez de la operación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan en conformidad al artículo 57 de la ley N° 16.395, y de las responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar.

Artículo 10 L.- Los directores cesarán en sus cargos:

1.- Por muerte.
2.- Por renuncia.
3.- Por término del período de duración de su mandato.
4.- Por pérdida de alguno de los requisitos necesarios para ser director, o por inhabilidad sobreviniente.
5.- Por inasistencia, sin causa justificada, a dos sesiones consecutivas o a un total de tres durante seis meses.”.

14)
 Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Corresponderá al Directorio la administración superior de la Mutualidad, para lo cual deberá adoptar las medidas e impartir las instrucciones necesarias para mantenerse cabal y oportunamente informado, con la correspondiente documentación, de su gestión y situación.
Además de las que puedan establecer los estatutos de cada Mutualidad, serán funciones del Directorio:
a) Revisar y supervisar la estrategia corporativa, los planes principales de acción, las metas de desempeño institucional y el cumplimiento de las políticas de gestión de riesgos.

b) Adoptar las medidas necesarias para el monitoreo del desempeño de la Mutualidad, en su gestión operacional, administrativa, financiera y contable.

c) Supervisar los principales gastos, inversiones y adquisiciones.

d) Aprobar la política y el presupuesto anual de inversiones de la Mutualidad y verificar su cumplimiento. El Directorio deberá informar a la Superintendencia su política y presupuesto de inversiones para el año respectivo, el cual deberá ser también puesto en conocimiento de la Junta de Adherentes. 

e) Designar y remover al gerente general, al fiscal y al auditor interno, y fijar sus remuneraciones.

f) Designar y remover al secretario de actas.

g) Seleccionar, del registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros, a los auditores externos que tendrán a su cargo la revisión de los estados financieros de la Mutualidad.

h) Aprobar los estados financieros y la memoria anual de la Mutualidad. Además, ordenar la publicación de los estados financieros en la forma y plazos que establezcan las instrucciones que dicte al efecto la Superintendencia.

i) Aprobar la adquisición de los bienes inmuebles que necesite la Mutualidad para su funcionamiento, la enajenación de los mismos, la constitución de gravámenes sobre ellos y la contratación de construcción de obras para el mismo objeto.

j) Pronunciarse sobre las transacciones judiciales y extrajudiciales en las que tenga interés la Mutualidad.

k) Elaborar un código de buenas prácticas y verificar su cumplimiento.

l) Conocer los informes que les sometan mensualmente los Comités de Directores y resolver sobre las materias que corresponda.

m) Aprobar o rechazar, sobre la base de la recomendación del Comité de Control Interno, las transacciones con partes relacionadas.

n) Designar los candidatos de la Mutualidad a la elección del Directorio de las empresas filiales o coligadas.

o) Adoptar las medidas para que los asientos contables de la Mutualidad se efectúen en registros permanentes, de acuerdo a las instrucciones de la Superintendencia, debiendo estos llevarse de conformidad con principios de contabilidad de aceptación general.

p) Adoptar las medidas necesarias para que sus integrantes se capaciten en las materias relacionadas con la gestión de la Mutualidad.

q) Las demás funciones que le encomienden la ley o los estatutos.”.

15) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- En cada Mutualidad existirán al menos los siguientes Comités de Directores:

a)
 Comité de Control Interno, que deberá supervigilar y emitir un pronunciamiento sobre los resultados de la auditoría interna y externa, y sobre el control de gestión de la Mutualidad. Además, deberá ponderar los riesgos financieros y operativos a los que está expuesta la entidad, revisar las transacciones con partes relacionadas y proponer su aprobación o rechazo al Directorio, y proponer al Directorio políticas para enfrentar potenciales conflictos de interés.

b)
Comité de Estrategia y Operaciones, el cual deberá controlar el cumplimiento de la planificación de las actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, evaluar sus resultados y verificar el correcto y oportuno otorgamiento de las prestaciones de la ley N° 16.744.

Cada Comité estará formado por un mínimo de tres directores.”.
16)
 Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- Para su operación, los Comités indicados en el artículo anterior deberán contar con reglamentos internos propios que, al menos, expliciten sus objetivos, sus tareas, las responsabilidades de sus miembros, las reglas para su funcionamiento y la periodicidad de sus sesiones ordinarias. 

Los Comités deberán sesionar a lo menos una vez al mes.

Los Comités deberán levantar actas de sus sesiones, en las que se incluirán todos los temas tratados y se registrarán, al menos, las decisiones tomadas, los planes de acción y asignación de responsabilidades, el seguimiento de los acuerdos adoptados en sesiones anteriores, y cualquier otro tema de relevancia para su buen funcionamiento.”.

17)
 Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:

“Artículo 14.- El Presidente del Directorio será elegido por la mayoría de los  miembros del Directorio elegidos por las entidades empleadoras adherentes y deberá tener esa misma calidad. La elección tendrá lugar en la primera sesión que celebre el Directorio después de su designación.

El voto del presidente o el de quien lo subrogue tendrá carácter de voto dirimente cuando se produzca empate en la adopción de algún acuerdo del Directorio.”.

18) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:

“Artículo 15.- El Presidente del Directorio tendrá, además de las funciones de todo director, las siguientes funciones específicas:

a) Presidir las sesiones del Directorio.

b) Asegurar el adecuado funcionamiento del Directorio.

c) Coordinar con el gerente general la ejecución de los acuerdos adoptados por el Directorio.

d) Asegurar el adecuado y oportuno flujo de información entre la administración y el Directorio.

e) Asegurar el funcionamiento de los Comités de Directores.

f) Las demás que le encomienden la ley o los estatutos.

El presidente podrá delegar cualquiera de estas funciones en otros directores, sin que dicha delegación altere, en caso alguno, la responsabilidad que corresponda a cada director.”.

19) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:
“Artículo 16.- Las Mutualidades tendrán un gerente general, quien será su ejecutivo superior. Los estatutos deberán establecer los requisitos necesarios para ser nombrado gerente general. Éste deberá cumplir, a lo menos, los mismos requisitos exigidos para los directores elegidos por las entidades empleadoras adherentes. En todo caso, el cargo de gerente general será incompatible con el de director, como asimismo con la calidad de dueño, socio, accionista, gerente general o administrador de una empresa que preste servicios o contraiga obligaciones con la respectiva Mutualidad.

El gerente general tendrá derecho a voz en las reuniones de Directorio.”.

20)
 Agréganse los siguientes artículos 16 A a 16 H:
“Artículo 16 A.- El Presidente del Directorio y el gerente general deberán mantener informados a los directores de todo lo relacionado con la gestión de la Mutualidad, en forma plena, oportuna y documentada.

Artículo 16 B.- Los directores, el gerente general, el fiscal, el auditor interno y los ejecutivos de la administración superior de la Mutualidad no podrán percibir remuneración ni dieta por su participación en el Directorio de las entidades filiales o coligadas a la Mutualidad.

Artículo 16 C.- Las reuniones del Directorio se realizarán a lo menos una vez al mes, con asistencia de la mayoría absoluta de directores. 

Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los directores asistentes con derecho a voto. En todo caso, respecto de las materias en que se señale expresamente, los estatutos podrán establecer quórum superiores. 

Además, los estatutos especificarán la forma en que deberá efectuarse la citación a reunión del Directorio. En la referida citación se deberán indicar las materias específicas a tratar en la sesión respectiva.

Podrán participar y ejercer su derecho a voto en las sesiones de Directorio aquellos directores que, a pesar de no encontrarse presentes, estén comunicados simultánea y permanentemente a través de medios tecnológicos que se encuentren autorizados mediante una norma de aplicación general de la Superintendencia. La participación y el ejercicio del derecho a voto en la sesión de los directores que ocupen estos medios será certificada bajo la responsabilidad del presidente, o de quien haga sus veces, debiendo constar dicha certificación en el acta de la sesión respectiva.

Artículo 16 D.- Sin perjuicio de lo indicado en el artículo 12 de la ley N° 16.744, deberán someterse a consulta de la Superintendencia los acuerdos de Directorio referidos a:

a) Inversiones en bienes muebles o inmuebles y gastos o egresos de todo tipo que sean de carácter no periódico y que no se deriven de sus actividades ordinarias, que involucren un monto igual o superior a diez mil unidades de fomento o que superen el 5% del patrimonio de la Mutualidad.

b) La formación, constitución e inversión en sociedades, corporaciones de derecho privado, fundaciones o comunidades o el aporte de capitales a ellas. 

Por resolución fundada, la Superintendencia podrá disponer que una Mutualidad le eleve en consulta los acuerdos de Directorio referidos a las materias que fije esa entidad fiscalizadora.

Artículo 16 E.- Las deliberaciones y acuerdos del Directorio se escriturarán, por cualquier medio, en un acta, siempre que éste ofrezca seguridad que no podrá haber intercalaciones, supresiones o cualquiera otra modificación que pueda afectar su fidelidad. El acta será firmada por los directores que hubieren concurrido a la sesión.

Si alguno de ellos falleciere o se imposibilitare por cualquier causa para firmar el acta correspondiente, se dejará constancia en la misma de la respectiva circunstancia o impedimento.

Se entenderá aprobada el acta desde el momento de su firma por lo directores que hubieren concurrido a la sesión respectiva, y desde esa fecha se podrán llevar a efecto los acuerdos a que ella se refiere. Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado por todos ellos, que contenga el acuerdo adoptado.

El director que estimare que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.

Artículo 16 F.- Las sesiones del Directorio deberán ser grabadas siempre a través de medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones, salvo acuerdo unánime de los directores en contrario. Las grabaciones indicadas deberán ser guardadas en reserva por la Mutualidad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, debiendo ser puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación. 

Un director podrá solicitar que se incorporen en acta literalmente sus propias palabras, según el contenido de la grabación correspondiente, cuando estime que existen discrepancias fundamentales y sustanciales entre el contenido del acta y el de la grabación respectiva.
Artículo 16 G.- Los directores que hayan participado en una sesión no podrán negarse a firmar el acta que se levante de la misma. El acta correspondiente deberá quedar firmada y salvada, si correspondiere, antes de que se celebre la siguiente sesión ordinaria.
La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las Mutualidades adopten para tales fines la firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.

Artículo 16 H.- La individualización de los miembros del Directorio y de los gerentes generales de las Mutualidades deberá constar en un registro público que llevará la Superintendencia, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N° 20.500. Para tal efecto, dichas entidades deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos en un plazo máximo de tres días hábiles contado desde ocurrido el hecho respectivo.”.
21)
 Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

“Artículo 17.- La Junta General de Adherentes a la Mutualidad es el organismo integrado por las entidades empleadoras adheridas a la misma, que representa a todos sus miembros y cuyos acuerdos son obligatorios para todos ellos.

Podrán participar en esta junta, con derecho a voto, los representantes de las entidades empleadoras adherentes que estén al día en el pago de las cotizaciones establecidas en el Seguro Social de la ley N° 16.744. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Asimismo, podrá participar, sólo con derecho a voz, un representante de la Superintendencia.
También podrán participar, con derecho a voz, los representantes de los trabajadores en los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad de las entidades empleadoras adheridas a la Mutualidad, en la forma que lo determinen los estatutos de cada una de ellas.

Las Juntas Generales de Adherentes serán ordinarias y extraordinarias.

Las juntas podrán ser citadas por el Directorio de la Mutualidad, por entidades empleadoras adherentes que representen el 10% o más de los trabajadores afiliados, excluidos los trabajadores independientes, o, en casos calificados conforme a resolución fundada, por la Superintendencia.

En cualquier caso, a lo menos una vez al año deberá realizarse una junta ordinaria de adherentes dentro del primer cuatrimestre.

Son materias de las juntas ordinarias: 

a) Examinar la situación de la Mutualidad y los informes de los auditores externos.
b) Aprobar o rechazar los estados financieros y la memoria anual de la Mutualidad. 

c) Fijar la dieta de los directores de la Mutualidad.
d) Conocer la labor realizada por el Directorio en el período desde la realización de la última junta ordinaria.
e) Elegir directores por parte de las entidades empleadoras.
f) Informar sobre formación, constitución e inversión en sociedades, corporaciones de derecho privado, fundaciones o comunidades o el aporte de capitales a ellas desde la realización de la última junta ordinaria.
g) Conocer la política y el presupuesto anual de inversiones.
h) En general, cualquiera materia de interés de la Mutualidad, que no sea propia de la junta extraordinaria.

Los acuerdos deberán adoptarse por la mayoría absoluta de las entidades empleadoras adherentes presentes en la junta, ya sea personalmente o representados.

Son materias exclusivas de la junta extraordinaria de adherentes:

a) Las reforma de los estatutos de la Mutualidad.
b) La fusión de la Mutualidad.
c) La disolución de la Mutualidad.

Los acuerdos sobre estas materias sólo podrán aprobarse con el voto de los dos tercios de las entidades empleadoras adherentes presentes en la junta extraordinaria.

La reforma de los estatutos de la Mutualidad deberá ser aprobada por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
En las demás materias, las juntas se regirán por lo que establezcan los estatutos de cada Mutualidad.”.

22)
 Derógase el artículo 19.

23) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20.- Corresponderá a la Superintendencia examinar, calificar y observar los estados financieros de las Mutualidades los que, según una norma de general aplicación que establezca dicha Superintendencia, deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.

En todo caso, respecto de los auditores externos que contraten las Mutualidades, la Superintendencia tendrá la facultad de impartirles normas para el desarrollo de sus funciones de auditoría y de requerirles cualquier información o antecedente relacionado con el cumplimiento de sus funciones.

La Superintendencia, mediante una instrucción de general aplicación, establecerá la forma y requisitos para proporcionar dicha información.”.

24)
 Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:

“Artículo 22.- Las Mutualidades estarán obligadas a formar un fondo de reserva para pensiones, con el objeto de atender el pago de las pensiones, de los beneficios permanentes y de sus futuros reajustes. Asimismo deberán formar las otras reservas que sean necesarias para respaldar beneficios futuros en prestaciones médicas, subsidios e indemnizaciones, y las demás prestaciones establecidas por ley.

Las Mutualidades deberán constituir las referidas reservas considerando los parámetros técnicos establecidos por la Superintendencia, a través de una norma de aplicación general.”.

25)
 Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23.- Las Mutualidades deberán formar un fondo de reserva de eventualidades, no inferior al 2% ni superior al 5% de su ingreso total anual. El porcentaje deberá ser el mismo para todas las Mutualidades y se fijará por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social.”.

26) Sustitúyese el artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Los recursos de libre disposición, del fondo de reserva para pensiones, del fondo de reserva de eventualidades y de las otras reservas que señale la ley, deberán invertirse en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e) e i) del artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, de acuerdo con las instrucciones emitidas al efecto por la Superintendencia.”.

27) Reemplázase el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:

“Se considerarán gastos de administración las remuneraciones del personal administrativo y los gastos propios del funcionamiento de las oficinas. Se excluyen los que no tengan dicha naturaleza, como los egresos destinados al pago de funciones técnicas, a la atención de los accidentados, a promover la seguridad y las labores de prevención de las empresas adherentes, entre otros.”.

28) Agrégase en el artículo 26, antes del punto final (.), la oración “, las que deberán ser respaldadas con activos que definirá la Superintendencia mediante una instrucción de aplicación general”.
29) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Una Mutualidad podrá ser intervenida por la Superintendencia cuando, a juicio de ésta y previa investigación, incurra en incumplimiento grave y  reiterado de las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que la rigen o de las instrucciones que ella hubiere impartido, respecto de las obligaciones de reservas, o del correcto otorgamiento de las prestaciones económicas, médicas, o de ambas, que puedan afectar el adecuado funcionamiento de dicha entidad. 

La intervención de una Mutualidad será declarada por la Superintendencia previa citación de la respectiva entidad. La resolución que declare la intervención será fundada, fijará la fecha en que la intervención deba iniciarse, determinará el plazo de su duración, designará a un interventor y fijará el honorario de éste, el que será de cargo de la Mutualidad intervenida. 

En todo caso, la afectada podrá reponer dicha resolución ante la Superintendencia en el plazo de cinco días desde su dictación. Cuando no deduzca dicha reposición o ésta sea rechazada por la Superintendencia, la Mutualidad podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en los términos indicados en los artículos 58 y siguientes de la ley N° 16.395.

La intervención podrá ser decretada hasta por el plazo de un año, el que podrá ser ampliado por una sola vez, hasta por el mismo tiempo.

La designación de interventor deberá recaer en una persona que no sea director ni dependiente de la Mutualidad intervenida y que posea título profesional universitario y acredite experiencia en administración de empresas. El interventor deberá constituir fianza de fiel cumplimiento de sus funciones por el monto y en la forma que determine la Superintendencia.

La Superintendencia podrá sustituir, en cualquier tiempo, al interventor que haya designado.

El interventor asumirá las funciones del Directorio y del gerente general de la Mutualidad intervenida. Podrá, sin embargo, delegar alguna de las funciones que le competan, quedando obligado solidariamente ante la Mutualidad por los actos que en virtud de la delegación efectúen los delegados. 

Durante el período de intervención se suspenderá el funcionamiento del Directorio de la Mutualidad, no corresponderá dieta a sus directores, y los trabajadores de la respectiva Mutualidad quedarán sujetos a la dirección del interventor.

Al término de la intervención, la Superintendencia podrá, previo informe del interventor, disponer la renovación total del Directorio, la que se efectuará conforme a esta ley y a los estatutos de la respectiva Mutualidad.

Al término de sus funciones, el interventor deberá presentar a la Superintendencia un informe circunstanciado de su gestión, sin perjuicio de los que dicho servicio pueda solicitarle cuando lo estime conveniente.

La Superintendencia pondrá término anticipado a la intervención cuando considere innecesaria la mantención de dicha medida.”.

30) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:

“Artículo 30.- Las Mutualidades se disolverán por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, por cualesquiera de las siguientes causales:

a) Por acuerdo de las entidades empleadoras adherentes, en la forma que dispongan los estatutos.
b) Por infracción del artículo 12 de la ley Nº 16.744.
c) Cuando la Mutualidad se encuentre en una situación de insolvencia financiera o de compromiso patrimonial que ocasione que su continuidad no resulte viable.

La Superintendencia, mediante resolución fundada, deberá destinar los recursos de la Mutualidad que se disuelve al pago de las obligaciones que correspondan conforme a la ley.

Luego del pago de las obligaciones legales, y en caso de existir algún remanente, el Presidente de la República deberá señalar las instituciones previsionales entre las cuales se repartirán los fondos de la Mutualidad disuelta.”.

31) Derógase el artículo 31.

32) Deróganse los artículos segundo y tercero transitorios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Las Mutualidades de Empleadores existentes a la fecha de publicación de esta ley deberán presentar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social la adecuación de sus estatutos a las disposiciones de esta ley, dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la vigencia de esta última, e inscribirse en el mismo plazo en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación.

Artículo segundo transitorio.- Los Directorios de las Mutualidades deberán renovarse, conforme a lo dispuesto por el decreto supremo N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, modificado por esta ley, en la junta ordinaria de adherentes inmediatamente posterior a la aprobación de sus nuevos estatutos, de acuerdo a lo establecido al artículo anterior. Los directores que estén desempeñando sus funciones a la fecha de dicha junta, que se presenten a la reelección, se considerará que ya han cumplido un período en sus cargos, para todos los efectos legales.

Artículo tercero transitorio.- Se entenderán derogadas todas las normas legales que contengan disposiciones contrarias a lo establecido en esta ley.”.
***
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL CON EL FIN DE REFORZAR LA PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS, MEJORAR LA FUNCIÓN QUE DESEMPEÑA EL MINISTERIO PÚBLICO Y FORTALECER LA ACCIÓN POLICIAL Y LA OPERATIVIDAD DEL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL
(8810-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.





A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, por el Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica (S), señora María Ester Torres, y los asesores, señora Sara Lara y señores Alejandro Migliaro y Patricio Soto.





En representación de la Fundación Paz Ciudadana, concurrieron su Directora Ejecutiva, señora Javiera Blanco, y la asesora, señora Alejandra Quintana.


Participaron, asimismo, los abogados señora Paz Anastasiadis, asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio, y señores Jorge Cash y Marcelo Drago, asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, y Hernán Castillo, asesor del Comité de Senadores RN.




Estuvieron presentes, además, la abogada de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Catalina Rizo; el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis, y el asesor legislativo del Centro Democracia y Comunidad, señor Luis Acevedo.

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio se enmarca en el propósito de solucionar los aspectos críticos que debilitan la operatividad de la Reforma Procesal Penal, introduciendo aquellos ajustes que, a doce años de su entrada en vigencia, la normativa legal que la regula requiere.


Las medidas legislativas que se proponen se estructuran en torno a los siguientes cuatro ejes: 1) aumentar la protección y participación de las víctimas; 2) mejorar la persecución penal que realiza el Ministerio Público; 3) fortalecer el trabajo policial, y 4) mejorar el perfeccionamiento del sistema en su conjunto.


A estas enmiendas se agregan otras destinadas a alcanzar una mayor capacitación y coordinación por parte de los distintos actores que participan en la mencionada Reforma Procesal Penal.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 1°, numerales 3, 9, 14, 15, 16, 17, 20 y 24, 2°, 3°, 4° y 5° tienen carácter orgánico constitucional y, en consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo anterior se desprende de las siguientes disposiciones constitucionales:


- Los artículos 1°, numerales 3 y 16, 3° y 5°, por cuanto dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales, a que se refiere el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política;


- Los artículos 1°, numerales 9, 14, 15, 17, 20 y 24, 2°, 4° y 5°, en razón de vincularse con la organización y atribuciones del Ministerio Público, según lo dispone el artículo 84 de la Carta Fundamental, y





- Los artículos 4° y 5°, por relacionarse con las funciones de Carabineros de Chile, en los términos del artículo 101 de la misma Carta Fundamental.

- - - 

OPINIÓN DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA

En cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, al iniciarse la tramitación de esta iniciativa el Senado consultó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema.


Mediante oficio N° 36-2013, de fecha 20 de marzo de 2013, el Máximo Tribunal respondió lo que sigue:

“Por Oficio N° 113/SEC/13, de 5 del actual, el señor Presidente del Senado remitió a esta Corte Suprema, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día de hoy, presidida por el suscrito y con la asistencia de los Ministros señores Nibaldo Segura Peña, Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Héctor Carreño Seaman, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y Rosa Egnem Saldías, señor Lamberto Cisternas Rocha y suplente señor Alfredo Pfeiffer Richter, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

"Santiago, veinte de marzo de dos mil trece.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por Oficio N° 113/SEC/13, recibido el 5 del actual, el señor Presidente del Senado remitió a esta Corte Suprema, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal.

Segundo: Que la iniciativa legal consta de cinco artículos: por el primero se introducen diversas modificaciones al Código Procesal Penal; en el segundo se modifica la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público; por el Tercero se incorpora un nuevo artículo 172 en el Código Orgánico de Tribunales; por el cuarto se establece la obligación de emitir por ciertas instituciones un diagnóstico de la gestión institucional y una propuesta conjunta de metas e indicadores comunes y en el quinto, la elaboración de parte de la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal de un plan anual de capacitación interinstitucional.

Tercero: Que en lo que se refiere a la modificación del Código Orgánico de Tribunales, el Artículo Tercero del proyecto incorpora el siguiente artículo 172 nuevo: "Artículo 172.- Cuando la víctima interpusiere la demanda civil a la que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, ésta podrá ejercerla, a su elección, en el lugar donde se hubiere cometido el delito, en el de su domicilio o en el domicilio del demandado. No obstante, cuando el imputado se encontrare privado de libertad, en virtud de estar sometido a prisión preventiva o por sentencia condenatoria, el tribunal competente para conocer de la demanda civil será el del lugar donde el imputado o condenado se encontrare privado de libertad.".

Ahora bien, el artículo 171 del expresado código luego de establecer la competencia privativa del tribunal que conoce de la acción penal para conocer de la acción civil que tuviere por objeto únicamente la restitución de la cosa, dispone en su inciso segundo que dicho tribunal (el penal) conocerá también todas las restantes acciones que la víctima deduzca respecto del imputado para perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible, y que no interponga en sede civil.

En este contexto, se estima que la norma del proyecto presenta algunos aspectos que la hacen confusa en relación a la competencia que se establece, puesto que si la víctima opta por ejercer la acción civil ante el tribunal que conoce del delito, la elección que se le permite respecto de los lugares correspondientes al de la comisión del ilícito, del domicilio del demandante o del demandado no puede ser considerada, puesto que en este caso el único competente es el tribunal que conoce del hecho punible.
Por otra parte, tampoco operaría la excepción del tribunal competente respecto del lugar en que el imputado se encontrare privado de libertad, ya que en este caso no es posible alterar la competencia en materia penal, en razón del lugar en que se encuentre recluido el encausado. Debe considerarse, en atención a los pocos lugares de reclusión, que no siempre coincidirá el lugar del juicio con el de privación de libertad. De este modo, la norma en estudio solo podría entenderse referida a la última parte del inciso segundo del artículo 171, en el caso de que la acción civil se ejerciere de manera separada de la acción penal, pero aún en este caso su aplicación resultaría confusa, ya que, desde luego, si el imputado estuviere privado de libertad por sentencia condenatoria no hay posibilidad de activar la competencia civil en un tribunal penal. De tal forma que la referencia al artículo 171 no tiene mayor sentido y de esta perspectiva la modificación no tiene utilidad práctica.
Cuarto: Que en lo que se refiere a la norma del Artículo Cuarto del proyecto, esta disposición solo importa un mandato a otros actores de la reforma procesal penal en su relación con la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal y no involucra de manera alguna al Poder Judicial, de modo que a este respecto no cabe informar sobre dicho precepto. Lo mismo debe señalarse respecto del Artículo Segundo, en cuanto modifica la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, ya que se refiere a las facultades de un Órgano del Estado autónomo e independiente del Poder Judicial.
Quinto: Que en cuanto a lo que se dispone en el Artículo Quinto de la iniciativa legal, en relación a la Comisión antes aludida y que le permite elaborar una propuesta de Plan Anual de Capacitación Interinstitucional para varios organismos, entre ellos el Poder Judicial, el Tribunal Pleno no divisa inconveniente alguno en participar en el plan de capacitación especial para el sistema de justicia penal como el que se ha propuesto, en el entendido de que dicha capacitación lo es sin perjuicio de los cursos que pueda disponer la Academia Judicial para los programas de Formación, Capacitación y Habilitación que, conforme a la ley, todos los años está en el deber de ofrecer a los funcionarios y empleados del Poder Judicial y, además, de los que pueda disponer la Corporación Administrativa del Poder Judicial conforme lo prescribe el N° 4 del artículo 506 del Código Orgánico de Tribunales.

Sexto: Que en lo que dice relación con las reformas que se proponen al Código Procesal Penal en el Artículo Primero del Proyecto y en el entendido que se modifica la actividad de los jueces en el procedimiento criminal, se expone lo siguiente:
1.- La reforma al artículo 44 propone incluir en el inciso segundo, para mejorar el acceso de los registros de los terceros, el deber del tribunal de verificar el carácter público de las actuaciones, debiendo entregar, a costa del tercero requirente, copia de dichos registros, lo que no merece objeción;
2.- La modificación al artículo 59 salva una situación establecida en el inciso segundo de ese precepto, en orden a que si se admitía a tramitación la demanda civil en el procedimiento penal, no podía luego deducirse nuevamente ante un tribunal civil. Lo anterior se corrige en el proyecto, permitiéndose que en el caso de existir varios imputados, uno o más de ellos dejare de tener tal calidad por haberse aplicado a su respecto un procedimiento abreviado, dispuesto una suspensión condicional del procedimiento o aprobado un acuerdo reparatorio, la víctima retire la demanda civil del procedimiento penal a fin de interponerla ante el tribunal civil competente contra las personas y en la oportunidad que estime convenientes, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre prescripción.
Tampoco merece observaciones la señalada reforma.
3.- La modificación del artículo 70 amplía la competencia de los jueces de garantía para el control de detención de personas que tienen orden librada por otros juzgados, lo que se permitía hacer solo a los jueces de asiento de una Corte de Apelaciones, eliminándose tal restricción. Se otorga competencia ahora al juez de garantía del territorio donde se efectuó la detención del imputado y distinto del tribunal que conoce de la causa penal.
La modificación parece razonable porque la limitación de competencia a la mayoría de los tribunales de garantía que no son de asiento de Corte de Apelaciones no tenía sentido alguno.
4.- En la reforma a la letra b) del artículo 78, relativo a la protección a las víctimas, se perfecciona la redacción frente a las medidas de protección, especificándose que se dispondrá frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados en contra de su persona (la víctima), de su familia o de su patrimonio. Tampoco hay reparos en su nueva redacción.

5.- En cuanto a la reforma al artículo 89 -referido al examen de vestimentas, equipaje o vehículos- la modificación se hace consistir en que para proceder al examen del equipaje o del vehículo que portare y condujere el detenido, se faculta hacerlo cuando existieren indicios que permitieren estimar que oculta en ellos objetos importantes para la investigación y, en cambio, para sus vestimentas el examen podrá practicarse por "razones de seguridad".

En concepto del Presidente señor Juica y de los Ministros señores Künsemüller, Brito y Silva, señora Maggi y señor Cisternas esta modificación altera sustancialmente el sentido de las medidas intrusivas, que se entienden necesarias únicamente cuando la policía cuente con indicios que permitan dicho examen; por lo tanto, no parece justificable que se efectúe de las vestimentas sólo por "razones de seguridad", puesto que no se advierte el peligro que se trata evitar con la investigación de un hecho punible. Las razones de seguridad, en este entendido, carecen de un sentido jurídico procesal y estiman los señores Ministros nombrados inconveniente otorgar una facultad que puede ser usada de manera permanente y arbitraria, puesto que siempre se justificaría por una razón que apreciaría discrecionalmente la policía. En tal sentido parece innecesaria y quizás peligrosa para el ejercicio de los derechos la modificación propuesta.

Por su parte, los Ministros señores Segura, Dolmestch, Araya y Carreño, señora Egnem y suplente señor Pfeiffer no tienen reparos que formular al texto propuesto en la iniciativa y se manifiestan de acuerdo con su contenido.
6.- En cuanto a la modificación del artículo 109, se sustituye la expresión "suya o de su familia" por "de su persona, su familia o su patrimonio", con lo cual se agrega como medida de protección a la víctima, aquella que se refiere al patrimonio. No hay reparos en la reforma.
7.- En la modificación del artículo 111, que se refiere a los legitimados para querellarse, se agrega un inciso final por el cual, frente a la existencia de varios querellantes, se autoriza que éstos actúen conjuntamente o a través de un procurador común, salvo que no existiere identidad en sus intereses o éstos fueren incompatibles. No hay reparos para esta modificación.

8.- La reforma al artículo 127 se hace consistir en agregar en el inciso primero el siguiente párrafo: "El juez podrá considerar como razón suficiente para entender que la comparecencia del imputado se vea demorada o dificultada, si el hecho que motivare la solicitud de orden de detención constituyere un hecho punible a que la ley asignare una pena privativa de libertad de crimen.".

La medida cautelar personal de detención se acepta en el inciso primero respecto de todos los delitos, salvo que se tratare de los casos contemplados en el artículo 124, esto es, de las faltas o delitos que la ley no sancionare con penas privativas ni restrictivas de libertad, en que la detención no es permitida, salvo en el caso del inciso segundo del artículo 127, de modo que los delitos graves con penas de presidio o reclusión mayor, sin necesidad de la reforma, son de aquellos que hacen procedente, si se cumplen los requisitos legales, la detención. Sin perjuicio de lo anterior, frente a la obviedad, no parece en todo caso improcedente que se entienda que la comparecencia del imputado se vea demorada o dificultada si se trata de un delito con la penalidad grave que se ha señalado.
9.- La modificación al inciso primero del artículo 132 está relacionada únicamente a las funciones de los fiscales judiciales y por lo tanto no corresponde pronunciarse sobre ella.
10.- Las modificaciones al inciso primero del artículo 146, que se refiere a la caución para reemplazar la prisión preventiva, permitiendo la libertad previa caución, agrega la situación "por la posibilidad del peligro de fuga" a las ya contenidas en el precepto, además de precisar que dicha caución deberá fijarse en la misma resolución que la decrete. No hay observaciones respecto de esta modificación.
11.- En la reforma del artículo 149 se precisa que para los delitos graves que indica dicha norma, el imputado no podrá quedar en libertad cuando hubiere sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido o se encontrare en prisión preventiva, mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva. La novedad consiste en agregar a la limitación tanto la situación del detenido como el que está sujeto a la prisión preventiva, con lo cual, modificando la regla general de efectos del recurso de apelación del artículo 368 del Código Procesal Penal, dispone que esa apelación para estos casos se concede también con efecto suspensivo.
Aun cuando esta disposición pudiera estar en contradicción con el principio de inocencia y de la sobreabundancia de resoluciones apelables, es de plena competencia del legislador decidir los efectos que se pueden disponer en los recursos procesales y, por lo tanto, no hay observación sobre este cambio.

El Ministro señor Brito, par su parte, estuvo por manifestar un parecer desfavorable en relación a este precepto, pues si bien no modifica de manera sustancial la regulación actualmente vigente, no puede aceptarse la posibilidad de que una persona permanezca en un estado de privación de libertad por una decisión que, en último término y al menos tratándose de personas detenidas, es adoptada por el Ministerio Público, en circunstancias que el tribunal de garantía ha decidido que no existe mérito suficiente para disponerlo.
12.- La modificación al artículo 155 corrige algunos defectos formales y agrega una nueva medida cautelar al listado que contiene dicha norma, cual es consagrar coma tal "h) la retención de la licencia de conducir". No hay observaciones sobre este punto.

13.- La modificación del artículo 157 está referida a la procedencia de las medidas cautelares reales y se incluye como tales, en los nuevos incisos que se agregan, la posibilidad de adoptar medidas de protección respecto de cualquier persona y en cualquier etapa del procedimiento, desde los actos iniciales de la investigación y aun antes de la formalización. Se libera además al Ministerio Público de la obligación de rendir fianza o de la carga contenida en el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil.
En atención a que la norma establece las medidas cautelares reales para asegurar las responsabilidades civiles que sean consecuencia de un delito, ella no es entendible con el concepto de medida de protección -que no se define-, ni tampoco parece que puede hacerse efectiva respecto de cualquiera persona, lo que implicaría a individuos que no tendrían ninguna relación con el delito investigado. Por su imprecisión no parece prudente mantener esta norma tan abierta y que puede afectar a terceros que no sean parte o no tengan interés en la cuestión penal.
14.- Las modificaciones a los artículos 167 y 183 se refieren al Ministerio Público y, por lo mismo, no corresponde informarlas.
16.- La modificación al artículo 189, que trata de las reclamaciones y tercerías, permite a los terceros cuyos derechos resultaren afectados por la persecución penal comparecer ante el juez de garantía, oponiéndose o solicitando que se dejen sin efecto las medidas a que se refiere el artículo 9°, pudiendo solicitar las medidas de protección que resultaren adecuada para el resguardo de sus derechos. No hay reparos que informar en relación a este precepto.
17.- Modificación consistente en intercalar el artículo 196 bis, nuevo, al Código Procesal Penal. Esta norma regula por primera vez la diligencia investigativa de reconocimiento presencial o fotográfico del imputado, cuestión que en la práctica se produce de manera frecuente en los cuarteles de la policía, lo que ha dado lugar a cuestionamientos de legalidad dada la forma como se verifica y se presenta luego al juicio. De este modo, ahora se dispone su autorización legal, pero asegurando que se realice esta actuación en condiciones tales que aseguren que no se induzca indebidamente a la víctima o testigo al reconocimiento de una persona determinada, dándose en la norma las reglas formales que permitirán controlar la legalidad del procedimiento. Sin embargo, parece necesario que se especifique con claridad que dicha actuación debe ser ordenada y controlada por un fiscal del Ministerio Público, de manera que no quede entregada a la sola actividad de la policía. Además, parece también prudente agregar el control a que se refiere el artículo 197 del mismo Código - dado el derecho del imputado a no declarar y no incriminarse- que en caso de que se negare a la diligencia, se solicite la autorización correspondiente al juez de garantía, de modo que sea éste quien autorice finalmente el reconocimiento de la manera que señala el artículo en estudio.

Las Ministras señoras Maggi y Egnem y el Ministro suplente señor Pfeiffer estuvieron por manifestar un parecer favorable en relación a este precepto tal como viene propuesto, pues en su concepto regula adecuadamente y con las debidas garantías la diligencia de que se trate.

18.- La modificación del artículo 205, que trata de la entrada y registro en lugares cerrados en la que exige la norma las debidas autorizaciones del propietario o encargado del lugar, se agrega un inciso que permite en todo caso, que el fiscal solicite directamente al juez de garantía la autorización para la realización de la diligencia de entrada y registro de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°. Dada la posibilidad de un control judicial para la diligencia intrusiva, no hay reparos en la modificación señalada.
19.- En el artículo 226 se agrega un nuevo inciso segundo, respecto de la norma que establece otros medios de investigación, fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes, incluyendo la grabación de comunicaciones entre personas presentes, todo lo cual requiere de autorización judicial. Sin embargo, por la reforma se pretende que esta autorización solo sea necesaria cuando existiere una legítima expectativa de privacidad de quienes fueren objeto de estas medidas. La exclusión de la autorización judicial, cuando a sólo criterio de los investigadores estimen que no hay afectación a la privacidad de quienes fueron objeto de estas medidas, resulta peligrosa para el ejercicio de los derechos y vulnera de todos modos una garantía constitucional de manera que, conforme con lo que dispone el artículo 9° del Código, es siempre obligatoria la autorización del juez de garantía.
20.- La modificación del artículo 230 está relacionada con las atribuciones del Ministerio Público, por lo que no corresponde informar.
21.- En cuanto al cambio que se introduce al artículo 237, éste consiste en el derecho que le asiste al querellante o a la víctima, tratándose de la suspensión condicional del procedimiento, para oponerse a ella si existiere un interés público prevalente en la continuación de la persecución penal. Se agrega además, dentro de los ilícitos que requieren de ratificación del fiscal regional, la conducción bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas causando la muerte o lesiones graves o gravísimas. No hay observaciones al respecto.

El Ministro señor Brito, sin embargo, estima que tanto la calificación de un asunto como de interés público prevalente como la defensa de éste, son cuestiones que deben quedar entregadas de manera exclusiva al Ministerio Público, en su condición de órgano al que la Constitución Política de la República le ha entregado la persecución penal pública, y, por lo mismo, no considera pertinente la reforma que se propone.
22.- La modificación del artículo 242 consiste en agregar un inciso segundo nuevo que permite, tratándose un acuerdo reparatorio incumplido, que la víctima le pida al juez, si constare el incumplimiento, exigir su cumplimiento en conformidad al artículo 243 o solicitarle que lo deje sin efecto y se oficie al Ministerio Público a fin de que reinicie la investigación penal, caso en que no podrá someterse a un nuevo acuerdo reparatorio.
En cuanto a esta reforma, habrá que aclarar que en cuanto se dispone dejar sin efecto el acuerdo reparatorio, ello sólo podrá ocurrir si no se ha dictado sobreseimiento definitivo, dados los efectos que esta resolución produce en el proceso penal.
23.- La modificación del artículo 248 consiste, en primer término, en ampliar de diez a quince días la facultad del fiscal de disponer, luego del cierre de la investigación, las opciones que se señalan en dicho artículo. En segundo lugar, sustituir en el inciso segundo la palabra "interrumpido" por "suspendido" y agregar un inciso tercero, en el sentido que el plazo antes señalado se entiende sin perjuicio de lo previsto en el artículo 17, es decir, una nueva ampliación en los casos de fuerza mayor o caso fortuito. No hay observaciones que formular.
24.- La modificación del artículo 249 consiste en agregar un nuevo inciso segundo, relacionado con la audiencia del sobreseimiento de la causa o de comunicación de la decisión de no perseverar, en la que si concurre la víctima o el querellante, el fiscal deberá explicitar las razones precisas que justificaren estas determinaciones. Esta materia le concierne al Ministerio Público y no corresponde por tanto informar.
25.- En la reforma al artículo 258 se efectúan los siguientes cambios: a) se incorpora en el inciso cuarto entre los vocablos "podrá" y "solicitar", la expresión "en la audiencia respectiva" seguida de una coma, y se reemplaza la expresión "refiere el inciso anterior" por "refieren los incisos anteriores"; b) se reemplaza en el inciso quinto la palabra ''inapelable" por la locución "apelable" y c) se incorporan los incisos sexto y séptimos, nuevos.
Estos cambios permiten una mayor actividad de los querellantes en los casos en que el Ministerio Público abandone la investigación instando por el sobreseimiento o por no perseverar, haciendo en primer lugar apelable la resolución que negare lugar a las solicitudes que formulare el querellante, mientras que en los nuevos incisos se consagra el procedimiento que deberá utilizar el querellante en el forzamiento de la acusación.
Esta reforma no merece comentarios y, además, concuerda con un informe anterior de este tribunal en un proyecto que modificaba el mismo artículo.
26.- Se modifica el artículo 259, agregando en la letra f), respecto de los medios de prueba que presenta el Ministerio Público al juicio, imponiéndosele la obligación de indicar de manera precisa los hechos que se pretendieran probar con cada uno de ellos. En la otra modificación se agrega con respecto a la prueba pericial, en el inciso segundo, que el fiscal deberá acompañar copia del informe o informes, para los efectos previstos por el inciso tercero del artículo 314. No hay observaciones al respecto.
27.- En cuanto a la reforma al artículo 277, se elimina en el inciso segundo la expresión "de acuerdo a lo previsto en el inciso tercero del artículo precedente". A virtud de tal modificación, el Ministerio Público tiene derecho de apelar ahora de toda exclusión de prueba decretada por el juez de garantía en los casos previstos en el artículo 276, incluyendo las declaradas impertinentes, las que tuvieren por objeto acreditar hechos públicos y notorios, las puramente dilatorias, las sobreabundantes y las que provinieren de actuaciones o diligencias que hubieren sido declaradas nulas y aquellas que hubieren sido obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales.

Al respecto, es del caso señalar que atendido que la norma limitativa del recurso de apelación dispuesta en el artículo 370 ha quedado obsoleta, dado el número creciente de excepciones que se ha consagrado por múltiples reformas al Código Procesal Penal, parece de justicia, dentro de la igualdad de armas, que el mismo recurso se le otorgue a todos los intervinientes que se sientan agraviados con la resolución de apertura del juicio oral, en lo que mira a la elección de las pruebas, eliminando la referencia del recurso de nulidad, para aquellos que no tienen derecho a la apelación. La referencia al recurso de nulidad crea dificultades de interpretación en cuanto al estado en que debe quedar anulado el procedimiento, cuando el vicio es anterior al juicio mismo.
28.- Por esta modificación se introduce un inciso tercero nuevo al artículo 314, pasando el actual tercero a ser cuarto. El artículo aludido regula la procedencia del informe de peritos respecto de todos los intervinientes y la facultad de pedir que los peritos sean citados a declarar en el juicio oral, agregándose que la admisibilidad del informe de peritos deberá ser discutida en la oportunidad prevista en el artículo 272, esto es, en el debate que se produce al efecto en la audiencia de preparación del juicio oral. En este entendido no hay observaciones que formular.

29.- En esta reforma se pretende incluir en el artículo 326, cuando el imputado desee prestar declaración, que lo contrainterrogue, aparte de las partes que indica la norma original, los defensores de los coimputados. No hay reparos que indicar.
30.- En esta modificación se reemplaza la parte del inciso cuarto del artículo 343 desde donde se dice: "Para dichos efectos..." por "Si como incidencia previa al debate uno o más de los intervinientes ofrecieren antecedentes para fundamentar sus peticiones, el tribunal citará a una audiencia especial la que deberá tener lugar no antes de tres ni después de cinco días con el objeto de recibir los elementos probatorios ofrecidos y dejará la resolución sobre tales circunstancias o factores para la sentencia definitiva." Dada la importancia que reviste determinar la existencia de circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, parece prudente dicho debate y el plazo establecido para decidir esa cuestión.
31.- La modificación del artículo 344, que permite diferir la redacción del fallo hasta por cinco días o desde que se realice la audiencia especial a la que se refiere el inciso final del artículo anterior, es coherente con la reforma señalada en el número precedente y no hay comentarios al respecto.
32.- En el artículo 359 se intercala un inciso segundo, por el que se permite, tratándose de la prueba del recurso de nulidad, que también la rindan los demás intervinientes para desacreditar la existencia de la causal invocada por el recurrente, siempre que la hubieren ofrecido dentro del plazo de los cinco días siguientes a la fecha de ingreso del recurso a la Corte. La prueba de desacreditación, se estima, resultará difícil de manejar si ya lo es la que se ofrece pare acreditar la causal, en la que es usual el que por este medio se pretenda indebidamente rendir prueba respecto del fondo de la cuestión penal debatida. Para la debida resolución del recurso de nulidad, en opinión de la Corte, lo deseable es limitar fuertemente la prueba de la causal, a fin de evitar repeticiones de juicios completos, lo que extiende innecesariamente la vista del recurso con la reproducción de los audios en que constan las actuaciones del proceso oral.
33.- En la modificación del artículo 386 se altera la regla de efectos anteriores de la nulidad, ya que la norma dispone que si se acoge el recurso de nulidad se deberá anular la sentencia y el juicio oral, disponiendo la realización de uno nuevo. Con la reforma se pretende la nulidad parcial del juicio oral y de la sentencia cuando de otra forma pudiere infringirse lo dispuesto en el artículo 360, especificando a qué hechos se refiere y a qué imputados afecta la declaración de nulidad del juicio oral y la sentencia. Luego se expresa que si la infracción consistiere en haber incorporado en el auto de apertura del juicio oral prueba que hubiere debido ser excluida, procederá a modificar dicha resolución con el objeto que no reitere la infracción en el nuevo juicio oral, pudiendo el fiscal siempre ejercer la facultad a que se refiere el artículo 277.

Resulta contradictorio que si se acoge un recurso de nulidad sobre la base de haberse incluido prueba que debió ser excluida y, por lo tanto, se pretende corregir la situación retrotrayendo el juicio a la etapa de preparación, se le otorgue al fiscal el derecho de apelar si lo que ha sido corregido por tribunales superiores se vuelve a reiterar.

Los Ministros señor Carreño y señora Egnem, por su parte, no advierten contradicción y son de opinión de manifestar un parecer favorable respecto de esta norma.
34.- En la modificación al artículo 390 se intercala un inciso tercero nuevo que dispone que la notificación de la resolución que citare a la audiencia para el conocimiento del requerimiento tendrá el efecto a que se refiere la letra a) del artículo 233, esto es, suspender el curso de la prescripción de la acción penal. No hay comentarios que formular.
35.- La modificación del artículo 400 tiene el mismo efecto que el del número anterior y no merece observaciones.
36.- En cuanto a la modificación del artículo 403 con respecto del ejercicio de la acción penal privada, se agrega que en caso de incomparecencia del imputado, previa solicitud del querellante, el juez podrá dar lugar a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 33. O sea, la posibilidad de la detención o prisión preventiva del imputado que ha sido citado a la audiencia y no concurra a ella. Esta modificación no merece reparos.
Séptimo: Que a modo de conclusiones corresponde a esta Corte Suprema señalar que no parece conveniente la agregación de un nuevo artículo 172 al Código Orgánico de Tribunales que se contiene en el Artículo Tercero del proyecto, por la poca claridad en la redacción de la norma y se estima que no es útil alterar las actuales reglas de competencia que existen sobre la materia.

En cuanto a las modificaciones que se proponen en los Artículos Segundo y Cuarto del proyecto, no se refieren éstas al Poder Judicial y, por lo tanto, no corresponde informar sobre ellas. Por su parte, la modificación contenida en el Artículo Quinto del mismo proyecto no merece observaciones, en el entendido que deja a salvo las facultades de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial sobre capacitación de los funcionarios y empleados del Poder Judicial.

Respecto, finalmente, a las modificaciones introducidas en el Artículo Primero del proyecto, referidas al Código Procesal Penal, en general no admiten objeciones para el adecuado funcionamiento de la jurisdicción criminal, con las salvedades que se han expuesto en el cuerpo de este informe y por las razones que para cada caso se indican.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar el proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal, en los términos precedentemente expuestos.”.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Código Procesal Penal.


2) Código Orgánico de Tribunales.


3) Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


4) Ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública.


5) Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.


6) Decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile.


7) Ley N° 20.534, que crea una Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El Mensaje


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, señala que el Código Procesal Penal constituye la columna normativa del sistema de justicia criminal. Su entrada en vigencia significó la completa sustitución del sistema inquisitivo instaurado por el Código de Procedimiento Penal, de 1906, por un sistema contradictorio y oral, antiguo anhelo que se explicitaba ya en el propio Mensaje de dicho texto legal.





Explica que la necesidad de modificar el sistema de enjuiciamiento criminal se vio acentuada por exigencias cada vez más intensas, tanto internas como provenientes del contexto internacional, dirigidas a modernizar la justicia y a adecuar nuestro proceso penal a los estándares actuales del debido proceso. Para tal efecto, nuestro país se abocó a enfrentar este desafío, que mediante un amplio consenso político, jurídico y académico, concluyó exitosamente con la instauración de la Reforma Procesal Penal. Este cambio radical en el modelo de juzgamiento dio origen a un proceso complejo que necesita ser observado y evaluado permanentemente.  Es por ello que, a doce años de su entrada en vigencia, el Ministerio de Justicia ha realizado un completo análisis del funcionamiento del sistema, con el objeto de detectar aquellos nudos críticos que debilitan la operatividad del mismo, fijando los márgenes e ideas centrales de la presente propuesta de perfeccionamiento.





Informa que, con tal fin, se conformó una Comisión Asesora Presidencial, a cuyo análisis se sometieron las propuestas formuladas por la Cartera de Justicia. Dicha Comisión estuvo constituida por el Honorable Senador señor Alberto Espina; el Honorable Diputado señor Edmundo Eluchans; el profesor señor José Francisco García, Coordinador de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo; doña Javiera Blanco, Directora de la Fundación Paz Ciudadana; los profesores señores Juan Domingo Acosta, Cristián Maturana Miquel y Raúl Tavolari Oliveros; los profesores señores Julián López Masle y Jorge Bofill Genzsch, ambos Consejeros del Colegio de Abogados, junto al Ministro de Justicia, la Subsecretaria de Justicia -actual Ministra- y el equipo técnico de dicha Secretaría de Estado.





Prosigue expresando que la referida Comisión realizó un detallado examen de cada uno de los problemas identificados por el Ministerio  de Justicia y de sus respectivas alternativas de solución. Asimismo, y con el propósito de complementar y enriquecer el análisis conjunto, se les invitó a plantear temas que no hubiesen estado previstos en la propuesta original, a objeto de someterlos a la evaluación de los integrantes del grupo de expertos.





Indica que a partir del trabajo desarrollado en el seno de la Comisión Asesora, se elaboró el “Informe para el Perfeccionamiento del Sistema de Justicia Penal”, de fecha 8 de noviembre de 2012.





Añade que, posteriormente, el referido Informe fue puesto a disposición de la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, creada por la ley N° 20.534, conformada por el Presidente de la Corte Suprema, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, el General Director de Carabineros, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el Presidente del Colegio de Abogados, el Ministro de Justicia y el Subsecretario de Justicia.





Informa que dicha Comisión examinó las propuestas en una mesa de trabajo, en la que participaron directamente sus miembros, o bien, los representantes que éstos designaron. En esta instancia, los comisionados institucionales también propusieron las modificaciones legislativas que estimaron necesarias para la más eficiente marcha del sistema de justicia penal, las que fueron analizadas por todos los integrantes, de forma tal que algunas de ellas forman parte del presente proyecto de ley.





En síntesis, manifiesta que las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, estudiadas por ambas comisiones –Asesora Presidencial y Permanente de Coordinación– se enmarcan en tres ejes diversos: Coordinación entre los Actores del Sistema Penal; Capacitación y Formación de los mismos, y Modificaciones Legislativas.





Advierte que en todas las etapas de revisión existió un importante consenso en que el foco central de mejora del sistema se encuentra radicado en la necesidad de mayor coordinación y capacitación de los actores, en tanto que las enmiendas legislativas debían orientarse a corregir sus falencias, sin afectar los principios del proceso penal que sirven de base al sistema de enjuiciamiento.





A continuación, el Mensaje se refiere a los objetivos y contenido del proyecto.




Expone que, de conformidad con lo anteriormente expuesto, el presente proyecto de ley recoge parte de los acuerdos adoptados en las comisiones referidas, ya que algunos de éstos no son de naturaleza legal, pues consisten en medidas cuya implementación debe ser gestionada por las propias instituciones que conforman el Sistema de Justicia Penal y por el Ejecutivo, mediante sus instancias de interrelación con aquéllas.





Entre las modificaciones legales, algunas de ellas clarifican el sentido de ciertas normas, con el objeto de evitar interpretaciones disímiles, ajenas al espíritu de las mismas.





En tanto, otras propuestas perfeccionan algunas disposiciones, permitiendo con ello un mejor funcionamiento del sistema de justicia penal.





Explica que, para el análisis y estudio de las propuestas, el Ministerio de Justicia clasificó las modificaciones legislativas en cuatro ejes, a saber: (i) medidas para aumentar la protección y participación de las víctimas; (ii) medidas para mejorar la persecución penal que realiza el Ministerio Público; (iii) medidas para fortalecer el trabajo policial, y (iv) medidas para mejorar el perfeccionamiento del sistema en su conjunto.





1. Medidas para aumentar la protección y participación de las víctimas.





a) Aumento del control de la víctima y del querellante respecto de las actuaciones del Ministerio Público.





Señala que la presente iniciativa legal incorpora mecanismos a favor de la víctima y del querellante, fundamentalmente en lo relativo a derechos de información y reclamación y la ampliación de la facultad de recurrir.





Así, por ejemplo, actualmente existe alrededor de un 19% de archivos provisionales en que la víctima identifica en su denuncia al imputado. Sin embargo, se ignoran las razones por las que no fue posible obtener los antecedentes que permitieran desarrollar la investigación penal tendiente a identificar al presunto autor del delito, lo que constituye un dato relevante de cara a lograr una persecución penal eficiente. Por ello, se estima necesario establecer la obligación para el Ministerio Público de especificar los fundamentos que lo lleven a concluir que el archivo provisional es la mejor respuesta que el sistema otorga a un caso concreto, debiendo señalar qué diligencias de investigación desarrolló y cómo, a pesar de ello, no fue posible esclarecer los hechos.





Similar obligación se establece respecto de la comunicación, realizada por el fiscal, de su decisión de no perseverar en el procedimiento, de manera que deba explicitar los motivos que lo determinen a tomar tal determinación. Adicionalmente, se otorga al querellante la facultad de someter a conocimiento del fiscal regional la decisión de no perseverar en el procedimiento, equiparándolo, de este modo, a las facultades que actualmente se le otorgan a propósito de la decisión de solicitar el sobreseimiento definitivo.




Asimismo, se confiere al querellante la posibilidad de apelar de la resolución del juez de garantía que rechaza su solicitud de sostener la acción penal pública en el juicio oral, tanto para el caso en que el fiscal comunique su decisión de no perseverar, como cuando solicite el sobreseimiento definitivo.





Por último, se autoriza a la víctima para reclamar administrativamente ante las autoridades del Ministerio Público, en los casos que el fiscal, arbitrariamente, no formalice una investigación, de manera análoga a la facultad que actualmente asiste al imputado cuando la formalización es arbitraria.





b) Fortalecimiento del control administrativo del Ministerio Público.





Si bien la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público establece un sistema de responsabilidad administrativa de carácter general, resulta necesario explicitar su procedencia en el Código Procesal Penal, en relación a dos omisiones determinadas: la falta de concurrencia del fiscal adjunto a la audiencia de control de detención y la inactividad del fiscal en el plazo que éste tiene para presentar acusación.





Asimismo, la práctica indica que cuando el fiscal adjunto se enfrenta a una decisión compleja, en ocasiones solicita el pronunciamiento u opinión a su superior jerárquico -el fiscal regional-, con el objeto de validar dicha gestión. Pues bien, lo anterior vuelve inútil la posibilidad de reclamar administrativamente de las actuaciones del ente persecutor, al encontrarse, eventualmente, decidido el asunto en forma preliminar.





En razón de lo anterior, se plantea para estos casos que el reclamo respecto a dicha actuación deba ser conocido por el fiscal regional que subrogue al superior jerárquico del reclamado, con el objeto de resguardar la imparcialidad en el procedimiento administrativo.





c) Inclusión expresa del patrimonio de la víctima como objeto de protección.





Se ha estimado que las medidas de protección a la víctima sólo pueden tener como fundamento la protección de la persona de tal interviniente, mas no la protección de su patrimonio. Esto se traduce en que las víctimas de delitos patrimoniales como el de estafa, no tienen protección patrimonial contra la acción delictiva, a pesar de haberse realizado la correspondiente denuncia o querella. Es por ello que se propone establecer, con carácter amplio, el deber del juez de adoptar medidas de protección a favor de la víctima en cualquier etapa del procedimiento e incluso antes de la formalización de la investigación, para la protección de su persona y su patrimonio.




2.  Medidas para mejorar la persecución penal que realiza el Ministerio Público.





a) Ampliación del catálogo de las medidas cautelares personales.





Mediante el estudio de la legislación comparada, el análisis de la necesidades del proceso chileno y las limitaciones que imponen los tratados internacionales sobre derechos humanos, se realizan dos modificaciones en las medidas cautelares personales que importan el establecimiento de un nuevo abanico para la efectiva protección de las finalidades del procedimiento y la protección de las garantías del imputado, mediante la correlativa idoneidad de la prisión preventiva para el resguardo de las mismas.





Es por ello que, en primer lugar, se amplía el ámbito de aplicación de la caución para evitar la fuga del imputado, esto es, para cuando una vez decretada la prisión preventiva el juez considere que dicha medida cautelar tiene el mismo efecto preventivo que la privación provisoria de libertad.





Por otro lado, se establece, con carácter general en el artículo 155, la retención de la licencia de conducir. Así, cuando ésta resulte idónea para el caso concreto, el juez de garantía podrá imponerla.





b) Ampliación de la competencia del juez de garantía para conocer del control de detención.





Actualmente, si la detención se practica en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que ha emitido la orden de detención, es también competente para realizar el control de detención el juez de garantía del lugar donde se practicó la detención, pero sólo cuando la orden respectiva emanó de un juez con competencia en una ciudad asiento de Corte de Apelaciones diversa. Por ello, en muchos casos se debe proceder a trasladar al imputado al tribunal que dictó la orden de detención, lo que ocasiona distracción de recursos para poder cumplir con el plazo de 24 horas para el control de la misma.





Por lo anterior, la presente iniciativa legal otorga competencia al juez de garantía del territorio donde se efectúa la detención del imputado en todos los casos, con independencia de si el tribunal que dictó la orden de detención depende o no de una misma Corte de Apelaciones del tribunal en donde se realizó la detención. Con ello se permite realizar inmediatamente la audiencia de control de detención.




3. Medidas para fortalecer el trabajo policial.





a) Orden de entrada y registro.





La actual redacción del artículo 205 del Código Procesal Penal, en algunos casos, ha conducido a erradas interpretaciones sobre su sentido, entendiéndose que dicha disposición establece un “orden cronológico” que implicaría que no se puede solicitar una orden judicial de entrada y registro sin antes haber solicitado el consentimiento del propietario o encargado. Semejante interpretación torna inútil la posterior solicitud de la orden judicial, ya que la policía, al solicitar el consentimiento, pone en sobre aviso a los propietarios o encargados del recinto de la intención de realizar la entrada y registro, propiciando, eventualmente, la fuga y dándoles tiempo para destruir evidencia. Se propone mejorar la redacción de dicho artículo, esclare​ciendo que para la entrada y registro de un inmueble es posible solicitar directamente la autorización al tribunal.





b) Establecimiento de estándares legales para el reconocimiento de imputados.





El Código Procesal Penal no cuenta con normas en este sentido, a diferencia del Código de Procedimiento Penal, lo que ha traído complicaciones a la hora de determinar la legitimidad del proceso que lleva a víctimas y testigos a reconocer mediante fotografías o de manera presencial al imputado.





En razón de lo anterior, el presente proyecto de ley fija normas claras y precisas que deben seguirse para asegurar la validez del reconocimiento del imputado, otorgando certeza jurídica a la diligencia realizada bajo dichos parámetros.




4.  Medidas para mejorar el Perfeccionamiento del Sistema.




a) Ampliación de las causales para apelar del auto de apertura.





Actualmente, el auto de apertura del juicio oral sólo puede apelarse, por el Ministerio Público, cuando se excluya prueba que provenga de actuaciones declaradas nulas o para cuya obtención se hubieren infringido garantías fundamentales. Sin embargo, en base a la experiencia acumulada durante estos años, resulta conveniente, para el buen desarrollo del juicio oral, la extensión de este recurso a otras causales.





Por lo anterior, es que el presente proyecto de ley propone que el Ministerio Público pueda interponer el recurso de apelación contra el auto de apertura del juicio oral cualquiera sea la causal en función de la cual se haya excluido la prueba.




b) Inclusión del manejo bajo sustancias psicotrópicas en revisión del Fiscal Regional.





Finalmente, en la regulación de la Suspensión Condicional del Procedimiento se contempla un catálogo de delitos respecto de los cuales el fiscal debe someter su decisión al fiscal regional antes de ofrecer dicha salida alternativa. Entre ellos figura el delito de manejo en estado de ebriedad; sin embargo, se omitió el delito de manejo “bajo la influencia de sustancias psicotrópicas”, lo que no es coherente con la equivalencia de estas dos situaciones en la Ley de Tránsito, razón por la cual se propone salvar dicha exclusión.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en general del proyecto, ofreciendo la palabra, en primer lugar, a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez.


La Ministra señora Pérez agradeció la invitación de la Comisión e inició su exposición señalando que la discusión que dio lugar al proyecto de ley en estudio partió desde un conjunto de proposiciones elaboradas por el Ministerio que encabeza, las cuales fueron dirigidas, en primer lugar, a una Comisión de Expertos y luego, a la Comisión Permanente de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.


Expresó que la Reforma Procesal Penal ha implicado un inmenso avance en nuestro medio pues ha permitido ajustar el ordenamiento jurídico nacional a estándares internacionales y ha servido de modelo para otras reformas a la justicia.


Indicó, a continuación, que el proceso de reformas que es necesario acometer se basa en tres ejes fundamentales. El primero se orienta a mejorar la coordinación entre los actores que participan en ella. Indicó que lo anterior implica el manejo de bases de datos conjuntas, el perfeccionamiento de los procedimientos de constatación y también la construcción de indicadores comunes para la Policía y el Ministerio Público, de manera de poder acopiar información útil que sirva como evidencia en un posterior juicio. Explicó que para lograr este objetivo, la actual Administración reavivó el funcionamiento regular de la Comisión Permanente de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.


Manifestó que el segundo eje pasa por la capacitación de los actores del sistema, lo que requerirá retomar la práctica de instancias interinstitucionales a este respecto y la revisión completa de los planes y mallas curriculares de las Policías, de forma tal de actualizarlas desde una perspectiva lo más práctica posible.


Expresó que el tercer eje consiste en un conjunto de modificaciones de orden legal que es necesario introducir, cuyo contenido pasó a explicar.


En esta materia, la señora Ministra agrupó su exposición en torno a los siguientes cuatro aspectos:
1.- Medidas para aumentar la protección y participación de las víctimas


1.1.- En primer lugar, se busca permitir al querellante apelar de la decisión del juez de garantía que le niega la posibilidad de acusar, en el caso de que el fiscal haya ejercido la facultad de no perseverar. La Secretaria de Estado explicó que, en la actualidad, si al concluir una investigación el fiscal decide solicitar el sobreseimiento definitivo y el querellante se opone, el juez debe disponer que los antecedentes pasen al Fiscal Regional para que revise esta decisión. Además, en última instancia, el juez puede -frente a una decisión negativa del Ministerio Público- autorizar al querellante para que acuse particularmente.

Observó que, sin embargo, tratándose la decisión de no perseverar en el procedimiento, el querellante no puede reclamar ante el Fiscal Regional y sólo le queda la opción de solicitar directamente al juez de garantía que lo autorice a sostener su acusación particular. Explicó que si el juez de garantía decide rechazar la solicitud del querellante, dicha resolución es inapelable, lo que implica impedirle en forma definitiva continuar con la causa para el desarrollo de un juicio oral.


Informó que, frente a esta situación, el proyecto propone que en aquellos casos en que en forma posterior al cierre de la investigación el Ministerio Público comunica su decisión de no perseverar en el procedimiento, se someta el asunto a la validación del Fiscal Regional (tal como el sobreseimiento definitivo) y se permita la apelación por parte del querellante de la resolución del juez de garantía que rechazó la posibilidad de sostener la acusación particular en un posterior juicio oral. Indicó que esta propuesta tiene como antecedente una Moción parlamentaria de los ex Diputados señores Chahuán, Ojeda y Sepúlveda, don Roberto, que cuenta con un informe favorable de la Corte Suprema.


1.2.- Luego, se propone modificar la regla de competencia, en sede civil, de las acciones civiles provenientes del delito. La señora Ministra señaló que el problema que genera la actual regulación es que cuando se interpone una acción de indemnización civil producto del delito, la víctima debe elegir entre interponerla en el mismo procedimiento penal o bien seguir las reglas generales ante un juez civil. En este último caso, por no existir regla especial, la víctima deberá demandar al condenado en el domicilio de éste, conforme a la regla general vigente en materia civil, aunque aquel sea un lugar distinto de donde se llevó el juicio penal.

Expresó que la propuesta de solución pasa por agregar un nuevo artículo 172 al Código Orgánico de Tribunales para que el demandante pueda tener la posibilidad de presentar su demanda ante el tribunal del lugar en que se cometió el ilícito. Indicó que esta proposición tiene como antecedente una Moción parlamentaria de los Honorables Diputados señores Díaz, Masferrer, Robles y Silber, y de los ex Diputados señores Chahuán, Forni y Lobos, y también cuenta con informe favorable del Máximo Tribunal del país.


1.3.- En tercer lugar, se esclarece la posibilidad detención en delitos de acción penal privada. La mencionada Secretaria de Estado explicó que, en la actualidad, no existe un medio eficaz para asegurar la asistencia del imputado en los delitos de acción penal privada, en aquellos casos en que éste no comparece habiendo sido citado, pues el Código Procesal Penal sólo permite que la solicitud de detención la realice el Ministerio Público. Para superar esta dificultad, se propone conferir expresamente al querellante de este tipo de acciones la posibilidad de solicitar al juez que ordene la detención del imputado.


1.4.- Enseguida, se establece un plazo para que el fiscal se pronuncie sobre la proposición de diligencias de investigación. La señora Ministra manifestó que actualmente los intervinientes pueden solicitar al Ministerio Público que realice determinadas diligencias de investigación, tanto aquellas que beneficien al imputado como las que lo perjudiquen, en función del principio de objetividad, de rango constitucional, que gobierna a esa institución. Sin embargo, observó que frente a las solicitudes que se formulen, la ley únicamente contempla el caso de expresa negativa del fiscal a su realización, permitiendo que se pueda reclamar ante el Fiscal Regional, sin que se establezca efecto alguno para el silencio del Ministerio Público. Por su parte, el artículo 257 establece la posibilidad de reiterar la solicitud de diligencias rechazadas o respecto de las cuales la fiscalía no se hubiere pronunciado, pero sólo después de cerrada la investigación.


Explicó que para enfrentar este problema, el proyecto plantea que, transcurrido un cierto plazo de realizada la solicitud, se entienda que el silencio del fiscal equivale a un rechazo de la misma, con lo cual ésta puede ser también objeto de reclamo ante el Fiscal Regional. Además, se propone que el sólo hecho de no emitir pronunciamiento, sin atención al resultado de la solicitud, implicará la revisión del superior jerárquico de las medidas administrativas que correspondan de conformidad a la Ley Orgánica Constitucional respectiva. Indicó que esta propuesta constituye una aplicación práctica del derecho de petición contemplado en la Carta Fundamental y fue originalmente planteada en un proyecto del Profesor señor Otero.


1.5.- En quinto lugar, se busca el perfeccionamiento del control sobre el archivo judicial. La ya nombrada Secretaria de Estado indicó que, en consideración del alto porcentaje de archivos provisionales, especialmente en casos con imputado conocido (19% del total de archivos), resulta fundamental dotar a la víctima de mecanismos que le permitan tener certeza de las razones prácticas que justifican la correspondiente decisión y facultarla para aportar antecedentes que permitan revitalizar la investigación a fin de llevarla a buen término. Con este propósito, la iniciativa propone exigir al órgano prosecutor que informe a la víctima antes del archivo sobre las actividades de investigación que se dispusieron en el caso concreto y los fundamentos que inhiben al Ministerio Público para seguir investigando, como una forma de controlar la discrecionalidad de esa repartición.


1.6.- Por otra parte, se busca explicitar los fundamentos de la decisión de no perseverar en el procedimiento. Sobre el particular, se hizo notar que el Código vigente contempla un conjunto de mecanismos de selectividad que son ejercidos facultativamente por el Ministerio Público, que incluyen el archivo provisional, la facultad de no iniciar investigación, el principio de oportunidad y la decisión de no perseverar. Sobre este último punto, el proyecto considera que el Ministerio Público deberá justificar su uso cuando la víctima o el querellante asistan a la audiencia fijada al efecto.


1.7.- En séptimo lugar, se hace una inclusión expresa del patrimonio como objeto de protección a la víctima. Al respecto, la señora Ministra explicó que se ha impuesto una interpretación restrictiva de los artículos 78, letra b), y 109, letra a), del Código Procesal Penal, según la cual sólo podrían adoptarse medidas de protección a favor de la víctima cuando esté en riesgo su persona y no su patrimonio. Para solucionar este punto, indicó que el proyecto propone que establecer con carácter amplio el deber del juez de adoptar medidas a favor de la víctima para la protección de su persona y su patrimonio, aún antes de la formalización de la investigación. Añadió que, en este ámbito, también se amplía la regulación de las medidas cautelares reales.


1.8.- Luego, se posibilita que terceros puedan oponerse a las medidas intrusivas que les afecten o se otorguen como forma de protección para el resguardo de sus derechos. Al respecto, la señora Secretaria de Estado expresó que pese a que la Carta Fundamental y el Código Procesal Penal establecen el control judicial de las actuaciones que priven, restrinjan o perturben al imputado o a terceros del ejercicio de sus derechos constitucionales, muchos jueces suelen no admitir la intervención de terceros en estas medidas, argumentando que no tienen la calidad de intervinientes. Esta práctica produce, a la inversa, que los jueces se inhiban de decretar determinadas medidas de protección a favor de la víctima cuando éstas pueden afectar a terceros (en especial, a personas jurídicas), ya que éstas quedarían en la indefensión al no poder intervenir.


Indicó que para enfrentar esta situación, el proyecto propone incorporar una norma que disponga que los terceros cuyos derechos resulten afectados por la persecución penal podrán comparecer ante el Juez de Garantía, oponiéndose o solicitando dejar sin efecto las medidas a que se refiere el artículo 9° del Código Procesal Penal, o solicitando aquellas que resulten adecuadas para el resguardo de sus derechos.


1.9.- Enseguida, se incorpora una excepción para el conocimiento de la acción civil con pluralidad de demandados. La señora Ministra expresó que el ejercicio de la acción civil en sede penal en contra de todos los imputados presenta un problema para la víctima cuando los imputados son varios y uno o más de ellos (pero no todos) llega a acuerdo de suspensión condicional del procedimiento o de procedimiento abreviado con la fiscalía. En estos casos, la víctima queda en una situación imposible, porque tampoco puede desistirse de la acción civil ejercida en sede penal para llevarla a la sede civil.


Para solucionar este inconveniente, se propone incorporar una norma que dispone que el procedimiento previsto en ese artículo no se aplicará a los casos en que el procedimiento abreviado, o la causal de terminación o suspensión del procedimiento, no afecte a todos los imputados, caso en el cual el tribunal con competencia penal continuará con el conocimiento y fallo de la acción civil que se ejerza conforme a las reglas generales.


1.10.- El siguiente propósito consiste en facilitar la solicitud de medidas cautelares reales por parte del Ministerio Público. Sobre el particular, la señora Ministra explicó que la remisión que hace el artículo 157 a las reglas del Código de Procedimiento Civil sobre medidas precautorias ha generado una gran incertidumbre acerca de la reglamentación aplicable a las medidas cautelares reales que debe solicitar el Ministerio Público para la víctima, conforme al artículo 6°, ya que la distinta naturaleza de ambos procedimientos provoca que las reglas procesales civiles no resulten plenamente aplicables al procedimiento penal.


Indicó que para solucionar este aspecto, se propone que cuando el Ministerio Público solicite medidas cautelares reales, estará exento de la obligación de rendir fianza u otra garantía suficiente y del deber de manifestar la acción que se propone deducir y someramente sus fundamentos.


1.11.- Luego, se refuerza el derecho del querellante a reclamar administrativamente contra las decisiones del Ministerio Público en materia de formulación de cargos. La señora Ministra expuso que este derecho existe en relación con la formalización arbitraria a favor del imputado y no respecto de la víctima o querellante cuando el Ministerio Público no formaliza la investigación, lo que merma las actuaciones de estas partes en el proceso. Añadió que, en este ámbito, también entra a tallar la regla general del artículo 33 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público sobre reclamaciones ante el Fiscal Regional sobre actuaciones del fiscal adjunto, que redunda en letra muerta cuando este último, en los casos difíciles, valida dichas actuaciones con su superior jerárquico.


Expresó que el proyecto propone incorporar una disposición que establezca para la víctima un derecho similar al que el inciso final del artículo 232 establece para el imputado, esto es, el de reclamar ante las autoridades del Ministerio Público de la negativa arbitraria a la solicitud de formalizar la investigación, existiendo antecedentes suficientes que lo justifiquen. Para perfeccionar este mecanismo, se contempla, además, un caso de incompetencia para conocer de las reclamaciones sobre el fiscal adjunto para cuando el Fiscal Regional hubiere emitido opinión al respecto, debiendo conocer de la reclamación aquel que legalmente lo subrogue.


1.12.- En último término, se establece un derecho alternativo para la víctima en caso de incumplimiento del acuerdo reparatorio. La señora Secretaria de Estado manifestó que existe mucha jurisprudencia que no le ha otorgado efecto alguno a la última modificación del artículo 242 del Código Procesal Penal, imposibilitando al Ministerio Público seguir con el procedimiento si no se cumple el acuerdo reparatorio. Para solucionar esta situación, la iniciativa plantea expresamente que el sobreseimiento definitivo sólo procederá cuando el juez de garantía verifique el cumplimiento íntegro del mismo. Si no se cumpliere, el afectado podrá escoger entre las opciones de hacer cumplir el acuerdo o continuar la acción penal.

2.- Medidas para mejorar la persecución penal que realiza el Ministerio Público


2.1.- En este ámbito, la primera enmienda se relaciona con la competencia del juez para el control de la detención por orden judicial. La señora Ministra indicó que la norma vigente establece que si se practica una detención en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que ha emitido la orden de detención, será también competente para realizar el control de detención el juez de garantía del lugar donde esta última se practicó, pero sólo cuando la orden respectiva emanó de un juez con competencia en una ciudad asiento de la misma Corte de Apelaciones. Manifestó que cuándo el caso no se enmarca en estos límites, es necesario trasladar al imputado al tribunal que dictó la orden de detención dentro de las 24 horas siguientes. Para solucionar este problema, el proyecto otorga competencia al juez de garantía del territorio donde se efectúa la detención del imputado en todos los casos, con independencia del rango del tribunal que dictó la correspondiente orden. Explicó que con ello se permite realizar inmediatamente la audiencia de control de detención.


2.2.- La segunda modificación se refiere a la apelación verbal en audiencia de la resolución que revoca la prisión preventiva. La señora Ministra explicó que el artículo 149 del Código Procesal Penal establece la posibilidad de interponer el recurso de apelación respecto de la resolución que negare o revocare la medida cautelar de prisión preventiva, cuando hubiere sido dictada en audiencia. A este respecto, expresó que la ley vigente indica que en los casos de ciertos delitos con pena de crimen cabe el recurso de apelación, el cual deberá ser interpuesto en la misma audiencia, gozando de preferencia para su vista y fallo en la respectiva Corte de Apelaciones, pero mientras no se encuentre firme y ejecutoriado, el imputado no podrá ser puesto en libertad.


Sobre el particular, precisó que atendido que el citado artículo 149 exige que el imputado debe haber estado en calidad de “detenido” en la audiencia, algunos tribunales no aplican este precepto cuando se revoca la prisión preventiva, puesto que el imputado no llegó al tribunal en calidad de detenido, sino que en prisión preventiva. Asimismo, se ha interpretado que no se aplica este artículo cuando el imputado llega a la audiencia en libertad, luego de una citación y no de una detención.


Para solucionar estos problemas, el proyecto efectúa las precisiones del caso en la disposición citada.


2.3.- En tercer lugar, se amplía el catálogo de medidas cautelares personales. La mencionada Secretaria de Estado recordó que el Código Procesal Penal contiene una enumeración cerrada de medidas cautelares personales, a objeto de que el juez pueda escoger entre éstas la más adecuada para resguardar los fines del proceso. Sin embargo, es atendible que para conseguir un mejor resultado en este objetivo, cuente con nuevas medidas cautelares que puedan atender con mayor precisión dicho fin.


Con ese propósito, el proyecto contempla la ampliación del catálogo de medidas cautelares, incorporando la retención de licencia de conducir con carácter amplio, a efectos de que, por ejemplo, pueda aplicarse en delitos culposos. Asimismo, se considera ampliar el ámbito de aplicación de la caución como reemplazo a la prisión preventiva para cuando ésta haya sido impuesta únicamente para asegurar la comparecencia del imputado.


2.4.- Asimismo, se busca perfeccionar la regla sobre entrada y registro con orden judicial previa. La señora Ministra indicó que se ha dado una interpretación literal al artículo 205 del Código Procesal Penal, como si esa disposición estableciera un orden cronológico, de forma tal que no se podría solicitar una orden judicial de entrada y registro en un lugar cerrado sin antes haber solicitado previamente el consentimiento del propietario o encargado. Añadió que semejante interpretación torna inútil y absurda la posterior solicitud de la orden judicial, ya que la Policía, al pedir el consentimiento, pone sobre aviso a los propietarios o encargados del recinto de la intención de realizar la entrada y registro, propiciando eventualmente la fuga y dando tiempo para destruir la evidencia. Por otra parte, esta errónea interpretación de la norma opera también como un disuasivo para solicitar la orden judicial en casos en que se cuenta con elementos suficientes para hacerlo.


Para solucionar esta dificultad, se plantean las correcciones del caso al precepto en cuestión.


2.5.- Complementariamente, se precisa el ámbito de aplicación de la regla sobre medios técnicos de investigación. Sobre el particular, la señora Ministra señaló que el artículo 226 restringe la fotografía, filmación y otros medios de reproducción de imágenes y la grabación de comunicaciones entre personas presentes a la investigación de hechos que merecieren pena de crimen y exige autorización previa del juez de garantía. Puntualizó que aunque parece evidente que la regla está referida a fotografías, filmaciones y grabaciones subrepticias, algunos actores no interpretan la norma en consonancia con la idea de protección de intimidad que está implícita en ella y llegan al extremo de excluir fotografías y filmaciones realizadas en lugares públicos, conforme a lo previsto en el inciso segundo del artículo 181 del Código Procesal Penal.


Como solución, se propone aclarar que el artículo 226 está referido a fotografías, filmaciones y grabaciones subrepticias y no a aquéllas que se realicen sin afectar una legítima expectativa de privacidad.

3.- Medidas para fortalecer el trabajo policial


3.1.- En este ámbito, se propone, en primer lugar, la fijación de estándares mínimos para realización de la diligencia de reconocimiento del imputado. La señora Ministra manifestó que las diligencias de investigación realizadas por la policía o por el Ministerio Público tendientes a determinar la persona del delincuente en base a reconocimientos fotográficos o en rueda de personas, no se encuentran reguladas en el Código Procesal Penal. Expresó que a partir de esta omisión, se hace imprescindible establecer reglas mínimas que aseguren la eficacia en juicio de la información que se levante en este tipo de reconocimientos, sobre todo teniendo en consideración que dichas actuaciones son constantemente cuestionadas, generando exclusiones probatorias que importan un perjuicio a la persecución penal eficiente.


Con este propósito, explicó que proyecto propone incluir en el Código Procesal Penal estándares mínimos para la realización de esta diligencia, dando certeza a la policía y al Ministerio Público de la validez de esta actuación como antecedente probatorio, como originalmente se establecía en el Código de Procedimiento Penal.


3.2.- Luego, se establece la pena de crimen como criterio para determinar el peligro de fuga en los casos de detención judicial. La señora Ministra sostuvo que actualmente uno de los criterios que determinan la detención judicial es la posibilidad de que la comparecencia del imputado pueda verse demorada o dificultada, existiendo interpretaciones restrictivas respecto a la calificación de la misma, no incluyendo el peligro de fuga del imputado. Para solucionar este punto, el proyecto señala en la ley que el establecimiento de la pena de crimen asignada al delito será un criterio para determinar el peligro de fuga que hace procedente la detención judicial.


3.3.- Asimismo, se flexibilizan los requisitos del examen de vestimentas por motivos de seguridad. La señora Ministra hizo presente que el inciso primero del artículo 89 del Código Procesal Penal establece que se podrá practicar el examen de las vestimentas que llevare el detenido, del equipaje que portare o del vehículo que condujere, sólo cuando existieren indicios que permitan estimar que oculta en ellos objetos importantes para la investigación. Señaló que se considera que esta formulación es muy restrictiva, por lo que se sugiere su eliminación respecto del examen de vestimentas para cuando sea necesario efectuarlo por razones de seguridad, tanto del personal aprehensor como del propio detenido.

4.- Medidas para perfeccionar el funcionamiento del sistema


4.1.- En este ámbito, como primera medida, se amplía la procedencia de recurso de apelación a distintas hipótesis de exclusión de prueba. La mencionada Secretaria de Estado relató que el artículo 277 del Código Procesal Penal autoriza al Ministerio Público para apelar del auto de apertura del juicio oral cuando el juez de garantía excluye la prueba derivada de actuaciones o diligencias que hubieren sido declaradas nulas y aquellas que hubieren sido obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales. En esta materia, el proyecto propone ampliar esta facultad de apelar a todas las hipótesis de prueba, incluyendo las que son declaradas inconducentes.


La señora Ministra informó que esta idea proviene de Mociones parlamentarias de los Honorables Diputados señoras Cristi, Sabat y Turres, y señores Araya, Browne, Calderón, Cardemil, Eluchans, Godoy, Harboe, Letelier, Martínez, Monckeberg, Pérez, Sauerbaum y Squella.


4.2.- Luego, se aborda la exigencia de precisar puntos de prueba al fiscal, querellante y defensa. La señora Ministra explicó que, en el desarrollo de la audiencia de preparación de juicio oral, se discute la admisibilidad de las pruebas que van a ser conocidas en juicio. En función de este debate, el juez de garantía decide qué pruebas pasan a juicio oral, las que quedan consignadas en el auto de apertura. A objeto de facilitar y clarificar esta discusión, manifestó que resulta necesario que el Ministerio Público, el querellante y la defensa precisen los hechos concretos a ser acreditados por medios de prueba que respectivamente se ofrezcan en la acusación y en la contestación a la acusación.


4.3.- Enseguida, se precisa el momento desde el cual se suspende la prescripción de la acción penal. La señora Ministra connotó que en la actualidad se discute cuál es el momento en que se suspende la prescripción de la acción penal en aquellos procedimientos en que no existe el trámite de la formalización, como lo son el juicio simplificado y el de acción penal privada. Para estos efectos, el proyecto fija en aquellos procedimientos cuál es el hito procesal que tiene el efecto de suspender la prescripción de la acción penal.


4.4.- Otro aspecto abordado es esclarecer la forma de introducir en juicio la prueba pericial. La ya mencionada Secretaria de Estado señaló que en la actualidad existen diversas interpretaciones respecto a la posibilidad de introducir el informe pericial en la audiencia del Juicio Oral, las que se sustentan en la ubicación del párrafo relativo al “Informe de peritos” en el Código Procesal Penal, en el Título correspondiente al Juicio Oral. Para solucionar este punto, el proyecto contempla una remisión al artículo 272 de ese Código en los párrafos sobre el informe de peritos, a fin de esclarecer que su admisibilidad se rige por las reglas generales.


4.5.- A continuación, se establece la obligación a las Cortes de indicar expresamente la prueba excluida para que el juez de garantía dicte nuevo auto de apertura. La señora Ministra relató que, en determinados casos, cuando los tribunales superiores de Justicia anulan un juicio no se pronuncian expresamente respecto del contenido del auto de apertura del juicio oral, o sea, no indican qué prueba es efectivamente admisible. Para solucionar este aspecto, el Mensaje propone que deba establecerse ese punto de manera expresa en la resolución de anulación.


4.6.- Por otra parte, se amplía el plazo para acusar, decidir no perseverar o sobreseer. La señora Ministra manifestó que el plazo actual, de 10 días, es considerado demasiado breve y, por esa razón, se propone ampliarlo a 15 días.


4.7.- La siguiente enmienda consiste en establecer que la ausencia del fiscal a la audiencia de control de detención implicará necesariamente la responsabilidad disciplinaria correspondiente. La señora Secretaria de Estado manifestó que cuando los representantes del Ministerio Público no asisten a la audiencia de control de detención se libera al detenido sin que proceda de manera automática la responsabilidad administrativa que corresponda. Para salvar este punto, el proyecto modifica el artículo 132 del Código Procesal Penal, prescribiendo expresamente que la ausencia del fiscal importará la responsabilidad disciplinaria que corresponda de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


4.8.- Luego, se explicita el deber de los tribunales de entregar copia de los registros de audio a cualquier persona. La señora Ministra explicó que gran parte de los errores que cometen los medios de comunicación social al informar sobre decisiones judiciales adoptadas en casos de alta connotación pública, se debe a los problemas que encuentran esos medios y el público en general para acceder a los registros de audio que contienen el detalle de lo debatido y los fundamentos de la decisión adoptada. Explicó que, pese a que el inciso segundo del artículo 44 del Código Procesal Penal establece el derecho a que los registros que dan cuenta de las actuaciones públicas de los tribunales puedan ser consultados por terceros, esas reparticiones, en la práctica, no reconocen aquel derecho, negándose a entregar copias de los registros de audio a quienes no tengan la calidad de intervinientes y/o reservándose la facultad de calificar la causa esgrimida para fundar la solicitud.


Indicó que para superar esas deficiencias, se propone incorporar un nuevo inciso tercero al artículo 44 que establezca explícitamente el deber de los tribunales de entregar copia de los registros de audio de las audiencias públicas a cualquier persona que así lo requiera, aun cuando no tenga la calidad de interviniente en el procedimiento y sin necesidad de expresar causa de la solicitud, siempre que el registro no esté sujeto a reserva en conformidad a la ley.


4.9.- Enseguida, se establece, como regla general, que en caso de pluralidad de querellantes, éstos deberán actuar con un procurador común. La señora Ministra manifestó que la ampliación de las hipótesis que facultan a presentar querella conforme al artículo 111 del Código Procesal Penal y los casos en que existe pluralidad de víctimas han provocado una gran distorsión en las lógicas de la persecución penal, ya que la evidencia de múltiples y diversos intereses impide el ejercicio racional de las herramientas de selectividad de que dispone el Ministerio Público y genera audiencias inmanejables, tanto desde el punto de vista de la infraestructura como de la dinámica procedimental, debido a que todos los querellantes tienen derecho a intervenir en igualdad de condiciones.


Para superar esta dificultad, connotó que el proyecto propone incorporar la exigencia de que, en los casos de víctima múltiple o en aquellos previstos en los incisos segundo y tercero del artículo 111 del Código Procesal Penal, todos los querellantes, de cualquier clase que sean, deberán actuar en las audiencias representados por un procurador común, a menos que acrediten la existencia de intereses incompatibles.


4.10.- Luego, se altera el orden de interrogación del imputado en el juicio oral y se permite que el Ministerio Publico lo contrainterrogue. La señora Ministra explicó que el inciso tercero del artículo 326 del Código Procesal Penal, que regula la declaración del acusado en el juicio oral, establece un orden erróneo en el interrogatorio del imputado. Adicionalmente, la indicación de que el acusado deberá ser “interrogado directamente” por el fiscal, mueve a error a muchos jueces, que niegan al fiscal el derecho a contrainterrogar, generando un ejercicio absurdo que impide al fiscal obtener información relevante para su caso.


Con el propósito de solucionar estos aspectos, el proyecto propone modificar la redacción del artículo 326, de manera que en la parte pertinente señale que, después de su manifestación inicial, el acusado “podrá ser interrogado por su defensor y luego contrainterrogado por el fiscal, querellante y los defensores de los coimputados, en ese mismo orden”.


4.11.- El siguiente ajuste, dice relación con el perfeccionamiento de la audiencia de determinación de pena. La señora Ministra puso de manifiesto que el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal contempla que, inmediatamente después de pronunciada la decisión de condena y en la misma audiencia, el tribunal deberá abrir debate sobre la determinación de la pena, incluyendo expresamente la posibilidad de recibir todos los antecedentes que hagan valer los intervinientes sobre las circunstancias modificatorias ajenas al hecho punible para fundamentar sus peticiones sobre la determinación de la pena. Explicó que esta audiencia genera muchos problemas, porque no existe claridad acerca de cuándo se debe ofrecer la prueba para acreditar estas circunstancias y que el debate que procede de inmediato sobre la determinación de pena muchas veces resulta completamente improvisado e inexacto. Lo anterior, sobre todo en los casos en que la determinación de la pena es altamente compleja, ya que los intervinientes no conocen sino hasta ese mismo instante cuáles son los delitos y la participación que el tribunal ha acogido en definitiva.


Para solucionar esta dificultad, la iniciativa propone modificar el artículo 343 del Código Procesal Penal, de manera que se establezca que, tras el veredicto, los intervinientes deben limitarse a ofrecer la prueba que justificará sus alegaciones sobre determinación de la pena, fijando una audiencia para dentro de tercero día a objeto de escuchar dichas alegaciones y recibir la prueba que hayan ofrecido al efecto. Los plazos para la lectura de la sentencia deberían, consistentemente, contarse desde la celebración de esta audiencia, ajustando, al efecto, el artículo 344 del Código Procesal Penal.


4.12.- Enseguida, se posibilita la prueba en los recursos para los intervinientes recurridos. La señora Ministra expresó que no existe una regla sobre el ofrecimiento de prueba por los demás intervinientes recurridos, lo que genera interpretaciones disímiles acerca de la posibilidad de éstos de rendir prueba para desacreditar la concurrencia de la causal y acerca de si tienen o no la carga de ofrecerla previamente.


El proyecto, a este respecto, incorpora un nuevo inciso segundo al artículo 359 del Código Procesal Penal, para establecer que los demás intervinientes podrán también rendir prueba para desacreditar la existencia de la causal involucrada, siempre que la hubieren ofrecido dentro del plazo de los cinco días siguientes a la fecha del ingreso del recurso a la Corte.


4.13.- Complementariamente, se incluye el manejo bajo el efecto de sustancias psicotrópicas dentro del catálogo de delitos que deben ser revisados por el Fiscal Regional cuando se ofrece la suspensión condicional del procedimiento. La señora Ministra expresó que el inciso sexto del artículo 237 del Código Procesal Penal establece un catálogo de delitos en los cuales el fiscal debe someter su decisión al Fiscal Regional para ofrecer una suspensión condicional del procedimiento. Dentro de ellos, se encuentra el manejo en estado de ebriedad, pero en su momento se omitió precisar que ello también incluye el manejo bajo la influencia de sustancias psicotrópicas, lo que no es coherente con la norma contenida en el artículo 110 de la Ley del Tránsito.


4.14.- Enseguida, se establece el criterio del “interés público prevalente” para el otorgamiento de las suspensiones condicionales del procedimiento. La señora Ministra puntualizó que no existe una limitación legal precisa que restrinja la concesión de la suspensión condicional del procedimiento a quienes ya hayan sido beneficiados con dicha salida alternativa. Para superar esta situación, la iniciativa limita, al igual que en la norma sobre acuerdos reparatorios, la posibilidad de utilización de las salidas alternativas para cuando exista un interés público prevalente involucrado.


4.15.- En último término, se esclarece la limitación para la imposición de la prisión preventiva. En este aspecto, la señora Ministra indicó que la redacción del artículo 149 del Código Procesal Penal ha dado lugar a interpretaciones que restringen la aplicación de la norma sólo a los casos de los delitos que contempla la norma que tengan pena de crimen. Agregó que ello no fue lo buscado por el legislador al momento de establecer aquella disposición, pues sólo se quiso precisar ese límite respecto a los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, mas no respecto del resto de los delitos. Para solucionar este inconveniente, el proyecto contempla los ajustes necesarios para aclarar el punto.


A continuación, se ofreció la palabra a la Directora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Javiera Blanco.


La señora Blanco agradeció la invitación cursada por la Comisión y la convocatoria extendida por el Ministerio de Justicia para participar en la discusión del anteproyecto que generó la iniciativa en estudio.


Afirmó, en primer lugar, que la Reforma Procesal Penal constituye un esfuerzo exitoso del Estado de Chile y que es necesario que mantenga sus pilares básicos y sus principios orientadores.


Señaló que el Código Procesal Penal ha sido objeto de varias reformas legislativas, añadiendo que si se observan los efectos reales que ellas han tenido en la práctica, se concluye que son muy limitados, al punto que si esas reformas se emprendieran el día de hoy, seguramente no contarían con el apoyo que originalmente tuvieron.


Manifestó que un punto relevante a considerar en la actual discusión es la pretensión de una mayor autonomía para las Policías, porque muchas veces los problemas que se alegan a este respecto podrían resolverse con interpretaciones más sistemáticas de las normas existentes.


Añadió que las soluciones legislativas que se consideran para estos asuntos muchas veces rigidizan la necesaria flexibilidad del tenor de las respectivas normas, impidiendo que ellas también sean utilizadas para otras situaciones. Indicó que en este caso también se encuentran las disposiciones relativas a las filmaciones en lugares públicos y al registro de vestimentas. Precisó, además, que es positivo que hayan quedado fuera del texto final algunas proposiciones iniciales que pretendían que la policía pudiera recoger prueba sin sujetarse a instrucciones previas del Ministerio Público, lo que, en la práctica, impediría su uso en un proceso judicial posterior.


Expresó que las modificaciones más relevantes que incluye el proyecto, por lejos, son las relativas a la capacitación conjunta y a la coordinación de los actores del sistema. Sobre el particular, recordó que en la época en que la Honorable Senadora señora Alvear desempeñaba el cargo de Ministro de Justicia se celebraban, de manera periódica, talleres interinstitucionales, práctica que posteriormente se abandonó.


En ese mismo orden de materias, sostuvo que es positivo que se establezcan metas comunes y cruzadas para las mencionadas instituciones y que se creen indicadores compartidos para medir sus resultados, pues en la actualidad se observa que los casos que a nivel policial aparecen como resueltos distan mucho de lo que es judicialmente aceptable en este aspecto.


En otro orden de materias, expresó que es muy llamativa la alta proporción de archivos provisionales que se dictan en causas con imputados conocidos, por lo que es imprescindible aprobar las modificaciones que exigen que el Ministerio Público justifique de manera especial su decisión en estos casos.


Finalmente, indicó que es positivo que se consideren nuevas vías para asegurar los derechos de la víctima y que se le ofrezca un nuevo régimen recursivo.


A continuación, usó de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear, quien, en primer término, valoró el trabajo emprendido por el Ministerio de Justicia y felicitó a su titular, agregando que ha seguido con la mayor atención la elaboración de esta iniciativa. Igualmente, connotó la colaboración prestada por la Fundación Paz Ciudadana.


Expresó que tras doce años de vigencia, se puede hacer un balance sobre la aplicación de la Reforma Procesal Penal, en el que destaca la necesidad de profundizar la coordinación entre los distintos actores que participan en el sistema, así como la fijación de metas comunes e incluso cruzadas para los mismos.


Señaló que el Congreso Nacional y la ciudadanía aspiran a que el sistema procesal penal funcione y que las conductas punibles sean sancionadas. Agregó que, sin embargo, por muy buenas normas que existan, poco se logra si no existen objetivos comunes y un nivel adecuado de coordinación entre las instituciones públicas que participan en el mismo, lo que no se ha dado. Muchas veces, indicó, se han dictado órdenes de detención que, inexplicablemente han quedado sin ejecución, con lo cual el destinatario ha continuado en libertad y ha cometido un nuevo ilícito, con el consecuente descrédito del sistema ante la opinión pública.


Para superar lo anterior, prosiguió, es necesario que el trabajo se haga sobre la base de una cadena mancomunada, aspiración que, sin embargo, muchas veces colisiona con la autonomía que caracteriza a distintas instituciones. En esta materia, mencionó el caso del Ministerio Público, cuyo diseño original estuvo justificado por las contingencias propias del momento en que se discutió, sin perjuicio de que, a la larga, ha importado un nivel de autonomía que incluso excluye la posibilidad de que su titular sea acusado constitucionalmente. El excesivo celo que existe en cuanto a este aspecto es otro aspecto que debe tomarse en consideración en este debate.


Manifestó que, adicionalmente, para lograr una mejoría sustantiva de los resultados actuales es imprescindible que se retome la práctica de las capacitaciones interinstitucionales, porque esa es la única forma de lograr que los actores involucrados en el sistema adquieran una visión común acerca del mismo y coordinen significativamente sus esfuerzos.


Lo anterior, puntualizó, naturalmente requiere de los recursos correspondientes, que comúnmente son insuficientes según se aprecia al tramitarse las leyes de presupuestos del sector público. Hizo presente que este es un aspecto al cual debe darse una permanente atención y seguimiento.


Finalmente, expresó que, en la actualidad, se asiste a un proceso inquietante de sofisticación de la delincuencia, por lo que es imprescindible que las instituciones públicas encargadas de su control perfeccionen sus procedimientos y avancen en cuanto a los medios de que pueden valerse, de manera de hacer frente de manera exitosa a dicho fenómeno.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina señaló que la iniciativa en estudio brinda la oportunidad de enfrentar en la discusión parlamentaria la creciente demanda de la ciudadanía por mejorar el sistema de justicia penal vigente, el cual, en este momento, tiene una mala evaluación.


Expresó que en esta materia existe un aspecto previo que debe despejarse, que consiste en que aun con todas las imperfecciones que pueda tener, el mencionado sistema procesal penal es muy superior al antiguo.


Indicó que para que el análisis que se realice sobre este tema sea productivo, es necesario tener siempre en vista cómo se aplica cada disposición en la práctica, pues esa es la única forma de lograr los efectos concretos que se buscan con cada enmienda.


Manifestó que, a menudo, las instituciones que llevan a cabo el proceso criminal se atribuyen unas a otras la responsabilidad por los problemas que se detectan en la realidad. Es así como, a menudo, los fiscales reclaman de la policía el no hacer buenas investigaciones y de los jueces, ser muy garantistas. A la vez, los jueces responsabilizan a los fiscales por tener estándares probatorios deficientes y otro tanto ocurre con las policías. En síntesis, dijo, se advierte “un círculo de culpabilidades”, que debe contrarrestarse con un nivel de coordinación y de capacitación adecuado. Informó que, frente a lo anterior, él ha sido uno de los más decididos impulsores de establecer en la ley la capacitación conjunta de todas estas instituciones. Hizo notar que, según su parecer, debe reforzarse la preparación necesaria para realizar buenas investigaciones y también contarse con un enfoque adecuado que ubique en una dimensión equilibrada tanto los objetivos del sistema de persecución penal como las aspiraciones de la sociedad en relación a la seguridad pública.


A continuación, efectuó una revisión de las enmiendas contempladas por el proyecto en el ámbito procesal y concordó con la utilidad de las mismas. Destacó aquella que obligará a los fiscales a fundamentar su resolución de no perseverar, e incluso el hecho de que esa decisión sea recurrible en determinados casos. De la misma forma, se mostró partidario de que la resolución que excluye prueba por impertinencia sea revisable y de regular de mejor manera los procedimientos investigativos y su valor probatorio.


Finalmente, en relación a este último punto, manifestó que tiene algunas dudas respecto a la amplitud que debe darse a la atribución para que la Policía haga las primeras diligencias probatorias sin una orden previa. Por una parte, dijo, es importante que la evidencia del sitio del suceso sea recogida antes que desaparezca o que sea muy difícil de recuperar, pero por otro, señaló que entendía que ello puede perjudicar la teoría del caso que lleve adelante el fiscal.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, quien destacó la importancia de la iniciativa en análisis y felicitó al Ejecutivo y a la señora Ministra de Justicia por este esfuerzo.


Relató que cuando se inició la discusión sobre la Reforma Procesal Penal en el Parlamento, si bien tuvo algún escepticismo inicial acerca de la bondad del cambio, a poco andar advirtió que el nuevo sistema sería un verdadero progreso para el país, tal como posteriormente fue demostrado con su puesta en práctica.


Expresó que aun cuando en la actualidad se observa la necesidad de introducirle algunas correcciones, no debe olvidarse que el sistema funciona y que, además, no es corrupto.


Enseguida, puso de manifiesto la importancia de la coordinación que debe existir entre los actores de dicho sistema. Desde esta perspectiva, señaló que es dable considerar en la propia ley un mecanismo que establezca de forma compulsiva una instancia de evaluación interinstitucional conjunta, que sea llevada a cabo por un ente externo. Al respecto, indicó que un ejemplo que no debe repetirse en esta materia es lo que ha ocurrido con el Plan Cuadrante de seguridad ciudadana que lleva a cabo Carabineros de Chile, en el cual se han invertido cuantiosos recursos públicos, sin llevar asociado un esfuerzo apropiado en materia de evaluación, por lo que se han podido conocer los resultados concretos que se han obtenido con esos fondos.


Expresó que hay dos asuntos específicos que llaman la atención cuando se observa la gestión diaria del sistema: se trata de la cantidad de archivos provisionales que se produce, que es superior a lo razonable, y el vacío normativo en cuanto a la regulación de las primeras diligencias y las circunstancias que rodean la detención, pues por la falta de reglas en este ámbito se pierden evidencias y posibilidades de persecución.


Manifestó que, en la práctica, no se observan responsabilidades compartidas por las instituciones que participan de la persecución penal, sino que más bien éstas son mutuamente eludidas. Hizo presente que ello contrasta con lo recientemente ocurrido en la ciudad de Boston, donde la Policía, con la evidencia proveniente de las cámaras de televisión del lugar, logró en 48 horas aprehender a los implicados en el atentado explosivo ocurrido cuando concluía una maratón. Expresó que, en cambio, los televidentes chilenos a diario observan en los noticiarios cómo actúan los delincuentes registrados por las cámaras de televisión, sin que la policía o los jueces puedan utilizar esta evidencia para incriminarlos.


Finalmente, recordó que está aprobada la reforma constitucional que establece la creación de la defensoría de las víctimas, institución que debe ponerse en práctica, pues está demostrado que los intereses de la sociedad representados por el Ministerio Público en los procedimientos criminales no coinciden con los de la víctima. Observó que, pese a ello, no ha habido avances legislativos en la materia.


A continuación, usó de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, quien señaló que la iniciativa en estudio está bien orientada y representa el resultado de un trabajo serio, exento de prejuicios ideológicos e imbuido de realismo práctico.


En cuanto a las modificaciones propuestas, indicó que se observa un importante conjunto de coincidencias, compartidas por sectores políticos e institucionales distintos, lo que demuestra el buen rumbo que emprende la iniciativa. Agregó que los cambios legislativos que se plantean están orientados a cambiar la práctica judicial en un sinnúmero de aspectos que han sido considerados enojosos.


Advirtió que muchas de las modificaciones anteriormente introducidas al Código Procesal Penal, derivaron de situaciones políticas y de opinión pública eminentemente momentáneas y, en la práctica, no tuvieron más efecto que el simbólico. Expresó que si en el presente varias de esas reformas fueran repostuladas, muy posiblemente no lograrían la mayoría que en su momento tuvieron.


Instó finalmente a observar con más detalle las medidas intrusivas de la privacidad de las personas, como las cámaras de televisión en lugares públicos.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, connotó el interés que ofrece la iniciativa en estudio. Señaló que ella se encarga de asuntos que unánimemente han sido considerados como problemáticos por los actores que participan en el sistema de persecución penal, sin por ello afectar los pilares fundamentales del mismo, el cual, en términos generales, está bien orientado.


Indicó que son muy importantes los esfuerzos que se orienten a dar relevancia a la capacitación interinstitucional y a la coordinación de los participantes del sistema, pues la interoperatividad que de ello resulte será, sin lugar a dudas, muy beneficiosa para el país.


Expresó que también le preocupa el uso intensivo de los archivos provisionales y de la decisión de no perseverar, sobre todo cuando hay imputado conocido, pues ello redunda en una sensación generalizada de indefensión entre las víctimas. Sobre el particular, manifestó que considera muy apropiado que se considere en estos casos la obligación de fundar la decisión que tome la fiscalía y que se instituya un régimen recursivo sobre este punto.


Finalmente, puso de manifiesto la conveniencia de contar con la colaboración de algunos especialistas durante la discusión en particular de la iniciativa.


La señora Ministra de Justicia agradeció las expresiones anteriormente vertidas y señaló que esta iniciativa proviene de un informe elaborado por una Comisión integrada por diversos profesionales expertos, quienes también podrán colaborar en su estudio en particular.


Finalizado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sometió a votación en general el proyecto.


- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio (Presidente).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1) En el artículo 44, incorpórase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, del inciso segundo:

“El tribunal deberá verificar el carácter público de las actuaciones y entregará, a costa del tercero requirente, copia de dichos registros, sin exigir expresión de causa.”.

2) En el artículo 59, agrégase en su inciso segundo la siguiente frase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido:

“Sin perjuicio de lo anterior, en el caso que, existiendo varios imputados, uno o más de ellos dejare de tener tal calidad por haberse aplicado a su respecto un procedimiento abreviado, dispuesto una suspensión condicional del procedimiento o aprobado un acuerdo reparatorio, la víctima podrá retirar la demanda deducida en el procedimiento penal, a fin de interponerla ante el tribunal civil competente contra las personas y en la oportunidad que estime convenientes, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre prescripción.”.

3) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 70, la frase “cuando la orden respectiva hubiere emanado de un juez con competencia en una ciudad asiento de Corte de Apelaciones diversa” y la coma (,) que la antecede.

4) En la letra b) del artículo 78, reemplázase la frase “y su familia frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados” por las expresiones “frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados en contra de su persona, de su familia o de su patrimonio”.

5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 89 por el siguiente:

“Artículo 89.- Examen de vestimentas, equipaje o vehículos. Se podrá practicar el examen del equipaje que portare o del vehículo que condujere el detenido, cuando existieren indicios que permitieren estimar que oculta en ellos objetos importantes para la investigación. Asimismo, podrá practicarse dicho examen respecto de sus vestimentas por razones de seguridad.”.

6) Reemplázase en la letra a) del artículo 109 la expresión “suya o de su familia” por la frase “de su persona, su familia o su patrimonio”.

7) Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, en el artículo 111:

“Cuando de acuerdo a lo dispuesto en los incisos anteriores existieren múltiples querellantes, éstos deberán actuar conjuntamente, a través de un procurador común, salvo que no existiere identidad en sus intereses o éstos fueren incompatibles.”.

8) Agrégase, en el inciso primero del artículo 127, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la oración “El juez podrá considerar como razón suficiente para entender que  la comparecencia del imputado se verá demorada o dificultada, si el hecho que motivare la solicitud de orden de detención constituyere un hecho punible a que la ley asignare una pena privativa de libertad de crimen.”.

9) En el inciso primero del artículo 132 intercálase entre la palabra “detenido” y el punto aparte (.) que le sigue las expresiones “y a la aplicación de las sanciones disciplinarias que correspondieren de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público”. 

10) Intercálase, en  el inciso primero del artículo 146, entre las expresiones “únicamente” y “para” la frase “por la posibilidad del peligro de fuga o” y entre la palabra “fijará” y el punto (.) que le sigue los vocablos “en la misma resolución que la decrete”.

11) Modifícase el inciso segundo del artículo 149 en el siguiente sentido:

a) Elimínase la coma (,) luego del guarismo 20.000.

b) Intercálase entre los vocablos “imputado” y “no” la frase “que hubiere sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido o se encontrare en prisión preventiva”.

c) Elimínanse las expresiones “salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido” y la coma (,) que las antecede.

12) Modifícase el artículo 155 en el siguiente sentido:

a) En la letra f), sustitúyese la conjunción “y” por un punto y coma (;) y elimínase la coma (,) que la antecede.


b) Remplázase en la letra g) el punto (.) por la conjunción “y” antecediéndosela de una coma.

b) Agrégase la siguiente letra h) nueva:

“h) La retención de la licencia de conducir.”.

13) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 157:

“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de la posibilidad de adoptar, con el mismo alcance y propósito, medidas de protección respecto de cualquier persona y en cualquier etapa del procedimiento, desde los actos iniciales de la investigación y aun antes de la formalización de la misma.

Cuando las medidas a que refiere este título fueren solicitadas por el ministerio público, estará exento de la obligación de rendir fianza u otra garantía suficiente de conformidad a la circunstancia segunda del artículo 279 y no regirá a su respecto la carga contenida en el artículo 287, ambos del Código de Procedimiento Civil.”.

14) Intercálase el siguiente inciso tercero al artículo 167, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“Cuando se tratare de investigaciones en las que constare la identificación del imputado, el fiscal, previo a disponer el archivo, deberá informar a la víctima las diligencias de investigación precisas que hubiera realizado y las razones que justificaren la medida.”.

15) Modifícase el artículo 183 en el siguiente sentido:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando al actual a ser tercero:

“El fiscal deberá pronunciarse sobre las solicitudes de diligencias dentro de los diez días siguientes a su fecha de presentación. Tratándose de diligencias solicitadas en la querella, el plazo se computará desde la fecha de recepción de la misma en la fiscalía local respectiva. La omisión de pronunciamiento del fiscal dentro del plazo establecido en este inciso se entenderá como un rechazo de la solicitud.”.   

b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero:

i.  Intercálase luego de la coma (,) que sigue al vocablo “solicitud” la frase “o si ésta se entendiere rechazada por omisión de pronunciamiento oportuno” seguida de una coma (,).

ii.  Agréganse luego del punto (.) aparte, que pasa a ser seguido, las expresiones “Sin perjuicio de ello y cualquiera sea la decisión que recaiga en la reclamación, la omisión de pronunciamiento del fiscal adjunto dará lugar a la aplicación de las sanciones disciplinarias que correspondan de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.”.

16) Agrégase un inciso cuarto nuevo al artículo 189, del siguiente tenor:

“Asimismo, los terceros cuyos derechos resultaren afectados por la persecución penal podrán comparecer ante el juez de garantía, oponiéndose o solicitando que se dejen sin efecto las medidas a que se refiere el artículo 9°, pudiendo solicitar  las medidas de protección que resultaren adecuadas para el resguardo de sus derechos”.

17) Intercálase el siguiente artículo 196 bis, nuevo:

“Artículo 196 bis. Reconocimiento del imputado. El reconocimiento del imputado, sea fotográfico o presencial, deberá realizarse en condiciones tales que aseguren que no se induzca indebidamente a la víctima o testigo al reconocimiento de una persona determinada.

Para estos efectos, se deberá cumplir con las siguientes reglas:

a.- Antes del reconocimiento, se interrogará a quien deba realizarlo para que describa físicamente a la persona de que se tratare, su vestimenta al momento de ocurrir el hecho, su voz, si se pudiera, y cualquier otro dato relevante que permita la adecuada identificación; además, deberá expresar si conocía a la persona que reconoce antes de ocurrir el hecho punible, o si la había visto personalmente o en imágenes.

Adicionalmente, deberá manifestar si después del hecho punible ha visto nuevamente a la persona a quien se intentará reconocer y, en caso afirmativo, deberá indicar el lugar, la o las oportunidades en que ocurrió y el motivo.

b.- Se dejará constancia en el registro de reconocimiento de la fecha y hora en que se realizó la descripción a que hace referencia la letra anterior, así como de la fecha y hora del reconocimiento mismo.

c.- Los funcionarios policiales que recibieren la descripción o intervinieren en la investigación específica, no podrán ser los mismos que presencien o diligencien el reconocimiento.

d.- Deberá advertirse al testigo o víctima que el  imputado puede o no estar entre las fotografías que se le exhibirán o entre las personas que integrarán la rueda de reconocimiento, y  que si no se encontrare en condiciones de hacer un reconocimiento positivo, deberá así expresarlo, señalando los motivos de ello.

e.- Tratándose de reconocimientos fotográficos, la fotografía del imputado deberá acompañarse de otras diez y deberá repetirse tres veces con distintas fotografías, pero siempre repitiendo al imputado con otro anterior; en el caso de reconocimiento presencial, el imputado será acompañado de no menos de seis personas.  Las personas incluidas en el set fotográfico o en la ronda de reconocimiento deberán ser de características físicas similares.

f.- Las fotografías deberán ser similares en tamaño, color y formato, y mostrarse en forma secuencial, sin volver atrás ni repetirse. 

g.- Si en la diligencia participare más de un testigo o víctima, éstas deberán realizar el reconocimiento separadamente y sin poderse comunicar entre ellos, ni antes ni después de la diligencia, hasta que haya concluido.

En caso de pluralidad de imputados, éstos deberán ser sometidos a distintas diligencias, no pudiendo integrar la misma rueda de reconocimiento o set fotográfico.

h.- El reconocimiento presencial procederá aún sin consentimiento del imputado, pero siempre en presencia de su defensor. En el caso que éste no concurriere, el fiscal deberá comunicarse con la Defensoría Penal Pública, a objeto que ella designe un defensor para efectuar la diligencia, la que deberá realizarse a la brevedad.

i.- Quien fuere citado para reconocer deberá ser ubicado en un lugar desde el cual no sea visto por las personas susceptibles de ser reconocidas. Se adoptarán las previsiones necesarias para que el imputado no altere u oculte su apariencia.

j.- Si el reconocimiento lo realizaren personas menores de edad o si se tratare de víctimas de delitos sexuales, el ministerio público dispondrá de medidas especiales para su participación en tales diligencias, con el propósito de salvaguardar su identidad e integridad emocional. Durante el procedimiento, el ministerio público deberá contar con el auxilio de técnicos especializados y la asistencia del representante del menor de edad.

De todo lo obrado deberá quedar registro audiovisual o escrito. En este último caso, el acta deberá dar cuenta de todo lo obrado y sus resultados, la que será firmada por el funcionario a cargo de la diligencia. En el caso que se realizare el reconocimiento fotográfico, deberán justificarse las razones que hubieren impedido o dificultado la realización del reconocimiento presencial”.

18) Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 205:

“Sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo, el fiscal podrá solicitar directamente al juez de garantía la autorización para la realización de la diligencia de entrada y registro de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°.”.

19) Agrégase, en el artículo 226, el siguiente inciso segundo: 

“La autorización a que hace referencia este artículo sólo será necesaria cuando existiere una legítima expectativa de privacidad de quienes fueren objeto de estas medidas.”.

20) Agrégase un inciso tercero nuevo al artículo 230, del siguiente tenor:

“La víctima o el querellante podrán reclamar ante las autoridades del ministerio público, de acuerdo a las reglas generales de la ley orgánica constitucional respectiva, la negativa arbitraria a la solicitud de formalizar la investigación, existiendo antecedentes suficientes que lo justificaren.”.

21) Modifícase el artículo 237 en el siguiente sentido:

a) En su inciso quinto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, agréganse las siguientes expresiones “Así también, podrán solicitar al juez de garantía que deniegue la suspensión condicional del procedimiento si existiere un interés público prevalente en la continuación de la persecución penal.”.

b) En su inciso sexto intercálase entre las palabras “ebriedad” y “causando” la frase “o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas”.

22) Agrégase al artículo 242 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Si a solicitud de la víctima, el juez constatare el incumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado, ésta podrá optar entre exigir el cumplimiento de las obligaciones de conformidad al artículo siguiente o solicitar al juez que deje sin efecto el acuerdo reparatorio y oficie al ministerio público a fin de que reinicie la investigación penal. En este último caso, el asunto no podrá someterse a un nuevo acuerdo reparatorio.”.

23) Modifícase el artículo 248 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “diez” por el guarismo “quince”.

b) En el inciso segundo, sustitúyese la palabra “interrumpido” por la expresión “suspendido”.

c) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

“El plazo establecido en el inciso primero de esta disposición se entiende sin perjuicio de lo previsto por el artículo 17 de este código.”.

24) Agrégase en el artículo 249 un inciso segundo como el que sigue:

“En el caso que a dicha audiencia concurriere la víctima o el querellante y el fiscal decidiere comunicar su decisión de no perseverar en el procedimiento, éste deberá explicitar las razones precisas que la justificaren.”.

25) Modifícase el artículo 258 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase en el inciso cuarto entre los vocablos “podrá” y “solicitar” la siguiente expresión “en la audiencia respectiva” seguida de una coma (,) y reemplázase la expresión “refiere el inciso anterior” por “refieren los incisos anteriores”.”.

b) Reemplázase en el inciso quinto la palabra “inapelable” por la locución “apelable”.

c) Incorpóranse los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:

“Una vez firme la resolución que lo autorizare a sostener la acusación, el querellante deberá interponerla dentro de los diez días siguientes. Para los efectos de lo previsto en el artículo 259 letra f), el querellante solamente podrá ofrecer como medios de prueba para el juicio oral, antecedentes que se hubieren registrado durante la investigación, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 227 y 228 de este Código.

El juez sólo podrá autorizar al querellante a presentar la acusación en los términos previstos en los incisos tercero y cuarto de este artículo, si el fiscal hubiere formalizado la investigación con anterioridad. La acusación sólo podrá referirse a hechos y personas incluidos en la formalización de la investigación, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica.”.

26) Modifícase el artículo 259 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase en la letra f) entre la palabra “juicio” y el punto y coma (;) que le sigue la frase “con la indicación precisa de los hechos que se pretendieran probar con cada uno de ellos”.

b) Agréganse en su inciso segundo, entre el vocablo “calidades” y el punto (.) que le sigue, las expresiones “y acompañando copia del informe o informes, para los efectos previstos por el inciso tercero del artículo 314”.

27) Elimínase en el inciso segundo del artículo 277 la expresión “de acuerdo a lo previsto en el inciso tercero del artículo precedente.”.

28) Incorpórase un inciso tercero nuevo al artículo 314, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“La admisibilidad del informe de peritos deberá ser discutida en la oportunidad prevista  en el artículo 272.”.

29) En el artículo 326, reemplázase en su inciso tercero la expresión “directamente por el fiscal, el querellante y el defensor” por las palabras “por su defensor y posteriormente contrainterrogado por el fiscal, querellante y los defensores de los coimputados”.

30) Reemplázanse, en el inciso cuarto del artículo 343, las expresiones “Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer los intervinientes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia” por la siguiente oración “Si como incidencia previa al debate uno o más de los intervinientes ofrecieren antecedentes para fundamentar sus peticiones, el tribunal citará a una audiencia especial la que deberá tener lugar no antes de tres ni después de cinco días con el objeto de recibir los elementos probatorios ofrecidos y dejará la resolución sobre tales circunstancias o factores para la sentencia definitiva.”.

31) Sustitúyense en el inciso primero del artículo 344, las expresiones “Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días” por las oraciones “El tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días contados desde el pronunciamiento de absolución y condena o desde que se realice la audiencia especial a la que se refiere el inciso final del artículo anterior”.

32) Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo 359, pasando el actual a ser tercero:

“Los demás intervinientes podrán también rendir prueba para desacreditar la existencia de la causal invocada, siempre que la hubieren ofrecido dentro del plazo de los cinco días siguientes a la fecha del ingreso del recurso a la Corte.”.

33) Modifícase el artículo 386 en el siguiente sentido:

a) Incorpóranse en el inciso primero, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones “La Corte deberá declarar la nulidad parcial del juicio oral y de la sentencia cuando de otra forma pudiere infringirse lo dispuesto por el artículo 360. En tal caso deberá precisar a qué hechos se refiere y a qué imputados afecta la declaración de nulidad del juicio oral y la sentencia.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:

“Si la Corte determinare que la infracción que dio lugar al recurso consistiere en haber incorporado en el auto de apertura del juicio oral prueba que hubiere debido ser excluida, procederá a modificar dicha resolución con el objeto que no se reitere la infracción en el nuevo juicio. En este caso, el fiscal podrá siempre ejercer la facultad a que se refiere el inciso final del artículo 277.”.

34) Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 390, pasando el resto a ordenarse correlativamente:

“La notificación de la resolución que citare a la audiencia para el conocimiento del requerimiento tendrá el efecto al que se refiere la letra a) del artículo 233.”.

35) Agrégase el siguiente inciso cuarto al artículo 400:

“La notificación de la resolución que admitiere la querella a tramitación tendrá el efecto al que se refiere la letra a) del artículo 233.”.

36) Agrégase en el artículo 403 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En caso de incomparecencia del imputado, previa solicitud del querellante, el juez podrá dar lugar a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 33.”.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Modifícase la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en su artículo 32 , una letra c) nueva, pasando el resto a ordenarse correlativamente, del siguiente tenor:

“c) Velar por el cumplimiento, por parte de los fiscales adjuntos que dependan de la Fiscalía Regional respectiva, de los plazos establecidos por la ley para el desempeño de sus funciones;”.

2) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 33:

“Si el Fiscal Regional hubiere emitido opinión sobre la materia objeto de la reclamación conociendo de una consulta formulada por el fiscal adjunto o de cualquier otra forma, será competente para conocer de las reclamaciones a que se refiere el inciso anterior el fiscal regional que deba subrogar legalmente al superior jerárquico del reclamado.

Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará también al caso en que el Fiscal Regional deba intervenir como consecuencia de lo previsto por el artículo 258 del Código Procesal Penal.”.


ARTÍCULO TERCERO.- Incorpórase el siguiente artículo 172 nuevo, al Código Orgánico de Tribunales:

“Artículo 172.- Cuando la víctima interpusiere la demanda civil a la que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, ésta podrá ejercerla, a su elección, en el lugar donde se hubiere cometido el delito, en el de su domicilio o en el del domicilio del demandado. No obstante,  cuando el imputado se encontrare privado de libertad, en virtud de estar sometido a prisión preventiva o por sentencia condenatoria, el tribunal competente para conocer de la demanda civil será el del lugar donde el imputado o condenado se encontrare privado de libertad.”.


ARTÍCULO CUARTO.- Con el fin de garantizar el trabajo coordinado de los actores involucrados, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el General Director de Carabineros de Chile y el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, deberán remitir  conjuntamente a la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, en el mes de octubre de cada año, un diagnóstico de la gestión institucional y una propuesta conjunta de metas e indicadores comunes de gestión para el año siguiente a su elaboración, con el objeto de mejorar funcionamiento del sistema. Tratándose de las entidades policiales, las propuestas de metas e indicadores aludidas deberán ser concordadas previamente con el Ministerio de Interior y Seguridad Pública.


ARTÍCULO QUINTO.- La Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, considerando los diagnósticos y resultados obtenidos a partir de la gestión conjunta a que se refiere el artículo anterior, y conforme al análisis que por su propia competencia le corresponde desarrollar, en el mes de marzo de cada año elaborará una propuesta de Plan Anual de Capacitación interinstitucional para el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile, cuyo cumplimiento será informado a la Comisión de manera semestral.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 7 de mayo de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).





Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN LA DESIGNACIÓN QUE LE CORRESPONDE EFECTUAR AL SENADO DE UN INTEGRANTE DEL CONSEJO DEL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS, POR RENUNCIA AL CARGO DEL SEÑOR LUIS HERMOSILLA OSORIO 
(S 1562-13)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros la propuesta que hicieran los Comités del Senado en sesión de 9 de abril de 2013, para designar al señor Carlos Frontaura Rivera como integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en reemplazo del señor Luis Hermosilla Osorio, por el período que le resta, esto es, hasta el año 2016, de conformidad a lo establecido en el artículo 6°, de la ley N° 20.405.
- - -

QUÓRUM

Cabe hacer presente que, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del citado artículo 6°, de la ley N° 20.405, los consejeros que designe el Senado deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.

- - -

I.- ANTECEDENTES DE DERECHO
La ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, establece que el Instituto tiene por objeto la promoción y la protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional. 

En cuanto a su organización, el artículo 6° dispone que la Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:

a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas regiones del país.

b) Dos consejeros designados por el Senado.

c) Dos consejeros designados por la Cámara de Diputados.

d) Un consejero designado por los decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, en la forma determinada por el estatuto.

e) Cuatro consejeros designados en la forma que establezcan los estatutos, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.

Cabe hacer presente que de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo, del artículo 6° de la citada ley, los consejeros señalados en las letras b) y c), esto es, los designados por el Senado y por la Cámara de Diputados, respectivamente, deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.

Asimismo, el inciso tercero de la norma en comento establece que los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y que serán nombrados por un período de 6 años, renovándose por parcialidades cada tres.

Por otra parte, su inciso séptimo señala que producida una vacante el reemplazo será proveído por el mismo órgano y en la misma forma al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir.

- - -

II.- ANÁLISIS DE LOS ANTECEDENTES

El señor Luis Hermosilla Osorio, fue designado como consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos por el Honorable Senado de la República, en la sesión N° 84, de 20 de enero de 2010, como consta en el Oficio N° 44/SEC/10, de esa misma fecha, dirigido al señor Ministro del Interior, en el cual se comunica la designación de doña Pamela Pereira Fernández y de don Luis Hermosilla Osorio como integrantes del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Cabe hacer presente, que el señor Hermosilla presentó su renuncia a este cargo, la que fue aceptada por el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos en sesión N° 142, de 4 de marzo de 2013. En consecuencia, su cargo ha quedado vacante y corresponde al Senado designar a su reemplazante.

En virtud de lo anterior, se viene en solicitar el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en la vacante que existe y por el período que le resta al integrante que se reemplaza, esto es hasta el año 2016, al señor Carlos Frontaura Rivera.
La Comisión de Derechos Humanos Nacionalidad y Ciudadanía procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto, particularmente el currículum vitae del candidato propuesto por los Comités del Senado, el cual se adjunta en un Anexo a este informe.
El señor Carlos Frontaura es un destacado abogado, profesor de Derechos Humanos y de Historia del Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Obtuvo un Diplomado en Gestión en Instituciones de Educación Superior de esa misma Casa de Estudios.

Se ha desempeñado como Vicedecano y Secretario Académico de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile. También, ha sido miembro del Comité Asesor del Programa College, del Consejo Académico del Centro de Políticas Públicas y del Consejo Académico de la Licenciatura de Ciencias Sociales del Programa de Estudios Generales. Entre los años 2001 y 2003 fue Director de la Escuela de Derecho de la Universidad Andrés Bello.

Ha ejercido la docencia en las Facultades de Derecho de la Universidad Católica de Chile, en la Universidad Andrés Bello, en la Universidad del Desarrollo y en la Universidad Bernardo O´Higgins, dictando las siguientes cátedras: Introducción a los Derechos Humanos; Historia del Derecho; Familia y Sociedad, y Derecho y Sociedad.

Asimismo, es dable consignar que ha sido asesor de la Fundación Jaime Guzmán y que ha participado en diversos seminarios, investigaciones y estudios, tales como: “Propuesta de Mecanismo de Resolución Colaborativa de Conflictos Ambientales para Chile” y “Pertinencia, Posibilidad y Estrategias para implementar en Chile Centros de Mediación para la Solución de Conflictos Vecinales y Comunitarios”.

- - -

La Comisión recibió en audiencia al señor Carlos Frontaura Rivera, quien luego de agradecer a Sus Señorías esta designación, hizo presente la necesidad de relevar el prestigio y la autoridad del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Al efecto, refirió que en este ámbito visualiza una serie de desafíos que debe asumir el Instituto, en el contexto de los derechos humanos como normas jurídicas reconocidas internacionalmente, que buscan proteger la vida, la libertad y la seguridad de las personas, así como satisfacer los derechos económicos, sociales y culturales, la dignidad y el desarrollo de las personas. Expresó que esta visión es clave para que el Instituto Nacional de Derechos Humanos tenga el prestigio y la autoridad necesaria al más alto nivel de las instituciones del país. 

Para lograr dicho objetivo, continuó, el Instituto debe abordar los siguientes temas:

1.- La promoción y defensa de los derechos humanos consolidados desde una perspectiva institucional. Al efecto, explicó que existen dos tipos de derechos humanos, a saber: aquellos que son consagrados y consolidados en los ordenamientos jurídicos, respecto de los cuales el Instituto Nacional de Derechos Humanos debe asumir una defensa enérgica, y aquellos que tienen un desarrollo dogmático menor, de meras pretensiones que no han sido reconocidas en el “soft law” internacional, respecto de los cuales el Instituto debe actuar moderadamente y con la prudencia necesaria para recoger el pluralismo social y las distintas visiones que existen en el país.

2.- Tener una actitud más proactiva y proponer a los poderes del Estado las modificaciones legales y reglamentarias que correspondan para la adecuación de la legislación y de los reglamentos administrativos que permitan dar cumplimiento a las obligaciones asumidas en los diversos tratados internacionales ratificados por Chile.

3.- Convertirse en un verdadero referente en investigación en materia de derechos humanos. Agregó que hoy existen diversas universidades y centros de estudios que lideran la investigación en derechos humanos. Al respecto, consideró que el Instituto Nacional de Derechos Humanos debería concentrar estos esfuerzos para constituirse en un lugar de encuentro de todos los académicos e investigadores, a fin de impulsar investigaciones con una mirada pluralista y autónoma de los poderes públicos y de los intereses de los particulares.

4.- Promover la educación en materia de derechos humanos y en educación cívica, para mejorar la calidad de nuestra democracia. A su juicio, no existe un verdadero respeto a los derechos humanos si no existe una democracia sólida y profunda. En este sentido, insistió en que los esfuerzos del Instituto Nacional de Derechos Humanos deben destinarse a generar programas educacionales en el ámbito de los derechos humanos.

5.- Impulsar buenas prácticas institucionales y resolver de manera transparente los eventuales conflictos de interés que pudieran suscitarse, dada la composición que tiene el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

6.- Fortalecer la capacidad de rendición de cuentas con  mayor control y seguimiento de las propuestas, además de una mayor publicidad, abriéndose a la comunidad y a los órganos públicos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez resaltó la pluralidad y la diversidad de la composición del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que representa a toda la sociedad. En seguida, consultó al invitado sobre su estudio denominado “Territorialidad, Prescripción e Inmunidad en materia de Derechos Humanos” y cuál es su visión respecto de los derechos humanos de segunda generación, tales como el derecho a la resolución de los conflictos y la no discriminación. Hizo presente que no le preocupa que los Consejeros tengan distintas visiones acerca de los derechos humanos, pero sí considera importante que todos den garantía de que promoverán el respeto de los mismos.

Posteriormente, valoró el desempeñó profesional del señor Frontaura, especialmente por los estudios que ha realizado en materia de resolución de conflictos y de juzgados vecinales, considerando que cuenta con las herramientas necesarias que permitan dar un nuevo horizonte  al Instituto Nacional de Derechos Humanos.

En seguida, el señor Frontaura al responder la pregunta de Su Señoría, informó que el estudio sobre “Territorialidad, Prescripción e Inmunidad en materia de Derechos Humanos” lo realizó en el año 1999, a propósito del Fallo de la Cámara de los Lores del Reino Unido, en relación con el juicio al General Augusto Pinochet. Acotó que este fallo marcó un cambio en la jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos al resolver su detención y procesamiento por tribunales extranjeros, porque hasta ese entonces primaba el criterio de que su juzgamiento correspondía a los tribunales chilenos. Este fallo, continuó, permitió que la Corte Interamericana de Derechos Humanos resolviera restarle validez a las Leyes de Punto Final de Argentina y de Uruguay, y a la Ley de Amnistía de Chile. Por lo anterior, aclaró, escribió dicho artículo en el contexto de esa época y que hoy, sin ninguna duda, comparte los criterios vigentes en materia de derechos humanos que propugnan la no prescripción de la acción penal cuando se trata de delitos de lesa humanidad.

Luego, explicó que en el derecho internacional se reconocen tres grandes ramas: el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; el Derecho Humanitario, y el Derecho de los Refugiados. En el caso particular del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, informó que se distinguen tres tipos: los derechos civiles y políticos; los derechos económicos, sociales y culturales, y los de tercera generación. A su vez, refirió que existe una segunda categorización de los derechos humanos, que engloba a las tres especies ya enunciadas, a saber: los derechos consolidados y consagrados, y los que aún están en discusión y formación. Respecto de éstos últimos reiteró su posición de que el Instituto Nacional de Derechos Humanos debe actuar con moderación y prudencia, lo que no obsta a que se debata y discuta sobre sus alcances.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, luego de realzar el nutrido currículum del invitado,  consultó su opinión respecto del proyecto de ley de acuerdo de vida en pareja y sobre la Ley de No Discriminación.

El señor Frontaura señaló a Sus Señorías que se ha especializado en Derecho Internacional de los Derechos Humanos en materia de Familia y que desde esa perspectiva aclaró que no es experto en Derecho Civil, no obstante consideró que el derecho común vigente hoy día permite regular las relaciones o uniones de las personas distintas al matrimonio. Además, reseñó que el tema sobre las uniones afectivas de las personas está en el ámbito de su esfera privada y como tal no sería necesario que el Estado cree una nueva institucionalidad. Con todo, acotó que los especialistas en Derecho Civil son los más indicados para determinar la necesidad de regular esta materia. En cuanto a la Ley de la No Discriminación, señaló que al ser ley de la República el Instituto Nacional de Derechos Humanos debe encargarse de promoverla y de defenderla.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó la opinión del invitado en cuanto al rol de las universidades en la educación y consultó si prevé la posibilidad de llegar a un acuerdo con los pueblos originarios en el contexto de la implementación de la consulta consagrada en el Convenio N° 169 de la OIT.

El señor Frontaura señaló que las universidades cumplen un rol fundamental en la formación de las personas y en su capacitación profesional para enfrentar el mundo laboral, y en lo que dice relación con el conflicto con los pueblos indígenas, reseñó que a partir de su experiencia laboral ha constatado que los conflictos y los acuerdos son parte de la vida diaria. En el caso puntual con los pueblos originarios, indicó que no prevé la posibilidad de llegar a un acuerdo sin que antes las partes logren entender la posición del otro. 

Por último, el Honorable Senador señor Orpis le agradeció su presentación y su buena disposición para responder todas las preguntas que se le han formulado.

- - -

La Comisión constató que en lo concordado por los Comités, en cuanto a proponer al señor Carlos Frontaura Rivera para la designación que corresponde efectuar al Senado de un integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, se da cumplimiento a los requisitos y procedimientos de designación regulados en la ley Nº 20.405. 
- - -

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Gómez, Orpis y Ruiz-Esquide, tiene el honor de informaros que en la designación del consejero en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, para designar a don Carlos Frontaura Rivera para el cargo propuesto dada su reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día de 8 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores José Antonio Gómez Urrutia y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de Comisión, a 13 de mayo de 2013.
(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,
Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA, COLOMA, GARCÍA, LARRAÍN FERNÁNDEZ Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE SUSTITUYE EL TIPO PENAL DEL DELITO DE EXTORSIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 438 DEL CÓDIGO PENAL 
(8944-07)
Honorable Senado:
1.-  A fines de Marzo del presente año, en un diario de circulación nacional, se publicó un artículo que da cuenta del “cobro de peajes” en zonas rurales de la Región de la Araucanía.

Específicamente, en la edición del Diario El Mercurio de 24 de Marzo de 2013, se señala que “se trata de una práctica que apunta a obtener un pago de los propietarios agrícolas y forestales, a cambio de protección o de una promesa de tranquilidad”.
“Las presiones se dan en un plazo donde los límites entre el simple hostigamiento y la amenaza abierta son difusos.  Algunos de los afectados ceden y pagan.  La regla general es que entregan dinero o parte de sus cosechas.  Lo hacen por miedo.  Bajo la premisa de que quien no coopera se arriesga a ser blanco de una venganza”.

Agrega respecto de las víctimas que “por temor a represalias, todas hablaron bajo condición de estricto anonimato”.
He podido corroborar la veracidad de lo expuesto precedentemente en reuniones sostenidas con parceleros y agricultores de la Región de La Araucanía, quienes también me han expresado que prefieren mantener, al menos por ahora, la reserva de su identidad para evitar atentados en contra de ellos, sus familias y sus bienes.

2.-  Atendida la gravedad de lo expuesto precedentemente, consulté a abogados penalistas de reconocido prestigio, entre ellos al abogado Jorge Bofill Genzsch, quien asesora regularmente a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de este Senado, con el objeto de determinar si se requería de alguna modificación legal respecto de la actual tipificación del delito de extorsión.  Específicamente, si las conductas descritas precedentemente están claramente tipificadas y sancionadas en la legislación vigente.  La respuesta fue afirmativa, esto es, que se justifica sustituir el artículo 438 del Código Penal con el objeto de ampliar el tipo penal para el delito de extorsión.

3.- A continuación es necesario señalar las normas legales que se refieren a la materia.

Artículo 438 del Código Penal que contempla la figura conocida como “extorsión documental”:
“El que para defraudar a otro le obligare con violencia o intimidación a suscribir, otorgar o entregar un instrumento público o privado que importe una obligación estimable en dinero, será castigado, como culpable de robo, con las penas respectivamente señaladas en este párrafo.”

Artículo 161 B del Código Penal:

“Se castigará con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de 100 a 500 Unidades Tributarias Mensuales al que pretenda obtener la entrega de dinero o bienes o la realización de cualquiera conducta que no sea jurídicamente obligatoria, mediante cualquiera de los actos señalados en el artículo precedente.  En el evento que se exija la ejecución de un acto o hecho que sea constitutivo de delito, la pena de reclusión se aplicará aumentada en un grado.”

Artículo 161-A inciso primero:

“Se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de 100 a 500 Unidades Tributarias Mensuales al que, en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público, sin autorización del afectado y por cualquier medio, capte, intercepte, grabe o reproduzca conversaciones o comunicaciones de carácter privado; sustraiga, fotografíe, fotocopie o reproduzca documentos o instrumentos de carácter privado; o capte, grabe, filme o fotografíe imágenes o hechos de carácter privado que se produzcan, realicen, ocurran o existan en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso público”.

Artículo 296 del Código Penal:

“El que amenazare seriamente a otro con causar a él mismo o a su familia, en su persona, honra o propiedad, un mal que constituya delito, siempre que por los antecedentes aparezca verosímil la consumación del hecho, será castigado:

1° Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si hubiere hecho la amenaza exigiendo una cantidad o imponiendo ilegítimamente cualquiera otra condición y el culpable hubiere conseguido su propósito”.

2° Con presidio menor en sus grados mínimo a medio, si hecha la amenaza bajo condición el culpable no hubiere conseguido su propósito.

3° Con presidio menor en su grado mínimo, si la amenaza no fuere condicional; a no ser que merezca mayor pena el hecho consumado, caso en el cual se impondrá ésta.
Cuando las amenazas se hicieren por escrito o por medio de emisarios, éstas se estimarán como circunstancias agravantes.

Para los efectos de este artículo se entiende por familia el cónyuge, los parientes en la línea recta de consanguinidad o afinidad legítima, los padres e hijos naturales y la descendencia legítima de éstos, los hijos ilegítimos reconocidos y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad legítimas”.

4.-  En el informe que prepararon, a petición del suscrito, los abogados Don Jorge Bofill Genzsch, Don Ignacio Ananías Zaror y  Don Guillermo Chahuán Chahuán con fecha 8 de Abril de 2013, se señala en síntesis lo siguiente:

“El factor común del delito de extorsión en el derecho comparado es que éste no corresponde a un delito contra la libertad, ello al encontrarse regulado como una coacción cuyo objetivo es que el ofendido realice una disposición patrimonial “(la “lesión” es el núcleo esencial del tipo en cuestión).”

“El Código Penal, en cambio, regula la extorsión de una forma extremadamente acotada. Se encuentra inserta en el §2 del Título IX (“Del robo con violencia o intimidación en las personas”). El motivo que sirve de fundamento de esta configuración -como una variedad del delito de robo- es que, no obstante diferir de su objeto de protección (patrimonio y propiedad, respectivamente), ambos precisan de un medio coercitivo funcional, es decir, de violencia o intimidación, para su ejecución. Así también, porque ambos requieren del acaecimiento de un perjuicio pecuniario.”

“Lo precedente, si bien  es totalmente consistente con la ubicación que el derecho comparado le asigna a la misma, no lo es así con su rendimiento (ámbito típico). “

“En efecto, el artículo 438 Código Penal dispone de un catálogo de medios de comisión posible extremadamente exiguo, que excluye cualquier coacción ejecutada con el objeto de obtener la entrega de “cosas” (razón por la cual se le denomina “extorsión documental”), así como también cualquier acto de apropiación del hechor (que queda comprendido dentro de la esfera del robo).”

“La acción típica consiste en coaccionar (delito común) a un sujeto para que éste “suscriba” (reconozca una obligación mediante la interposición de su firma), “otorgue” (redacte un documento conforme a lo prescrito por el hechor) o “entregue” (el hechor se apodera de un documento como consecuencia de un acto del ofendido que actúa por temor) ciertos documentos apreciables pecuniariamente.”

“Si bien, en oposición a lo precedente (y en defensa de la regulación actual), podría argumentarse que el delito en cuestión posee tan restringido ámbito típico en atención a que en la práctica no constituye un delito de resultado sino de peligro concreto (es decir, que no obstante no lesionarse el bien jurídico protegido -patrimonio- se sanciona igualmente en razón de que sólo se exige ánimo de defraudación, no el correlativo empobrecimiento de la víctima), así como también por la regla especial aplicable respecto a las etapas de desarrollo del delito del artículo 450 Código Penal (que castiga como consumado aquellos delitos que se encuentran dentro de su catálogo y que llegaron sólo hasta el estado de tentativa), que determina  que desde el inicio de actos de violencia o intimidación se sancione a la extorsión como robo (sin concurrir perjuicio patrimonial). A pesar de ello, la regulación actual es deficitaria.”

“Sin importar la cuantiosa pena disponible, el ámbito de extensión de este delito equivalente a la conjunción de dos injustos (coacción y apropiación) excluye acciones que le son categorialmente (= intrínsecamente) inherentes.”

“La primera pregunta que puede surgir a la anterior afirmación es cómo se concilia esto con el punto “2.” del título  §1 de este Informe. La respuesta es unívoca: lo acotado de su regulación no determina su ausencia de punición sino que su sanción conforme a reglas diversas (las de las amenazas condicionales).2  

“En efecto, cuando en doctrina se analiza el tipo de extorsión, en razón de su ubicación sistemática siempre se trata de esclarecer su límite con el delito de robo. Existe cierto consenso en que éste se determina en base a un criterio denominado “sustituibilidad”. Ésta señala que cuando la aportación (entrega de la cosa) del coaccionado (ofendido por el delito) pueda -en el delito concreto- ser sustituida por una ruptura de la misma ejecutada de propia mano por el hechor, se equipara esta entrega a tolerar la apropiación del hechor por parte del coaccionado. Es decir, se sanciona esta entrega conforme a las reglas del robo.” 

“En cambio, cuando la entrega del ofendido (como consecuencia de la coacción del hechor) es de carácter insustituible (no existe una alternativa contra fáctica para el hechor, sólo puede ejecutar el delito de ese modo) se excluye ésta del ámbito de aplicación del robo. Un caso paradigmático de lo anterior se constata con la [actual] suscripción de documentos, en que la firma de la víctima es condición necesaria para su concreción.”

“Lo precedente determina que, para la regulación del Código Penal chileno, como únicamente se contemplan las extorsiones documentales (anteriormente explicadas), el tipo aplicable para aquellas coacciones destinadas a obtener la entrega de una cosa por parte del ofendido en que ésta sea de carácter insustituible, sea la del delito de amenazas condicionales (artículos 296 y 297). Así Antonio Bascuñán Rodríguez
 y Juan Pablo Mañalich Raffo
. En caso contrario, devendrían en impunes (se acude a la regla de coacción “genérica”).”

“El problema que esto conlleva es que, para un delito grave de carácter pluriofensivo (libertad y patrimonio) se adjudican penas cuyo “techo” se encuentra dentro de la categoría de los simples.”

“En virtud de ello, estimamos que la solución legislativa para el caso en cuestión es modificar el tipo penal vigente para el delito de extorsión (documental) hacia uno “amplio” (de cosa), o, lo que es lo mismo, acotar la esfera de aplicación del delito de amenazas condicionales con la consecuente ampliación del ámbito típico del delito de extorsiones. Para ello, proponemos una regulación similar a la alemana (StGB, §§ 253 I y 255), es decir, omnicomprensiva de los casos de coacción destinada a obtener la entrega de una cosa ajena.”

Propuesta de articulado

“Artículo 438: El que con ánimo de lucro amenazare a otro con causarle un mal grave mediante violencia o intimidación y exigiere al ofendido realizar una disposición patrimonial, será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.”

Los abogados Sres. Bofill, Ananías y Chahuán, concluyen en que esta propuesta tiene las siguientes virtudes:

“Actualmente, las amenazas condicionales abarcan ciertas hipótesis alternativas de coacción (que no son tipos especiales de amenazas) y extorsiones “simples” (entrega de cosas apreciables en dinero).”

“A su vez, el delito de extorsión corresponde a un tipo especial de coacción como delito contra la libertad, por lo que la coacción “general” contenida en el delito de amenazas condicionales es residual frente a la coacción comprendida en aquellos.”

“Conforme a lo precedente, un delito de extorsión “agravada” como el que se propone, por la intensidad de la descripción contenida en la norma (que daría lugar a un concurso aparente que se resolvería mediante ley especial), deberá ser siempre escogido -cuando concurran sus requisitos- por sobre las amenazas condicionales (su supuesto de hecho contendrá todos los de las amenazas más la adición del requisito de gravedad), dándose solución a la problemática en cuestión y sin necesidad de modificar la regulación actual del delito de amenazas condicionales.”

“Conforme a la magnitud del mal con cuya irrogación se coacciona, el sujeto será penado conforme al tipo de amenazas condicionales (= extorsiones simples) o al de extorsiones agravadas (que es el artículo propuesto), conforme a un estándar de gravedad (requisito exigido), es decir, afectación de libertad sexual, integridad física o vida, conforme a la locución “causarle un mal grave”.”

“La preservación de la ubicación de las extorsiones simples (artículo 296 Código Penal) es acorde al bien jurídico protegido por las mismas, que en este caso es -especialmente- el patrimonio (no la propiedad, pudiendo incluir incluso bienes inmuebles), razón por la cual era menos invasiva ésta que su traslado junto al artículo 438 remozado (extorsiones “agravadas”).”

“La nueva regulación determina la irrelevancia de la aplicación del criterio de inminencia para la distinción entre amenazas y extorsiones, el que es desplazado por la gravedad del mal conminado (el fundamento de la inminencia es la posibilidad de acudir a protección estatal regular, situación que deviene en irrelevante ante la entidad de la coacción conminada)”.

“Es sistemáticamente armónico con el artículo 161B del Código Penal, el cual opera como límite de defecto, ya que, sin haber violencia o intimidación, se castiga con las penas copulativas de reclusión menor en su grado máximo y multa de 100 a 500 UTM.”

5.-  Durante la discusión de esta moción, solicitaré se invite a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al Profesor Don Jorge Bofill  y acompañaré el informe cuyas partes principales se han transcrito precedentemente, elaborado por los abogados Sres. Bofill, Zaror y Chahuán

6.-  En concreto, el fundamento de esta moción es ampliar el tipo penal vigente para el delito de extorsión.  Ello a fin de que acciones delictuales como las descritas en el punto número 1 de este proyecto, que en este caso afectan a agricultores y parceleros de La Araucanía, y que perfectamente  pueden perjudicar a otras personas bajo móviles distintos,  queden claramente tipificadas en la ley y se sancione a sus autores.

En la actualidad el artículo 438 establece lo siguiente: “El que para defraudar a otro le obligare con violencia o intimidación a suscribir, otorgar o entregar un instrumento público o privado que importe una obligación estimable en dinero, será castigado, como culpable de robo, con las penas respectivamente señaladas en este párrafo”.
Esta norma se propone sustituirla por un nuevo artículo 438 del Código Penal que señala: “El que con ánimo de lucro amenazare a otro con causarle un mal grave mediante violencia o intimidación y exigiere al ofendido realizar una disposición patrimonial, será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.
7.-  En mérito de los antecedentes de hecho expuestos y del análisis jurídico citado precedentemente, vengo en proponer al H. Senado el siguiente Proyecto de Ley cuyo objetivo es perfeccionar y ampliar el tipo penal de la extorsión  contenido en el artículo 438 del Código Penal.

PROYECTO DE LEY

Artículo único:

Sustitúyese el artículo 438 del Código Penal por el siguiente: “El que con ánimo de lucro amenazare a otro con causarle un mal grave mediante violencia o intimidación y exigiere al ofendido realizar una disposición patrimonial, será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.
(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA, KUSCHEL, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, ORPIS, ROSSI, TUMA Y URIARTE, CON EL QUE SE PIDE A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE INCORPORE EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.995, QUE ESTABLECE LAS BASES GENERALES PARA LA AUTORIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y FISCALIZACIÓN DE CASINOS DE JUEGO, ACTUALMENTE EN TRÁMITE EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS, UNA INDICACIÓN PARA SUPRIMIR EL PLAZO EXTINTIVO QUE LA LEY EN VIGOR CONSULTA RESPECTO DE LAS CONCESIONES A MUNICIPALIDADES O, EN SU DEFECTO, LO PRORROGUE Y QUE, ADEMÁS, HAGA PRESENTE LA URGENCIA PARA SU TRAMITACIÓN 
(S 1573-12)
Considerando:
1°.- Que con fecha 7 de enero de 2005, se publicó la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización  de Casinos de Juego, en cuyo artículo 2° dispone que corresponde al Estado determinar, en los términos previstos en dicha ley, los requisitos y condiciones bajo los cuales los juegos de azar y sus apuestas asociadas pueden ser autorizadas, la reglamentación general de los mismos, como también la autorización y fiscalización de las entidades facultadas para desarrollarlos, todo lo anterior, atendido el carácter excepcional de su explotación comercial, en razón de las consideraciones de orden público y seguridad nacional que su autorización implica.
2°.- Que en su artículo 16, se establece que podrán autorizarse y funcionar sólo hasta veinticuatro casinos de juego en el territorio nacional, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que establece la ley; uno en cada una de las regiones del país y el resto a ser distribuidos a nivel nacional, no pudiendo autorizarse la instalación de más de tres casinos de juego en una misma región, y en la región metropolitana no se podrá autorizar la instalación de dichos recintos.

3°.-
Que en su Título IV, la citada ley contiene toda la normativa referida a los permisos de operación para los casinos de juego, que deberán otorgarse solo a sociedades anónimas cerradas, sujetas a las disposiciones de la ley N° 18.046 y cuyo objeto social sea la explotación de un casino de juego.

4°.-
Que al amparo de este cuerpo legal ya se han otorgado diversos permisos de operación para casinos de juego a lo largo del territorio nacional.

5°.-
Que no obstante lo señalado precedentemente, cabe mencionar que el artículo 3° transitorio del mismo texto normativo, dispone que las leyes actualmente vigentes, a través de las cuales se ha autorizado la instalación y funcionamiento de casinos de juego en las comunas de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales, se entenderán derogadas desde la fecha en que las concesiones amparadas por dichas leyes, se extingan definitivamente por cualquier causa, y en todo caso, a partir del 1 de enero del año 2016.

6°.- Que con posterioridad a esa fecha, las mencionadas comunas tendrán derecho preferente a ser sede de un casino de juegos, cuando el proyecto postulado para alguna de ellas, al menos iguale el mejor puntaje ponderado de otro proyecto propuesto para una comuna distinta de aquellas.

7°.- Que resulta indudable que las condiciones impuestas por la citada ley, son excesivamente gravosas para las municipalidades que desde hace muchos años, y en virtud de diversas leyes promulgadas con dicho propósito, otorgaron a diferentes sociedades, concesiones para la explotación de casinos de juego, cuyas utilidades contribuyen en una importante proporción con los respectivos presupuestos municipales, recursos con los cuales no se podrá contar, a partir del 1 de enero de 2016.
8°.- Que en tal virtud, se hace necesario derogar la norma contenida en el artículo 30 transitorio antes señalado, o en su defecto, ampliar en hasta quince años el plazo a partir del cual está dispuesto que se extingan las autorizaciones para el funcionamiento de casinos municipales, todo ello, con el objeto de encontrar durante esa extensión de plazo, una solución definitiva a la disminución de los recursos que esta medida implicará para los respectivos municipios.

9°.- Que para dicho efecto, se requiere que S. E., el Presidente de la República, incluya cualquiera de estas opciones, como indicación al proyecto de ley que incorpora diversas modificaciones a la ley N° 19.995 y que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados desde el mes de julio de 2007 (Boletín N° 5218-06), al que asimismo se requiere aplicar urgencia, con el objeto de fijar un marco legal de certeza para los inversionistas que expresen interés por adjudicarse las concesiones municipales sobre dichos establecimientos municipales.

Por las consideraciones expuestas:

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República el envío de una indicación al proyecto de ley que modifica diversas normas de la ley N° 19.995, actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados (Boletín N° 5218-06), que tenga por objeto derogar su artículo 3° transitorio, que dispone la extinción de las concesiones municipales para casinos de juego, a contar del 1 de enero de 2016, o en su defecto, que se prorrogue dicho plazo, en al menos quince años, y asimismo aplicar urgencia a dicho proyecto de ley.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 8° DE LA LEY N° 18.985
(7761-24)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, con urgencia calificada de “suma”.

- - -



En sesión celebrada el 9 de abril de 2013, la Cámara de Diputados, cámara de origen, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Mónica Zalaquett Said, y señores Aldo Cornejo González, Ramón Farías Ponce, Joaquín Godoy Ibáñez e Issa Kort Garriga.


El Senado, por su parte, en sesión celebrada en la misma fecha, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los miembros de la Comisión de Hacienda, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, Carlos Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín. 


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 14 de mayo de 2013, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín, y Honorables Diputados señora Claudia Nogueira Fernández (en reemplazo de la Honorable Diputada señora Zalaquett), y señores Aldo Cornejo González, Ramón Farías Ponce e Issa Kort Garriga. En dicha oportunidad, por unanimidad eligió como Presidente al Honorable Senador señor Zaldívar, y acordó que el reglamento por el que se regiría sería el del Senado. Enseguida, se abocó al cumplimiento de su cometido.



Del mismo modo concurrieron, del Ministerio de Hacienda: el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno; el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el asesor de política tributaria de la Subsecretaría de Hacienda, señor José Domingo Peñafiel, y la asesora, señora Carla Meza. Además, asistió el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros.

Del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA): el Ministro Presidente, señor Luciano Cruz-Coke, y el asesor legislativo, señor Juan Carlos Silva.
Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: la asesora, señora Katherine Lama.
De la Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoritas Constanza Castillo y Pamela Andrade.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
De la Asociación de Iniciativas de Conservación en Áreas Privadas y de Pueblos Originarios de Chile, ASÍ Conserva Chile AG: la Directora, señora Alexandra Petermann; y los representantes, señora Jeannette Von Wolfensdorf, y señor Roberto Peralta.
La asesora del Honorable Senador señor Novoa, señora Bernardita Del Río.
La asesora del Honorable Diputado señor Kort, señora Margarita Risopatrón.
El asesor del Honorable Diputado señor Farías, señor Crístian Laborda.
- - -

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión Mixta, se recibió a los representantes de la Asociación de Iniciativas de Conservación en Áreas Privadas y de Pueblos Originarios de Chile, ASÍ Conserva Chile AG., cuyo asesor, señor Roberto Peralta, comenzó agradeciendo la posibilidad de ser escuchados, así como el apoyo que han recibido iniciativas de conservación del patrimonio histórico y del patrimonio natural como el Parque Chagual, Altos de Cantillana, la Portada de Antofagasta y la protección del huemul. 

Asimismo, expuso que, aunque estos proyectos han tenido cabida dentro de la actual legislación, conocida como Ley Valdés, y se amplía su extensión con la legislación que se discute, sería deseable que quede absolutamente claro y se explicite, tal como lo define la Convención de la Unesco sobre la materia, que el patrimonio de un país está compuesto tanto por su aspecto cultural como por su riqueza natural.
Además, proponen la creación de un fondo de sostenimiento, que hoy prácticamente no existe, y permite hacer viable la conservación de museos e instituciones similares.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó que se precisara cuál es el problema de interpretación de disposiciones del proyecto de ley.    
El señor Peralta respondió utilizando un ejemplo, el de la Fundación Mi Parque, que crea parques en zonas vulnerables, el que no cabe duda que es un proyecto social muy valioso, pero debieron colocar explícitamente -en la ley del año 2012- que se incluía a las fundaciones que mejoraban el hábitat de personas de escasos recursos, que es lo mismo que debiera suceder respecto de las iniciativas de conservación natural en relación a la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, para que no quepa duda de que pueden ser beneficiarias de la misma y pueden ser seleccionadas por el Comité. Añadió que en el caso-ícono del huemul, el proyecto relativo a su conservación ha tenido enormes problemas para ser aprobado dentro de los análisis previos de los equipos ligados al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, precisamente por su conexión o no con la cultura. 

La representante de ASÍ Conserva Chile, señora Jeannette Von Wolfensdorf, observó que tal como está planteada la ley actualmente, la protección de un huemul dentro de un santuario de la naturaleza se incluye dentro de los beneficiarios de la ley, pero si se hace en un área silvestre protegida o en un parque nacional no.
El Honorable Senador señor Lagos consultó si existe alguna iniciativa concreta de protección que haya sido rechazada bajo la norma actual.    
El señor Peralta expresó que, hasta ahora, las instituciones y personas han percibido la dificultad de lograr la aprobación de los proyectos, por lo que no han sido planteados aun, y por lo mismo no conoce algún caso de rechazo.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si el Ejecutivo estaba dispuesto a patrocinar una enmienda que incluya explícitamente el patrimonio natural, dado que los parlamentarios carecen de iniciativa para impulsar una modificación como la mencionada. 
El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke, señaló que, en relación a la conservación del patrimonio natural y ambiental, es muy necesario buscar la ampliación de los mecanismos de incentivo tributario a dichas áreas. Asimismo, indicó que coinciden con la conveniencia de la creación de un fondo de sostenimiento o endowment.

Manifestó que la proposición que el Ejecutivo efectúa para resolver la discrepancia entre la Cámara de Diputados y el Senado, recoge de alguna forma, no en su totalidad, lo que se ha planteado precedentemente, toda vez que en la ley sobre monumentos nacionales se incluye la protección de los santuarios de la naturaleza, y el Comité sobre Donaciones Privadas ha aprobado proyectos sobre la conservación natural.

Observó que, efectivamente, cuando se define el patrimonio nacional se estima que este incluye al patrimonio natural y al patrimonio cultural. Al mismo tiempo, expresó que el proyecto de ley que se discute hace referencia más directamente al patrimonio cultural que al natural, y precisó que cuando se protege un santuario de la naturaleza se hace en cuanto a conservar su aspecto típico o pintoresco, esto es, por su valor cultural.

Estimó que la ampliación de los beneficiarios al patrimonio natural no debiera ser objeto del presente proyecto de ley. Asimismo, sostuvo que en el proyecto de ley sobre el Servicio de Biodiversidad o aquel que establece el derecho real de conservación es factible estudiar el costo fiscal de incorporar la protección del patrimonio natural y ambiental en los términos propuestos precedentemente. Agregó que en este momento no existe un informe financiero que calcule el costo fiscal de modificaciones como las que se discuten.

Concluyó señalando que en la etapa actual no se contempla la protección del patrimonio natural y ambiental dentro del proyecto de ley, y acotó que con la legislación que se propone el beneficiario de la ley es el proyecto que se presenta y no la persona que lo presenta, por lo que pueden aprobarse iniciativas puntuales.  
El Honorable Senador señor Novoa manifestó que, en primer lugar, debieran analizar las discrepancias surgidas entre las cámaras legislativas y luego analizar elementos adicionales.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, planteó que la protección del patrimonio natural y ambiental constituye una ampliación de los beneficiarios y extensión de los objetivos de la ley y, por lo mismo, no basta con una mera aclaración de la interpretación de una disposición para entenderlo incluido, tanto es así que se requiere una indicación o propuesta del Ejecutivo para innovar en la materia. Indicó, en relación a dicha ampliación del objeto de la ley, que actualmente no existe una estimación del costo fiscal que implicaría.

Respecto del fondo de sostenimiento, señaló que se trata de un cambio mayor y que afecta a todas las instituciones que actualmente son beneficiarias de la llamada Ley Valdés. Agregó que se trataría de un fondo de inversión que no se sabe quién administraría y que requiere un estudio mayor.

Agregó que el Ministerio está trabajando en un proyecto de ley único de donaciones en el que se podría incluir el establecimiento de un fondo de sostenimiento o endowment.

La Presidenta de ASÍ Conserva Chile, señora Alexandra Petermann, solicitó que se recoja el sentir de la Cámara de Diputados, que expresó su rechazo a las modificaciones propuestas por el Senado precisamente por no haberse incluido explícitamente lo referido a la conservación del patrimonio natural y ambiental. Señaló que bastaría con que se establezca expresamente que pueden ser sujetos beneficiarios de la ley quienes presenten proyectos de conservación en las materias referidas.

El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró que la Comisión no puede hacer modificaciones como las planteadas sin contar con el patrocinio del Ejecutivo dada su iniciativa exclusiva en estas materias.
- - -
En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las enmiendas propuestas por el Senado en segundo trámite constitucional. Así lo comunicó mediante oficio N° 10.658.
- - -
A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, mediante la transcripción del articulado aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, indicando en cada disposición la enmienda de la que haya sido objeto por el Honorable Senado o, si fuera el caso, que no fue modificada en el segundo trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados a su respecto. El proyecto de ley se estructura en un artículo único que sustituye el artículo 8° de la ley N° 18.985, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, conformada por cinco títulos, y cuyo contenido es el siguiente:
Artículo 1°

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 1°.- Definiciones. Para los fines de esta ley se entenderá por:


1) Beneficiarios: a las universidades e institutos profesionales estatales y particulares reconocidos por el Estado, a las bibliotecas abiertas al público en general o a las entidades que las administran, a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro, a las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N°19.418, que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, y a las organizaciones de interés público reguladas por la ley N° 20.500, cuyo objeto sea la investigación, desarrollo y difusión de la cultura y el arte. Los museos estatales y municipales podrán ser beneficiarios, así como los museos privados que estén abiertos al público en general y siempre que sean de propiedad y estén administrados por entidades o personas jurídicas que no persiguen fines de lucro.

También, serán beneficiarios el Consejo de Monumentos Nacionales y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Además, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional, en sus diversas categorías, de acuerdo a la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, sean éstos públicos o privados, y los propietarios de los inmuebles de conservación histórica, reconocidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la respectiva Ordenanza.

De la misma forma, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que se encuentren ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.


También podrán ser beneficiarios las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N° 19.418, las organizaciones de interés público reguladas  por la ley N° 20.500, los municipios y los demás órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público, en aquellos casos que el proyecto tenga como objeto restaurar y conservar zonas típicas y zonas de conservación histórica.


Lo dispuesto en los incisos anteriores será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 19.896, que Establece Normas sobre Administración Presupuestaria y de Personal, cuando corresponda.

Asimismo, serán beneficiarios de esta ley las empresas de menor tamaño, según éstas se definen en el artículo 2° de la ley N° 20.416, que Fija Normas Especiales para las Empresas de Menor Tamaño, cuyo objeto social exclusivo sea de carácter artístico o cultural.


2) Donantes: a los contribuyentes que de acuerdo a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas según contabilidad completa, y tributen conforme a las normas del impuesto de primera categoría, así como también, aquellos que estén afectos a los impuestos global complementario y único de segunda categoría, que efectúen donaciones a los Beneficiarios según las normas de esta ley.


También se considerarán donantes los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta obligados a declarar anualmente sus rentas y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de dicha ley, y los del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.


No darán derecho a beneficio tributario al donante, cuando éstos sean empresas del Estado, o aquellas en que el Estado, sus organismos o empresas y las municipalidades, tengan una participación o interés superior al 50% del capital.


3) Comité Calificador de Donaciones Privadas: al Comité que estará integrado por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, por un representante del Ministro de Hacienda, por un representante del Senado designado por los dos tercios de los senadores en ejercicio, por un representante de la Cámara de Diputados designado por los dos tercios de los diputados en ejercicio, por un representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, por un representante de las organizaciones culturales, artísticas y patrimoniales, y por una persona natural que haya sido galardonada con el Premio Nacional de Artes Plásticas, de Artes Musicales, de Artes de la Representación o de Literatura.


En el caso del representante del Senado y de la Cámara de Diputados, el nombramiento será de cuatro años, siempre que durante dicho periodo se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda.


El Comité Calificador de Donaciones Privadas, en adelante el “Comité” será presidido por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante. 


El Comité podrá delegar sus funciones en Comités Regionales.


4) Proyecto: el plan o programa de actividades específicas culturales o artísticas que el o los beneficiarios se proponen realizar dentro de un tiempo determinado. El proyecto puede referirse a la totalidad de las actividades que el o los beneficiarios desarrollarán en ese período, en cuyo caso se denominará Proyecto General, o bien sólo a alguna o algunas de ellas, tomando el nombre de Proyecto Particular.


5) Reglamento: el Reglamento expedido por el Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, que contendrá las normas para la ejecución de lo dispuesto en esta ley.


6) Límite global absoluto para las donaciones: el que para cada caso señala el artículo 10, de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos, con las modificaciones señaladas más adelante.”.

- El Senado efectuó las siguientes modificaciones respecto de este artículo:

Número 1)

Párrafo final


Lo eliminó. 

Número 3)

Párrafo primero


Reemplazó la frase “un representante de las organizaciones culturales, artísticas y patrimoniales,”, por la siguiente: “dos representantes de las organizaciones culturales, artísticas, de urbanismo o arquitectura y patrimoniales,”.

Párrafo segundo


Sustituyó la frase “siempre que durante dicho periodo se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda.”, por la que sigue: “debiendo recaer dicho nombramiento en ex senadoras o ex senadores y en ex diputadas o ex diputados, según corresponda.”.

Párrafo tercero


Intercaló, a continuación de la palabra “representante”, la frase “, quien tendrá voto dirimente en caso de empate”. 

Número 6)


Eliminó la expresión “, con las modificaciones señaladas más adelante”. 

Artículo 2°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 2°.- Del crédito que tienen los contribuyentes señalados en el inciso primero, del N° 2), del artículo 1° de esta ley. Los mencionados contribuyentes, que hagan donaciones en la forma dispuesta por esta ley, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de tales donaciones, el que se imputará contra los impuestos que correspondan al ejercicio o período en que efectivamente se efectúe la donación.

Dicho crédito tendrá los límites que señala esta ley y los que en cada caso se determinen por aplicación del límite global absoluto para las donaciones, y sólo podrá ser utilizado si la donación se encuentra incluida en la base imponible de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año o período en que se efectuó materialmente la donación.

Las donaciones que efectúen los contribuyentes a que se refiere este Título, en la parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 3°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 3°.- Reglas aplicables a los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa. Estos contribuyentes aplicarán los siguientes límites en cuanto a las sumas que pueden donar para los efectos de esta ley y del crédito que pueden aplicar:

1. Límite al monto de las donaciones. El monto de las donaciones que los contribuyentes de que trata este artículo podrán efectuar para los efectos de esta ley, no podrá exceder, a su elección, del límite global absoluto a que se refiere el número 6 del artículo 1°, o del uno coma seis por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En caso de optarse por este último límite, los contribuyentes podrán efectuar donaciones incluso cuando tengan pérdidas tributarias en el ejercicio.

2. Límite al monto del crédito aplicable. El crédito señalado en el artículo 2º, para los contribuyentes a que se refiere este artículo, no podrá ser superior, en cada ejercicio, al 2% de la renta líquida imponible afecta al impuesto de primera categoría, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales en el respectivo año comercial, según el valor de ésta al término del ejercicio.

El crédito señalado en el artículo 2°, que se impute contra el impuesto de primera categoría, se aplicará con anterioridad a cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

La parte de la donación que no pueda ser imputada como crédito, podrá rebajarse como gasto hasta el monto de la renta líquida imponible del ejercicio en el que se efectuó la donación, determinada conforme a los artículos 29 a 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. El exceso  podrá deducirse como gasto en la misma forma, también hasta el monto de la renta líquida imponible, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31, número 3º, de la señalada ley, hasta en los dos ejercicios siguientes a aquel en que se realizó la donación. El saldo no rebajado de esa forma, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21 del mismo texto legal.”.

- El Senado efectuó la siguiente modificación respecto de este artículo:

Número 2

Incorporó, en su párrafo segundo, la siguiente oración final: “Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.”.
Artículo 4°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 4°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto global complementario. En el caso de estos contribuyentes, el crédito señalado en el artículo 2° se imputará a continuación de cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

Para los efectos de esta ley, se aplicará a las donaciones efectuadas por estos contribuyentes, el límite global absoluto  a que se refiere el inciso primero del número 6), del artículo 1º.”.

- El Senado efectuó la siguiente modificación respecto de este artículo:

Suprimió, en el inciso segundo, la locución “inciso primero del”.
Artículo 5°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 5°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría. Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría podrán efectuar donaciones al amparo de esta ley, ya sea directamente o mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores.

En ambos casos, el empleador hará la imputación del crédito señalado en el artículo 2° contra la retención del impuesto correspondiente al mes en que se efectúe la donación, a continuación de cualquier otro crédito. El crédito a imputar en cada período de pago de remuneraciones no podrá exceder del equivalente a 13 unidades tributarias mensuales según su valor a la fecha de pago.

Cuando las donaciones se hayan realizado directamente por los contribuyentes de este impuesto, deberán informar y acreditar a su empleador el hecho de haber efectuado la donación, dentro del mismo período de pago de la remuneración, en la forma que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Cuando el contribuyente no se haya acogido oportunamente a lo dispuesto en el inciso precedente, o cuando el crédito total anual exceda de los créditos imputados durante el ejercicio, podrá efectuar una reliquidación anual de los impuestos retenidos durante el año, aplicando la escala de tasas que resulte en valores anuales, según la unidad tributaria del mes de diciembre, y los créditos y los demás elementos de cálculo del impuesto, en la cual imputará el saldo de crédito que no se haya deducido durante dicho ejercicio.
Cuando con motivo de la reliquidación e imputación anual se determine que las retenciones practicadas durante el ejercicio resultaron excesivas, el contribuyente podrá pedir su devolución hasta por el monto de dicho exceso, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, ni se tendrá derecho a su imputación contra impuesto alguno.

Para los efectos de las reliquidaciones señaladas, la cuantía de las donaciones, el monto del impuesto único de segunda categoría determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto único de segunda categoría tendrán la calidad de pagos provisionales de aquellos a que se refiere el artículo 95 de la ley señalada.

Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría que obtengan además otras rentas de aquellas a que se refiere el artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, podrán aplicar el límite global absoluto para las donaciones considerando el conjunto de la renta bruta global a que se refiere dicha disposición. En este caso, del crédito total anual contra el impuesto global complementario que se determine, se rebajará, debidamente reajustado, aquel que se haya imputado en la forma antes señalada, contra el impuesto único de segunda categoría en el período respectivo.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 6°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 6°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional que deban declarar anualmente dicho tributo y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave sus rentas afectas al citado tributo, equivalente al 35% de la cantidad conformada por el monto de la donación, reajustada de la misma forma prevista en el inciso final, y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la misma renta, en la medida en que tales créditos deban considerarse formando parte de la base imponible de dicho tributo. Este crédito solamente procederá respecto de donaciones en dinero, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.

El crédito de este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios del contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos del cálculo del crédito deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad que corresponda determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.

El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el donante deberá entregar la copia del certificado correspondiente de acuerdo a las instrucciones que el Servicio de Impuestos Internos dicte al efecto, al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14, letra A), N°3, letra c), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.

En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito calculado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.

El crédito total que estos contribuyentes podrán imputar en el ejercicio no podrá ser superior al 2% de la renta imponible anual, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales.

Al momento de efectuarse la retención respectiva, no podrá imputarse un crédito superior al 2% de la base sobre la cual ésta deba practicarse, o del equivalente a 1.667 unidades tributarias mensuales, si esta última suma fuera inferior a dicho porcentaje.

Cuando no se haya imputado el crédito al momento de la retención o cuando el crédito total anual exceda de los imputados durante el ejercicio, la imputación de la diferencia sólo podrá efectuarse mediante la presentación de la declaración anual que establece el artículo 65 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aún cuando no se encuentre obligado a presentarla. En dicha declaración, cuando corresponda, podrá solicitarse la devolución de las sumas retenidas en exceso durante el ejercicio respectivo, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, el que sólo podrá imputarse a las diferencias de impuesto adicional que se determinen con motivo de dicha declaración anual.

La cuantía de las donaciones, el monto del impuesto adicional determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto adicional tendrán la calidad de pagos provisionales a que se refiere el artículo 95 de la referida ley.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 7°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 7°.- Normas relativas al crédito contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte. Los donantes personas naturales que efectúen donaciones en dinero o en especies en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 50% del monto donado pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento.

Para los fines anteriores, el donante deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del donante, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del donante. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios. El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto a las asignaciones por causa de muerte.

También darán derecho al crédito indicado en los incisos precedentes, las donaciones en dinero o en especies de la masa hereditaria de bienes, efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen a los fines señalados en esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello, el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.

El crédito imputable contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte, no podrá exceder del 40% del impuesto que habría correspondido pagar a cada asignatario previo a efectuarse la donación.

Para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, los donantes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el beneficiario dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al número 2) del artículo siguiente.

El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito, y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se imputará a impuesto alguno.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 8°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 8°.- Requisitos que deben cumplir las donaciones. Sólo darán derecho a los beneficios establecidos en los artículos anteriores las donaciones que cumplan los siguientes requisitos:

1) Haberse efectuado a alguno de los beneficiarios descritos en el artículo primero número 1), para que éste destine lo donado a un determinado proyecto, debidamente aprobado según lo dispuesto en el artículo siguiente.

2) Que el beneficiario haya dado cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que contendrá las especificaciones que se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento. 

3) Que donantes y beneficiarios, cuando estos sean una entidad con fines de lucro, no se encuentren relacionados entre ellos conforme a lo establecido en el artículo 100 de la ley N 18.045, de Mercado de Valores, con exclusión de su letra c) cualquiera sea su naturaleza jurídica.

4) Que las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, sin aplicación del tope máximo de 15 unidades tributarias mensuales en el año, establecido en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 19.885.”.

- El Senado efectuó las siguientes modificaciones respecto de este artículo:

Número 1)

Sustituyó la palabra “primero” por el guarismo “1°”.

Número 2)

Reemplazó la frase “contendrá las especificaciones que se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento.”, por la siguiente: “se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos.”. 

Número 3)

Lo suprimió. 

Número 4)

Pasó a ser número 3), sin enmiendas.

Artículo 9°
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 9°.- Requisitos que deben cumplir los beneficiarios.- Estarán habilitados para recibir donaciones con los efectos prescritos en los artículos 2° al 7°, 13, 14 y 18 de esta ley, los beneficiarios que cumplan con las siguientes condiciones:

1) Presentar un proyecto al Comité de Donaciones Culturales Privadas destinado a actividades de investigación, creación y difusión de la cultura y las artes, tales como construcción o habilitación de infraestructura, exposiciones de pintura, fotografía, escultura, obras de teatro, música, danza, ediciones de libros, producciones audiovisuales, seminarios, charlas, conferencias, talleres de formación y en general cualquier actividad afín cuyo carácter cultural y,o patrimonial sea aprobado por el Comité.

Los proyectos respecto de los cuales sus beneficiarios sean los municipios u otros órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público que se encuentren en zonas típicas o de conservación histórica, o sean propietarios de inmuebles declarados monumento nacional, en cualquiera de las categorías contempladas en la ley N° 17.288, o propietarios de inmuebles ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, o inmuebles ubicados en zonas de conservación histórica, contemplados en el artículo 60 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sean éstos públicos o privados, sólo podrán estar destinados a la conservación, mantención, reparación, restauración o reconstrucción de dichos monumentos.

2) Ser aprobados por el Comité, de acuerdo a las normas que establezca el Reglamento.

En el caso que las donaciones se destinen a proyectos que presenten las empresas de menor tamaño, conforme lo señalado en el inciso final del artículo 1º N° 1), el Comité, previo a la aprobación del proyecto, deberá verificar que el beneficiario tenga un objeto social exclusivo de carácter artístico o cultural. Adicionalmente, para el caso que tenga el carácter de productora audiovisual, según éstas se definen en la letra f) del artículo 3°, de la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, dicha aprobación deberá ser efectuada previo informe del Secretario Ejecutivo del Fondo de Fomento Audiovisual del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.
En el caso de los proyectos de conservación, mantención, reparación, restauración y reconstrucción de Monumentos Nacionales, en cualquiera de sus categorías, deberán contar con un informe del Consejo de Monumentos Nacionales, elevado a consideración del Comité para su aprobación. 

Los beneficiarios deberán, en la ejecución de sus proyectos, cumplir íntegramente la normativa laboral, en especial aquella contenida en el Libro I, Título V,  artículos 145 A y siguientes. Asimismo, deberán observar las leyes N°s 17.336 y 20.243 en lo que resulte pertinente, y exhibir según lo determine el Comité, el estado actual de cumplimiento de las obligaciones y deberes derivados de las normas señaladas.

3) El proyecto podrá referirse también a la adquisición de bienes destinados permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario, a gastos específicos con ocasión de actividades determinadas o para el funcionamiento de la institución beneficiaria.

Los bienes corporales muebles adquiridos, creados o producidos con donaciones recibidas para un proyecto no podrán ser enajenados sino después de dos años contados desde su adquisición. Los inmuebles sólo podrán ser enajenados después de cinco años. El producto de la enajenación de unos y otros sólo podrá destinarse a otros proyectos del beneficiario. En el caso de los inmuebles, el dinero que se obtenga por su enajenación deberá dedicarse a la adquisición de otro u otros bienes raíces que deberán destinarse permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario. Estos inmuebles estarán también sujetos a las normas de este número.
En las escrituras públicas donde conste la adquisición de inmuebles pagados total o parcialmente con recursos provenientes de donaciones acogidas a esta ley, deberá expresarse dicha circunstancia.

4) Los proyectos deberán contener una explicación detallada de las actividades y de las adquisiciones y gastos que requerirán. El Reglamento determinará la información que debe contener cada proyecto cuya aprobación se solicite al Comité.

5) Los proyectos deberán estar abiertos al público en general. Sin perjuicio de ello, el Comité podrá determinar, en atención a la naturaleza del proyecto y al monto del financiamiento acogido a esta ley, la retribución cultural a la comunidad, según los criterios que para cada caso disponga el Reglamento.

6) Los proyectos podrán considerar una duración máxima de ejecución de 3 años contados desde la fecha que el beneficiario indique al Comité. Dicha fecha deberá recaer y ser informada por el beneficiario dentro de los doce meses siguientes a la aprobación del proyecto efectuada por el Comité.”.

- El Senado efectuó las siguientes modificaciones respecto de este artículo:

Número 1)

Párrafo primero

Lo enmendó del modo que sigue:

Reemplazó la frase “de la cultura y las artes, tales como construcción o habilitación de infraestructura,”, por la siguiente: “de la cultura, las artes y el patrimonio, tales como construcción o habilitación de infraestructura, incluyendo la patrimonial,”.

Sustituyó la expresión “y,o” por la conjunción “o”.

o o o

Incorporó el siguiente párrafo tercero, nuevo: 

“El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas.”. 

o o o

Número 2)

Párrafo segundo

Lo suprimió.

Párrafo tercero

Pasó a ser párrafo segundo, sin enmiendas.

Párrafo cuarto

Pasó a ser párrafo tercero, agregándose, en su primera oración, a continuación de la locución “y siguientes”, la expresión “del Código del Trabajo”.

Artículo 10

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 10.- De la retribución cultural. La retribución cultural a la comunidad de que trata el número 5) del artículo anterior podrá consistir en:

a) En el caso de los espectáculos o exposiciones: realizar funciones o exhibiciones gratuitas y,o la disposición de la rebaja del precio de las entradas en un porcentaje determinado. 

b) En el caso de la publicación de libros: destinar un porcentaje de los ejemplares para ser donados a bibliotecas públicas, a establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado o a otras entidades sin fines de lucro, con acuerdo de las entidades receptoras de retribución cultural. Asimismo, en los casos que estos proyectos se refieran a libros en soporte o formato digital, la retribución será determinada según la cantidad o porcentaje de descargas o licencias gratuitas que el beneficiario deberá otorgar, en conformidad a lo que señale el Reglamento.

c) En el caso de los proyectos audiovisuales: entregar una autorización gratuita al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para la exhibición pública de la obra en el territorio nacional.  Dicha exhibición no podrá, en caso alguno, perjudicar el período de comercialización del proyecto audiovisual.  Por ello, sin perjuicio de los rangos y criterios que, según el Reglamento, considere el Comité al aplicar la retribución, dicha autorización no podrá ejercerse antes de los cinco años contados desde el primer acto de comercialización de la obra.

d) En el caso de los inmuebles declarados monumento nacional, edificios o construcciones patrimoniales: poner una placa distintiva y permitir el ingreso gratuito del público en determinadas oportunidades y por un plazo definido.

El Reglamento establecerá los criterios relativos a la cantidad de días, rango de porcentajes y otros parámetros que sean necesarios determinar para regular el modo en que el beneficiario retribuirá culturalmente a la comunidad, en conformidad con lo dispuesto en esta ley.”.

- El Senado efectuó las siguientes modificaciones respecto de este artículo:

Inciso primero

Letra a)

La modificó de la siguiente manera:

Reemplazó la expresión “y,o” por la conjunción “o”.

Agregó la siguiente oración final: “En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad constituya al menos el 30% de los bienes, servicios o beneficiarios finales generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, al menos, ocho funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.”.

Artículo 11

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 11.- Deberes de información para con la autoridad tributaria y sanciones. El Comité deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos, antes del 31 de enero de cada año, en la forma que éste determine, un listado de los beneficiarios y de los proyectos aprobados en el año calendario anterior.

Los beneficiarios deberán preparar anualmente un estado de las fuentes y uso detallado de los recursos recibidos en cada proyecto, los que deberán resumirse en un estado general. El Reglamento determinará la información que deberá incluirse en dichos estados y la forma de llevar la contabilidad del beneficiario para estos efectos.

Los beneficiarios deberán remitir un ejemplar del estado de fuentes y usos generales de las donaciones recibidas en el año anterior al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que dicho Servicio determine mediante resolución. El estado general deberá ser acompañado de una lista de todos los donantes, indicando su nombre o razón social, su rol único tributario, domicilio, fecha de la donación, monto o cantidad, y número de certificado.

Si el beneficiario no cumple lo ordenado en el inciso anterior, será sancionado en la forma prescrita en el número 2), del artículo 97, del Código Tributario. Los administradores o representantes del beneficiario serán solidariamente responsables de las multas que se establezcan por aplicación de este inciso.”.

- El Senado efectuó la siguiente modificación respecto de este artículo:

Sustituyó su inciso tercero por el siguiente:

“Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.”. 

Artículo 12

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 12.- Deberes de información para con el Comité y sanciones. Los beneficiarios deberán informar cada año al Comité, antes del 31 de diciembre, el estado de avance de los proyectos aprobados y el resultado de su ejecución. Sin perjuicio de ello, el Comité deberá solicitar de los beneficiarios la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité y demás condiciones establecidas en el correspondiente proyecto.

Por su parte, el Comité deberá mantener actualizada la información de los proyectos aprobados, del monto de las donaciones, del estado de avance, del resultado de los proyectos, y del cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité.

El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe del Comité, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, cuando la información entregada dé cuenta que los recursos han sido destinados a fines distintos de los señalados en el proyecto, o cuando el beneficiario otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados, mediante carta certificada.  Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. Una vez que se encuentre firme la citada resolución, ésta será remitida por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes al Servicio de Impuestos Internos, para que proceda al giro del impuesto a que se refiere el inciso siguiente.

El beneficiario afectado por la referida resolución deberá pagar al Fisco un impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. El representante del beneficiario, conforme con lo informado por éste al Comité al momento de solicitar la aprobación del proyecto, será solidariamente responsable del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestre haberse opuesto a los actos que dan motivo a la sanción o que no tuvo conocimiento de ellos. Para los efectos de su giro, determinación, reajuste, y aplicación de sanciones, este tributo se considerará como un impuesto sujeto a retención y no podrá ser deducido como gasto por el contribuyente en la determinación de su renta líquida imponible afecta al Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Contra el giro que emita el Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente podrá deducir reclamación sujetándose al procedimiento general establecido en el título II, del Libro III, del Código Tributario, sólo cuando no se conforme a la resolución del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que le haya servido de antecedente.

Asimismo, los beneficiarios que no hayan dado cumplimiento a alguna de las obligaciones antes descritas o a alguna de las retribuciones culturales que disponga el Reglamento, no podrán presentar nuevos proyectos en el marco de esta ley, por un período de tres años contados desde la notificación de la resolución que sancione el incumplimiento.”.

- El Senado efectuó las siguientes modificaciones respecto de este artículo:

o o o

Intercaló el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.”. 

o o o

Incorporó como incisos séptimo y octavo, nuevos, los que siguen:

“El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.

Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, y de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados.”.

o o o

Artículo 13

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 13.- Liberación del trámite de insinuación y exención del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. Las donaciones efectuadas en conformidad con esta ley, incluso aquellas que excedan del límite global absoluto y de los límites especiales que fija esta ley para las donaciones, quedarán liberadas del trámite de insinuación y se eximirán de los impuestos establecidos en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 14

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:

“Artículo 14.- Donaciones en especie. Los contribuyentes de los impuestos de primera categoría, global complementario, y de herencias, podrán efectuar donaciones en especie.

Para estos efectos, en caso que el donante sea un contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que determine su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, o se trate también de un contribuyente afecto al impuesto global complementario que declare igual tipo de rentas, el valor de las especies estará constituido por su costo para los efectos de dicha ley, y su transferencia deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Tratándose de los demás contribuyentes del impuesto global complementario, dicho valor será determinado por el Comité, el que podrá considerar como referencia un informe de peritos independientes. El costo de los peritajes será, en todo caso, de cargo del beneficiario y no formará parte de la donación.

El valor de las especies donadas por los contribuyentes del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, se determinará según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

A las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley, no les serán aplicables aquellas disposiciones de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios y su Reglamento, que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.”.

- El Senado efectuó la siguiente modificación respecto de este artículo:

Incisos tercero y cuarto

Los reemplazó por los siguientes:

“Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.

Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.”.

Artículo 15

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 15.- Incompatibilidad con otros beneficios. Las donaciones hechas en conformidad con esta ley no podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 18.681, sobre normas complementarias de administración financiera.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 16

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 16.- Certificados de donación. Los donantes a que se refiere el artículo 1°, N° 2) de esta ley, o sus representantes, según corresponda, deberán mantener en su poder el certificado que les entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada.

Tratándose de contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, serán los empleadores habilitados o pagadores quienes deberán conservar los certificados referidos. En caso que se practique una reliquidación anual del beneficio, el propio contribuyente deberá conservar los certificados.

En el caso del impuesto adicional, los pagadores de las rentas respectivas deberán conservar copia de los certificados señalados, siempre que impute el crédito de esta ley contra las retenciones de este impuesto que efectúen. Cuando deba presentarse una declaración anual de impuestos o se practique la respectiva reliquidación del beneficio por el contribuyente, éste deberá conservar los certificados.

En las hipótesis señaladas, los certificados podrán ser requeridos de quienes corresponda por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 17

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 17.- Financiamiento de proyectos por parte del Fisco. El Fisco podrá contribuir al financiamiento de los proyectos a que se refiere esta ley, siempre que, ajustándose a los requisitos que ella exige, dispongan de entrada liberada en caso que la contribución al financiamiento del proyecto sea por el total del faltante, y de un precio rebajado, en caso en que no lo sea o, de distribución de un porcentaje de entradas gratuitas determinado por el Reglamento para los establecimientos de educación básica y media, ya sean éstos estatales, de administración municipal o, con financiamiento compartido, y que se ejecuten en regiones distintas de la Región Metropolitana de Santiago, por instituciones que tengan la sede de sus actividades en dichas regiones.

Los recursos que para estos efectos contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, se dividirán, en partes iguales, en catorce fondos regionales, en proporción al territorio y a la población de cada una de dichas regiones, respecto de la suma del territorio y la población de todas ellas. El 50% de los recursos de cada uno de estos fondos regionales se distribuirá y entregará al término del primer semestre de cada año calendario, y el monto restante, al finalizar el segundo semestre.

La distribución de los recursos de cada fondo regional, entre los proyectos a que se refiere el inciso primero, se hará en proporción al monto de la donación hecha efectiva a cada uno de aquéllos respecto del total de las donaciones que se hayan concretado en el semestre de que se trate. El aporte fiscal que por este concepto se otorgue, será equivalente al 15% del monto de la donación respectiva o al porcentaje que resulte de acuerdo a los recursos de que disponga el respectivo fondo.

Esos recursos sólo podrán ser utilizados dentro del plazo de un año, contado desde que sean entregados al beneficiario, y en actividades culturales que se ejecuten en las regiones a que se refiere el inciso primero.

Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda, se establecerá la forma en que el aporte de recursos se entregará por los fondos, así como los aspectos relacionados con los compromisos y garantías de los beneficiarios para con el Fisco. La identificación de los beneficiarios del aporte corresponderá al Comité a que se refiere el número 3) del artículo 1° de esta ley.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo 18

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo 18.- Aceptación de gastos vinculados al desarrollo de actividades complementarias a las donaciones de esta ley. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción como gastos necesarios para producir la renta, de los desembolsos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del donante en el desarrollo de actividades complementarias a las donaciones reguladas en esta ley. Asimismo, respecto del Impuesto al Valor Agregado, no les resultarán aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y su Reglamento.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
o o o


- Asimismo, el Senado incorporó los siguientes artículos 19 y 20, nuevos:

“Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.

Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:

a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a la que fueron destinados.

b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.

c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.”.

o o o

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero

El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo Primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
Artículo Segundo
El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:
“Artículo Segundo.- El Reglamento mencionado en el N° 5), del artículo 1°, de la Ley sobre Donaciones Culturales, contenida en  el artículo 8° de la ley  N° 18.985,  sustituido  por  el  artículo único  de  esta ley,  deberá  dictarse,   a  más tardar, dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la entrada en vigencia de la ley.”.”.
- El Senado no efectuó modificaciones respecto de este artículo.
o o o

- El Senado incorporó el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.

Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.

En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la Ley de Donaciones con Fines Culturales.

Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha, a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.

o o o

El Ministro, señor Cruz-Coke, puso a disposición de la Comisión la siguiente proposición como forma y modo de superar las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras:

“AL ARTÍCULO 1° 

1) Para suprimir el párrafo final del numeral 1).

2) Para modificar su numeral 3) en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el párrafo primero, la expresión “un representante”, entre la frase “Confederación de la Producción y del Comercio, por” y “de las organizaciones culturales”, por la expresión “dos representantes”.

b) Intercálase en el párrafo primero, entre las expresiones “de las organizaciones culturales, artísticas” y “y patrimoniales”, la frase “, de urbanismo o arquitectura”.

c) Sustitúyese en el párrafo segundo la frase “siempre que durante dicho período se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda”, por la frase “no siendo necesario que tales representantes se encuentren en actual ejercicio del cargo”.

d) Intercálase en el párrafo tercero, entre la palabra “representante” y el punto aparte (“.”), la frase “, quien tendrá voto dirimente en caso de empate”.

3) Para eliminar en su numeral 6), la expresión “, con las modificaciones señaladas más adelante”.

AL ARTÍCULO 3° 

4) Para agregar en el párrafo segundo del numeral 2, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

“Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.”.

AL ARTÍCULO 4°

5) Para suprimir en el inciso segundo, la locución “inciso primero del”.

AL ARTÍCULO 8° 

6) Para reemplazar, en el numeral 2), la frase “contendrá las especificaciones y se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento”, por la expresión “se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos”.

7) Para suprimir el numeral 3), pasando el numeral 4) a ocupar dicha numeración.

AL ARTÍCULO 9° 

8) Para modificar su numeral 1) en el siguiente sentido:

a) Para modificar el párrafo primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “de la cultura y las artes, tales como construcción y habilitación de infraestructura,”, por la siguiente: “de la cultura, las artes y el patrimonio, tales como construcción o habilitación de infraestructura incluyendo la patrimonial”.

ii) Sustitúyese la expresión “y,o” por la conjunción “o”.

b) Para incorporar el siguiente párrafo tercero, nuevo: 

“El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas”.

9) Para suprimir el párrafo segundo de su numeral 2), pasando el actual párrafo tercero a ser segundo.

10) Para incorporar en su párrafo cuarto, que ha pasado a ser tercero, a continuación de la locución “y siguientes”, la expresión “del Código del Trabajo”.

AL ARTÍCULO 10

11) Para agregar en la letra a), a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

“En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad sea equivalente al 30% de los bienes, servicios, o beneficios  generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor al público general, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, un mínimo de funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.”.

AL ARTÍCULO 11

12) Para sustituir su inciso tercero por el siguiente:

“Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá serle remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.”.

AL ARTÍCULO 12

13) Para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.”.

14) Para incorporar los  siguientes incisos finales, nuevos:

“El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.

Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.".

AL ARTÍCULO 14

15) Para reemplazarlos los incisos tercero y cuarto, por los siguientes:

“Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero, determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.

Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.”.

ARTÍCULOS 19 Y 20 NUEVOS

16) Para incorporar los siguientes artículos 19 y 20, nuevos:

“Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.

Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:

a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a los que fueron destinados.

b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.

c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.”.

A LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS

17) Para incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.

Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.

En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la presente ley.

Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.
El asesor legislativo del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Juan Carlos Silva, explicó que la propuesta del Ejecutivo remite casi con exactitud al texto aprobado por el Senado. Señaló que en el artículo 10 del proyecto, referido a la retribución cultural de los espectáculos de creación y temporada de estrenos, en el que se elimina el número mínimo de ocho funciones garantizadas y se deja a la determinación del Comité el número de las mismas.

El Honorable Diputado señor Kort señaló que el Ministro ha informado que el número de funciones en cartelera será determinado por el Comité, en razón de que, dependiendo del tipo de espectáculo, el número de ocho que se contemplaba en el texto aprobado por el Senado podía ser excesivo o insuficiente, y es mejor que se decida caso por caso. 

El Ministro, señor Cruz-Coke, explicó que el reglamento que acompañará a la ley definirá los criterios con que el Comité determinará el referido número de funciones como retribución cultural, dado que fijar un número de ocho podía ser inadecuado según la naturaleza del espectáculo. 

El Honorable Diputado señor Cornejo manifestó que el rechazo de la Cámara de Diputados a las enmiendas propuestas por el Senado no tuvo que ver con discrepancias de fondo con las mismas sino, precisamente, con el hecho de no incluirse la protección del patrimonio ambiental y natural dentro de las modificaciones, por lo que de mantenerse dicho criterio podría repetirse el rechazo en la Cámara de Diputados. Por lo mismo, planteó que debiera asegurarse de alguna forma que las materias debatidas se incluirán por el Ejecutivo en algún proyecto de ley en trámite o por presentarse.

La Honorable Diputada señora Nogueira expresó que, dentro de las dos materias que se planteó incluir respecto del patrimonio natural, no ve el inconveniente para que se apruebe la explicitación del mismo como posible beneficiario de la ley.

El Ministro, señor Cruz-Coke, reiteró que el Ejecutivo se ha comprometido a determinar el costo fiscal que implicaría la protección del patrimonio ambiental en el ámbito de una ley de donaciones, para incluirlo en alguna iniciativa legal más atingente. Acotó que el otro problema que se detecta es que las regulaciones relativas al patrimonio ambiental están hechas por diversos órganos como el Ministerio del ramo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, CONAF, Servicio Nacional de Pesca, Municipalidades, DIRECTEMAR, y otros, lo que implicaría muchos cambios en un sinnúmero de normativas.

El Honorable Diputado señor Farías señaló que, si el Ejecutivo, por intermedio del Ministro, se ha comprometido a que la protección y conservación del patrimonio natural se recogerá próximamente en algún proyecto de ley, debieran confiar en que así se hará, y finalmente aprobar la proposición del Ejecutivo. 

Asimismo, expresó su conformidad con la eliminación de las ocho funciones como número mínimo para la retribución cultural.

El Ministro, señor Cruz-Coke, refirió que, en una reunión con el Honorable Diputado señor Melero, en la que participaron los Ministros señores Larraín y Larroulet, se le planteó que existe la voluntad del Ejecutivo para establecer algún crédito tributario destinado a financiar la protección del patrimonio natural y ambiental en algún proyecto de ley que se corresponda de mejor manera con dicha materia.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si no se podría dejar constancia de que el proyecto de ley sí incluye los proyectos de conservación patrimonial relativos al medioambiente y la naturaleza, como el citado proyecto de protección al huemul.

El Honorable Diputado señor Kort expresó que es necesario que quede claro que el Comité debe admitir a evaluación y análisis los proyectos mencionados sobre patrimonio natural, y en ese sentido valoró la propuesta de que quede constancia en el informe de dicha circunstancia.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que hecha la consulta del caso, se señaló que no hay registro de algún proyecto de conservación del patrimonio natural que haya sido rechazado por el Comité. Por otro lado, en el debate del proyecto de ley fue muy discutido que se incluyera como beneficiarios a las pequeñas y medianas empresas de giro cultural, excluyéndose finalmente del texto aprobado por el Senado, y por lo mismo sería muy cuidadoso antes de establecer como beneficiarios a personas que presenten proyectos de protección medioambiental, dado que no se sabe quiénes serían  y podría ocurrir que indirectamente los beneficios vayan a empresas con fines comerciales, como puede ser la industria vinculada al turismo.

El asesor de política tributaria de la Subsecretaría de Hacienda, señor José Domingo Peñafiel, reiteró que el Ministerio está trabajando en un proyecto de ley único sobre donaciones, respecto del cual se está analizando la incorporación de la protección del patrimonio natural. 

El Ministro, señor Cruz-Coke, indicó que existen una serie de proyectos relacionados con el medioambiente que han sido objeto de beneficios desde su vinculación con lo cultural, como los mencionados de Altos de Cantillana, Parque Botánico Chagual, Parque Metropolitano, Jardín Botánico Nacional, etc.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que de las explicaciones dadas no parece tan clara la interpretación que incluye el patrimonio natural dentro de los beneficiarios de la ley, y de lo que sí se puede dejar constancia es de la voluntad del Ejecutivo de incorporarlo a la brevedad posible dentro de alguna iniciativa legal.

Puesta en votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Nogueira, y señores Cornejo, Farías y Kort, entendiéndose que las enmiendas en ella contenidas modifican el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.

- - -

A título meramente informativo, cabe hacer presente que con las proposiciones de la Comisión Mixta incorporadas, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese el Artículo 8° de la ley N° 18.985, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Apruébase el siguiente texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales:

TÍTULO I

DEFINICIONES

Artículo 1°.- Definiciones. Para los fines de esta ley se entenderá por:

1) Beneficiarios: a las universidades e institutos profesionales estatales, a las bibliotecas abiertas al público en general o a las entidades que las administran, a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro, a las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N°19.418, que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, y a las organizaciones de interés público reguladas por la ley N° 20.500, cuyo objeto sea la investigación, desarrollo y difusión de la cultura y el arte. Los museos estatales y municipales podrán ser beneficiarios, así como los museos privados que estén abiertos al público en general y siempre que sean de propiedad y estén administrados por entidades o personas jurídicas que no persiguen fines de lucro.

También, serán beneficiarios el Consejo de Monumentos Nacionales y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Además, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional, en sus diversas categorías, de acuerdo a la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, sean éstos públicos o privados, y los propietarios de los inmuebles de conservación histórica, reconocidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la respectiva Ordenanza.

De la misma forma, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que se encuentren ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

También podrán ser beneficiarios las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N° 19.418, las organizaciones de interés público reguladas  por la ley N° 20.500, los municipios y los demás órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público, en aquellos casos que el proyecto tenga como objeto restaurar y conservar zonas típicas y zonas de conservación histórica.

Lo dispuesto en los incisos anteriores será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 19.896, que Establece Normas sobre Administración Presupuestaria y de Personal, cuando corresponda.

2) Donantes: a los contribuyentes que de acuerdo a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas según contabilidad completa, y tributen conforme a las normas del impuesto de primera categoría, así como también, aquellos que estén afectos a los impuestos global complementario y único de segunda categoría, que efectúen donaciones a los Beneficiarios según las normas de esta ley.

También se considerarán donantes los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta obligados a declarar anualmente sus rentas y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de dicha ley, y los del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

No darán derecho a beneficio tributario al donante, cuando éstos sean empresas del Estado, o aquellas en que el Estado, sus organismos o empresas y las municipalidades, tengan una participación o interés superior al 50% del capital.

3) Comité Calificador de Donaciones Privadas: al Comité que estará integrado por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, por un representante del Ministro de Hacienda, por un representante del Senado designado por los dos tercios de los senadores en ejercicio, por un representante de la Cámara de Diputados designado por los dos tercios de los diputados en ejercicio, por un representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, por dos representantes de las organizaciones culturales, artísticas, de urbanismo o arquitectura y patrimoniales, y por una persona natural que haya sido galardonada con el Premio Nacional de Artes Plásticas, de Artes Musicales, de Artes de la Representación o de Literatura.

En el caso del representante del Senado y de la Cámara de Diputados, el nombramiento será de cuatro años, no siendo necesario que tales representantes se encuentren en actual ejercicio del cargo.
El Comité Calificador de Donaciones Privadas, en adelante el “Comité” será presidido por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, quien tendrá voto dirimente en caso de empate. 

El Comité podrá delegar sus funciones en Comités Regionales.

4) Proyecto: el plan o programa de actividades específicas culturales o artísticas que el o los beneficiarios se proponen realizar dentro de un tiempo determinado. El proyecto puede referirse a la totalidad de las actividades que el o los beneficiarios desarrollarán en ese período, en cuyo caso se denominará Proyecto General, o bien sólo a alguna o algunas de ellas, tomando el nombre de Proyecto Particular.

5) Reglamento: el Reglamento expedido por el Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, que contendrá las normas para la ejecución de lo dispuesto en esta ley.

6) Límite global absoluto para las donaciones: el que para cada caso señala el artículo 10, de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

TÍTULO II

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR LAS DONACIONES DE ESTA LEY QUE EFECTÚEN CIERTOS CONTRIBUYENTES DE LA LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA

Artículo 2°.- Del crédito que tienen los contribuyentes señalados en el inciso primero, del N° 2), del artículo 1° de esta ley. Los mencionados contribuyentes, que hagan donaciones en la forma dispuesta por esta ley, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de tales donaciones, el que se imputará contra los impuestos que correspondan al ejercicio o período en que efectivamente se efectúe la donación.

Dicho crédito tendrá los límites que señala esta ley y los que en cada caso se determinen por aplicación del límite global absoluto para las donaciones, y sólo podrá ser utilizado si la donación se encuentra incluida en la base imponible de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año o período en que se efectuó materialmente la donación.

Las donaciones que efectúen los contribuyentes a que se refiere este Título, en la parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.

Artículo 3°.- Reglas aplicables a los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa. Estos contribuyentes aplicarán los siguientes límites en cuanto a las sumas que pueden donar para los efectos de esta ley y del crédito que pueden aplicar:

1. Límite al monto de las donaciones. El monto de las donaciones que los contribuyentes de que trata este artículo podrán efectuar para los efectos de esta ley, no podrá exceder, a su elección, del límite global absoluto a que se refiere el número 6 del artículo 1°, o del uno coma seis por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En caso de optarse por este último límite, los contribuyentes podrán efectuar donaciones incluso cuando tengan pérdidas tributarias en el ejercicio.

2. Límite al monto del crédito aplicable. El crédito señalado en el artículo 2º, para los contribuyentes a que se refiere este artículo, no podrá ser superior, en cada ejercicio, al 2% de la renta líquida imponible afecta al impuesto de primera categoría, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales en el respectivo año comercial, según el valor de ésta al término del ejercicio.

El crédito señalado en el artículo 2°, que se impute contra el impuesto de primera categoría, se aplicará con anterioridad a cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto. Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.
La parte de la donación que no pueda ser imputada como crédito, podrá rebajarse como gasto hasta el monto de la renta líquida imponible del ejercicio en el que se efectuó la donación, determinada conforme a los artículos 29 a 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. El exceso  podrá deducirse como gasto en la misma forma, también hasta el monto de la renta líquida imponible, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31, número 3º, de la señalada ley, hasta en los dos ejercicios siguientes a aquel en que se realizó la donación. El saldo no rebajado de esa forma, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21 del mismo texto legal.

Artículo 4°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto global complementario. En el caso de estos contribuyentes, el crédito señalado en el artículo 2° se imputará a continuación de cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

Para los efectos de esta ley, se aplicará a las donaciones efectuadas por estos contribuyentes, el límite global absoluto a que se refiere el número 6), del artículo 1º.

Artículo 5°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría. Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría podrán efectuar donaciones al amparo de esta ley, ya sea directamente o mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores.

En ambos casos, el empleador hará la imputación del crédito señalado en el artículo 2° contra la retención del impuesto correspondiente al mes en que se efectúe la donación, a continuación de cualquier otro crédito. El crédito a imputar en cada período de pago de remuneraciones no podrá exceder del equivalente a 13 unidades tributarias mensuales según su valor a la fecha de pago.

Cuando las donaciones se hayan realizado directamente por los contribuyentes de este impuesto, deberán informar y acreditar a su empleador el hecho de haber efectuado la donación, dentro del mismo período de pago de la remuneración, en la forma que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Cuando el contribuyente no se haya acogido oportunamente a lo dispuesto en el inciso precedente, o cuando el crédito total anual exceda de los créditos imputados durante el ejercicio, podrá efectuar una reliquidación anual de los impuestos retenidos durante el año, aplicando la escala de tasas que resulte en valores anuales, según la unidad tributaria del mes de diciembre, y los créditos y los demás elementos de cálculo del impuesto, en la cual imputará el saldo de crédito que no se haya deducido durante dicho ejercicio.

Cuando con motivo de la reliquidación e imputación anual se determine que las retenciones practicadas durante el ejercicio resultaron excesivas, el contribuyente podrá pedir su devolución hasta por el monto de dicho exceso, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, ni se tendrá derecho a su imputación contra impuesto alguno.

Para los efectos de las reliquidaciones señaladas, la cuantía de las donaciones, el monto del impuesto único de segunda categoría determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto único de segunda categoría tendrán la calidad de pagos provisionales de aquellos a que se refiere el artículo 95 de la ley señalada.

Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría que obtengan además otras rentas de aquellas a que se refiere el artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, podrán aplicar el límite global absoluto para las donaciones considerando el conjunto de la renta bruta global a que se refiere dicha disposición. En este caso, del crédito total anual contra el impuesto global complementario que se determine, se rebajará, debidamente reajustado, aquel que se haya imputado en la forma antes señalada, contra el impuesto único de segunda categoría en el período respectivo.

Artículo 6°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional que deban declarar anualmente dicho tributo y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave sus rentas afectas al citado tributo, equivalente al 35% de la cantidad conformada por el monto de la donación, reajustada de la misma forma prevista en el inciso final, y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la misma renta, en la medida en que tales créditos deban considerarse formando parte de la base imponible de dicho tributo. Este crédito solamente procederá respecto de donaciones en dinero, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.

El crédito de este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios del contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos del cálculo del crédito deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad que corresponda determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.

El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el donante deberá entregar la copia del certificado correspondiente de acuerdo a las instrucciones que el Servicio de Impuestos Internos dicte al efecto, al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14, letra A), N°3, letra c), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.

En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito calculado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.

El crédito total que estos contribuyentes podrán imputar en el ejercicio no podrá ser superior al 2% de la renta imponible anual, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales.

Al momento de efectuarse la retención respectiva, no podrá imputarse un crédito superior al 2% de la base sobre la cual ésta deba practicarse, o del equivalente a 1.667 unidades tributarias mensuales, si esta última suma fuera inferior a dicho porcentaje.

Cuando no se haya imputado el crédito al momento de la retención o cuando el crédito total anual exceda de los imputados durante el ejercicio, la imputación de la diferencia sólo podrá efectuarse mediante la presentación de la declaración anual que establece el artículo 65 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aún cuando no se encuentre obligado a presentarla. En dicha declaración, cuando corresponda, podrá solicitarse la devolución de las sumas retenidas en exceso durante el ejercicio respectivo, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, el que sólo podrá imputarse a las diferencias de impuesto adicional que se determinen con motivo de dicha declaración anual.

La cuantía de las donaciones, el monto del impuesto adicional determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto adicional tendrán la calidad de pagos provisionales a que se refiere el artículo 95 de la referida ley.

TÍTULO III

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS RELACIONADOS CON EL IMPUESTO A LAS ASIGNACIONES POR CAUSA DE MUERTE

Artículo 7°.- Normas relativas al crédito contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte. Los donantes personas naturales que efectúen donaciones en dinero o en especies en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 50% del monto donado pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento.

Para los fines anteriores, el donante deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del donante, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del donante. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios. El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto a las asignaciones por causa de muerte.

También darán derecho al crédito indicado en los incisos precedentes, las donaciones en dinero o en especies de la masa hereditaria de bienes, efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen a los fines señalados en esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello, el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.

El crédito imputable contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte, no podrá exceder del 40% del impuesto que habría correspondido pagar a cada asignatario previo a efectuarse la donación.

Para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, los donantes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el beneficiario dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al número 2) del artículo siguiente.

El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito, y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se imputará a impuesto alguno.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

TÍTULO IV

REQUISITOS Y CONDICIONES QUE DEBEN CUMPLIR TANTO LAS DONACIONES COMO LOS BENEFICIARIOS DE LAS MISMAS

Artículo 8°.- Requisitos que deben cumplir las donaciones. Sólo darán derecho a los beneficios establecidos en los artículos anteriores las donaciones que cumplan los siguientes requisitos:

1) Haberse efectuado a alguno de los beneficiarios descritos en el artículo primero número 1), para que éste destine lo donado a un determinado proyecto, debidamente aprobado según lo dispuesto en el artículo siguiente.

2) Que el beneficiario haya dado cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos. 

3) Que las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, sin aplicación del tope máximo de 15 unidades tributarias mensuales en el año, establecido en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 19.885.

Artículo 9°.- Requisitos que deben cumplir los beneficiarios.- Estarán habilitados para recibir donaciones con los efectos prescritos en los artículos 2° al 7°, 13, 14 y 18 de esta ley, los beneficiarios que cumplan con las siguientes condiciones:

1) Presentar un proyecto al Comité de Donaciones Culturales Privadas destinado a actividades de investigación, creación y difusión de la cultura, las artes y el patrimonio, tales como construcción o habilitación de infraestructura, incluyendo la patrimonial, exposiciones de pintura, fotografía, escultura, obras de teatro, música, danza, ediciones de libros, producciones audiovisuales, seminarios, charlas, conferencias, talleres de formación y en general cualquier actividad afín cuyo carácter cultural o patrimonial sea aprobado por el Comité.

Los proyectos respecto de los cuales sus beneficiarios sean los municipios u otros órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público que se encuentren en zonas típicas o de conservación histórica, o sean propietarios de inmuebles declarados monumento nacional, en cualquiera de las categorías contempladas en la ley N° 17.288, o propietarios de inmuebles ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, o inmuebles ubicados en zonas de conservación histórica, contemplados en el artículo 60 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sean éstos públicos o privados, sólo podrán estar destinados a la conservación, mantención, reparación, restauración o reconstrucción de dichos monumentos.

El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas.

2) Ser aprobados por el Comité, de acuerdo a las normas que establezca el Reglamento.

En el caso de los proyectos de conservación, mantención, reparación, restauración y reconstrucción de Monumentos Nacionales, en cualquiera de sus categorías, deberán contar con un informe del Consejo de Monumentos Nacionales, elevado a consideración del Comité para su aprobación. 

Los beneficiarios deberán, en la ejecución de sus proyectos, cumplir íntegramente la normativa laboral, en especial aquella contenida en el Libro I, Título II, Capítulo IV, artículos 145 A y siguientes del Código del Trabajo. Asimismo, deberán observar las leyes N°s 17.336 y 20.243 en lo que resulte pertinente, y exhibir según lo determine el Comité, el estado actual de cumplimiento de las obligaciones y deberes derivados de las normas señaladas.

3) El proyecto podrá referirse también a la adquisición de bienes destinados permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario, a gastos específicos con ocasión de actividades determinadas o para el funcionamiento de la institución beneficiaria.

Los bienes corporales muebles adquiridos, creados o producidos con donaciones recibidas para un proyecto no podrán ser enajenados sino después de dos años contados desde su adquisición. Los inmuebles sólo podrán ser enajenados después de cinco años. El producto de la enajenación de unos y otros sólo podrá destinarse a otros proyectos del beneficiario. En el caso de los inmuebles, el dinero que se obtenga por su enajenación deberá dedicarse a la adquisición de otro u otros bienes raíces que deberán destinarse permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario. Estos inmuebles estarán también sujetos a las normas de este número. 

En las escrituras públicas donde conste la adquisición de inmuebles pagados total o parcialmente con recursos provenientes de donaciones acogidas a esta ley, deberá expresarse dicha circunstancia.

4) Los proyectos deberán contener una explicación detallada de las actividades y de las adquisiciones y gastos que requerirán. El Reglamento determinará la información que debe contener cada proyecto cuya aprobación se solicite al Comité.

5) Los proyectos deberán estar abiertos al público en general. Sin perjuicio de ello, el Comité podrá determinar, en atención a la naturaleza del proyecto y al monto del financiamiento acogido a esta ley, la retribución cultural a la comunidad, según los criterios que para cada caso disponga el Reglamento.

6) Los proyectos podrán considerar una duración máxima de ejecución de 3 años contados desde la fecha que el beneficiario indique al Comité. Dicha fecha deberá recaer y ser informada por el beneficiario dentro de los doce meses siguientes a la aprobación del proyecto efectuada por el Comité.

Artículo 10.- De la retribución cultural. La retribución cultural a la comunidad de que trata el número 5) del artículo anterior podrá consistir en:

a) En el caso de los espectáculos o exposiciones: realizar funciones o exhibiciones gratuitas o la disposición de la rebaja del precio de las entradas en un porcentaje determinado. En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad sea equivalente al 30% de los bienes, servicios, o beneficios generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor al público en general, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, un mínimo de funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.

b) En el caso de la publicación de libros: destinar un porcentaje de los ejemplares para ser donados a bibliotecas públicas, a establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado o a otras entidades sin fines de lucro, con acuerdo de las entidades receptoras de retribución cultural. Asimismo, en los casos que estos proyectos se refieran a libros en soporte o formato digital, la retribución será determinada según la cantidad o porcentaje de descargas o licencias gratuitas que el beneficiario deberá otorgar, en conformidad a lo que señale el Reglamento.

c) En el caso de los proyectos audiovisuales: entregar una autorización gratuita al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para la exhibición pública de la obra en el territorio nacional.  Dicha exhibición no podrá, en caso alguno, perjudicar el período de comercialización del proyecto audiovisual.  Por ello, sin perjuicio de los rangos y criterios que, según el Reglamento, considere el Comité al aplicar la retribución, dicha autorización no podrá ejercerse antes de los cinco años contados desde el primer acto de comercialización de la obra.

d) En el caso de los inmuebles declarados monumento nacional, edificios o construcciones patrimoniales: poner una placa distintiva y permitir el ingreso gratuito del público en determinadas oportunidades y por un plazo definido.

El Reglamento establecerá los criterios relativos a la cantidad de días, rango de porcentajes y otros parámetros que sean necesarios determinar para regular el modo en que el beneficiario retribuirá culturalmente a la comunidad, en conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 11.- Deberes de información para con la autoridad tributaria y sanciones. El Comité deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos, antes del 31 de enero de cada año, en la forma que éste determine, un listado de los beneficiarios y de los proyectos aprobados en el año calendario anterior.

Los beneficiarios deberán preparar anualmente un estado de las fuentes y uso detallado de los recursos recibidos en cada proyecto, los que deberán resumirse en un estado general. El Reglamento determinará la información que deberá incluirse en dichos estados y la forma de llevar la contabilidad del beneficiario para estos efectos.

Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá serle remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.
Si el beneficiario no cumple lo ordenado en el inciso anterior, será sancionado en la forma prescrita en el número 2), del artículo 97, del Código Tributario. Los administradores o representantes del beneficiario serán solidariamente responsables de las multas que se establezcan por aplicación de este inciso.

Artículo 12.- Deberes de información para con el Comité y sanciones. Los beneficiarios deberán informar cada año al Comité, antes del 31 de diciembre, el estado de avance de los proyectos aprobados y el resultado de su ejecución. Sin perjuicio de ello, el Comité deberá solicitar de los beneficiarios la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité y demás condiciones establecidas en el correspondiente proyecto.

Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.
Por su parte, el Comité deberá mantener actualizada la información de los proyectos aprobados, del monto de las donaciones, del estado de avance, del resultado de los proyectos, y del cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité.

El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe del Comité, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, cuando la información entregada dé cuenta que los recursos han sido destinados a fines distintos de los señalados en el proyecto, o cuando el beneficiario otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados, mediante carta certificada.  Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. Una vez que se encuentre firme la citada resolución, ésta será remitida por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes al Servicio de Impuestos Internos, para que proceda al giro del impuesto a que se refiere el inciso siguiente.

El beneficiario afectado por la referida resolución deberá pagar al Fisco un impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. El representante del beneficiario, conforme con lo informado por éste al Comité al momento de solicitar la aprobación del proyecto, será solidariamente responsable del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestre haberse opuesto a los actos que dan motivo a la sanción o que no tuvo conocimiento de ellos. Para los efectos de su giro, determinación, reajuste, y aplicación de sanciones, este tributo se considerará como un impuesto sujeto a retención y no podrá ser deducido como gasto por el contribuyente en la determinación de su renta líquida imponible afecta al Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Contra el giro que emita el Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente podrá deducir reclamación sujetándose al procedimiento general establecido en el Título II, del Libro III, del Código Tributario, sólo cuando no se conforme a la resolución del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que le haya servido de antecedente.

Asimismo, los beneficiarios que no hayan dado cumplimiento a alguna de las obligaciones antes descritas o a alguna de las retribuciones culturales que disponga el Reglamento, no podrán presentar nuevos proyectos en el marco de esta ley, por un período de tres años contados desde la notificación de la resolución que sancione el incumplimiento.

El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.

Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.
TÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 13.- Liberación del trámite de insinuación y exención del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. Las donaciones efectuadas en conformidad con esta ley, incluso aquellas que excedan del límite global absoluto y de los límites especiales que fija esta ley para las donaciones, quedarán liberadas del trámite de insinuación y se eximirán de los impuestos establecidos en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

Artículo 14.- Donaciones en especie. Los contribuyentes de los impuestos de primera categoría, global complementario, y de herencias, podrán efectuar donaciones en especie.

Para estos efectos, en caso que el donante sea un contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que determine su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, o se trate también de un contribuyente afecto al impuesto global complementario que declare igual tipo de rentas, el valor de las especies estará constituido por su costo para los efectos de dicha ley, y su transferencia deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero, determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.

Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.
A las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley, no les serán aplicables aquellas disposiciones de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios y su Reglamento, que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.

Artículo 15.- Incompatibilidad con otros beneficios. Las donaciones hechas en conformidad con esta ley no podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 18.681, sobre normas complementarias de administración financiera.

Artículo 16.- Certificados de donación. Los donantes a que se refiere el artículo 1°, N° 2) de esta ley, o sus representantes, según corresponda, deberán mantener en su poder el certificado que les entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada.

Tratándose de contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, serán los empleadores habilitados o pagadores quienes deberán conservar los certificados referidos. En caso que se practique una reliquidación anual del beneficio, el propio contribuyente deberá conservar los certificados.

En el caso del impuesto adicional, los pagadores de las rentas respectivas deberán conservar copia de los certificados señalados, siempre que impute el crédito de esta ley contra las retenciones de este impuesto que efectúen. Cuando deba presentarse una declaración anual de impuestos o se practique la respectiva reliquidación del beneficio por el contribuyente, éste deberá conservar los certificados.

En las hipótesis señaladas, los certificados podrán ser requeridos de quienes corresponda por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.

Artículo 17.- Financiamiento de proyectos por parte del Fisco. El Fisco podrá contribuir al financiamiento de los proyectos a que se refiere esta ley, siempre que, ajustándose a los requisitos que ella exige, dispongan de entrada liberada en caso que la contribución al financiamiento del proyecto sea por el total del faltante, y de un precio rebajado, en caso en que no lo sea o, de distribución de un porcentaje de entradas gratuitas determinado por el Reglamento para los establecimientos de educación básica y media, ya sean éstos estatales, de administración municipal o, con financiamiento compartido, y que se ejecuten en regiones distintas de la Región Metropolitana de Santiago, por instituciones que tengan la sede de sus actividades en dichas regiones.

Los recursos que para estos efectos contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, se dividirán, en partes iguales, en catorce fondos regionales, en proporción al territorio y a la población de cada una de dichas regiones, respecto de la suma del territorio y la población de todas ellas. El 50% de los recursos de cada uno de estos fondos regionales se distribuirá y entregará al término del primer semestre de cada año calendario, y el monto restante, al finalizar el segundo semestre.

La distribución de los recursos de cada fondo regional, entre los proyectos a que se refiere el inciso primero, se hará en proporción al monto de la donación hecha efectiva a cada uno de aquéllos respecto del total de las donaciones que se hayan concretado en el semestre de que se trate. El aporte fiscal que por este concepto se otorgue, será equivalente al 15% del monto de la donación respectiva o al porcentaje que resulte de acuerdo a los recursos de que disponga el respectivo fondo.

Esos recursos sólo podrán ser utilizados dentro del plazo de un año, contado desde que sean entregados al beneficiario, y en actividades culturales que se ejecuten en las regiones a que se refiere el inciso primero.

Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda, se establecerá la forma en que el aporte de recursos se entregará por los fondos, así como los aspectos relacionados con los compromisos y garantías de los beneficiarios para con el Fisco. La identificación de los beneficiarios del aporte corresponderá al Comité a que se refiere el número 3) del artículo 1° de esta ley.

Artículo 18.- Aceptación de gastos vinculados al desarrollo de actividades complementarias a las donaciones de esta ley. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción como gastos necesarios para producir la renta, de los desembolsos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del donante en el desarrollo de actividades complementarias a las donaciones reguladas en esta ley. Asimismo, respecto del Impuesto al Valor Agregado, no les resultarán aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y su Reglamento.

Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.

Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:

a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a los que fueron destinados.

b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.

c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo Segundo.- El Reglamento mencionado en el N° 5), del artículo 1°, de la Ley sobre Donaciones Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, sustituido por el artículo único de esta ley, deberá dictarse, a más tardar, dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la entrada en vigencia de la ley.
Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.

Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.

En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la presente ley.

Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.

- - -



Acordado en sesión celebrada el día 14 de mayo de 2013, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez, y Honorables Diputados señora Claudia Nogueira Fernández, y señores Aldo Cornejo González, Ramón Farías Ponce e Issa Kort Garriga. 

Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,



  Secretario de la Comisión Mixta
jsk/mrb
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